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Resumen y Abstract  IX

 

Resumen 
 

El papel de los servicios ecosistémicos en el orden amiento territorial: el caso del 

páramo de Guerrero, municipio de Cogua, Cundinamarc a, en el contexto de la 

Región Central   

 

 

El presente documento expone los resultados del proceso de investigación exploratoria 

realizado con el propósito de determinar la manera como han sido comprendidos los 

servicios ecosistémicos dentro de los instrumentos de política pública expedidos por el 

municipio de Cogua para la orientación de su desarrollo, en el marco de su integración a 

la Región Central. Se tomaron como referentes de análisis los tres últimos planes 

desarrollo del municipio de Cogua y su eventual correspondencia con los principios 

fundamentales de la Política Nacional de Gestión Integral de la Biodiversidad y sus 

Servicios Ecosistémicos (PNGIBSE). Se exploraron igualmente las posturas adoptadas 

frente al tema por diferentes actores sociales del municipio o vinculados a este. Se 

determinó que los lineamientos y principios de dicho instrumento de política pública no 

fueron abordados ni tomados como referente, parámetro o criterios en ninguno de los tres 

PDM estudiados, los cuales, asimismo, abordan lo ambiental con limitada profundidad 

conceptual. 

 

 

 

 

Palabras clave:  servicios ecosistémicos, socioecosistema, ordenamiento territorial, 

Cogua, páramo de Guerrero, plan de desarrollo municipal, actores sociales, Región 

Central.  
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Abstract 

 

 The role of ecosystem services in land-use planning  

The case of the páramo de Guerrero , municipality of Cogua, Cundinamarca, in the 

context of the central region  

 

 

 

This document presents the results of the exploratory research process carried out in 

order to determine the way in which ecosystem services have been understood within the 

public policy instruments issued by the municipality of Cogua to guide their development, 

within the framework of its integration to the Central Region. The last three development 

plans of the municipality of Cogua and their eventual correspondence with the 

fundamental principles of the National Policy for Comprehensive Management of 

Biodiversity and its Ecosystem Services (PNGIBSE) were taken as reference for analysis. 

The positions adopted on the subject by different social actors of the municipality or linked 

to it were also explored. It was determined that the guidelines and principles of 

aforementioned public policy instrument were not addressed or taken as a reference, 

parameter or criteria in any of the three PDMs studied, which also address the 

environment with limited conceptual depth. 
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Introducción 

El presente documento recoge los resultados del proceso de investigación efectuado con 

el fin de determinar la inclusión de la valoración de los servicios ecosistémicos en el 

ordenamiento territorial del Municipio de Cogua, Cundinamarca, teniendo en cuenta la 

relación del municipio con el socioecosistema del páramo de Guerrero y en el marco de la 

integración de la entidad territorial en la Región Central y de la adopción e implementación 

de la Política Nacional para la Gestión Integral de la Biodiversidad y sus Servicios 

Ecosistémicos PNGIBSE. A través del análisis de los instrumentos de política pública 

delimitados para orientar el desarrollo de Cogua, los Planes de Desarrollo Municipal 

(PDM), se pretende evidenciar cómo han sido incorporados los principios de la valoración 

de servicios ecosistémicos en el municipio e identificar algunos de los factores que 

pueden explicar este abordaje.  

 

Para tal fin, se analizó cada uno de los PDM, lo que comprende la totalidad de los 

componentes, ejes o motores de cada plan, expedidos para los periodos 2012-2015, 

2016-2019 y 2020-2023, a la luz de lo expresado en el documento de la Política Nacional 

para la Gestión Integral de la Biodiversidad y sus Servicios Ecosistémicos (PNGIBSE).  

 

Igualmente, se buscó observar el papel que los diferentes actores, vinculados tanto a la 

gestión ambiental municipal como a la gestión territorial, juegan en la valoración de los 

servicios ecosistémicos, en términos generales y en correspondencia con lo que plantea 

la PNGIBSE. 

 

Los fundamentos conceptuales y metodológicos del ejercicio de indagación realizado y 

sus resultados se exponen en los cinco capítulos que integran este documento. En el 

primero  se caracteriza el área de estudio, para lo cual se presenta información sobre 

Cogua, incluyendo datos básicos sobre su localización en el páramo de Guerrero, su  
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delimitación administrativa, condiciones socioeconómicas, dotación de servicios públicos, 

problemáticas socioecológicas y ordenamiento territorial; señalando la forma como ha 

sido caracterizado en el Plan Básico de Ordenamiento Territorial vigente. Además se 

identifica el posicionamiento de Cogua frente a los entes territoriales supramunicipales y 

los diferentes niveles y procesos de asociatividad territorial en que está involucrado, 

observando la normatividad ambiental que rige sobre este municipio y el páramo de 

Guerrero.  

 

En el segundo capítulo se expone el marco teórico-conceptual que soporta este trabajo. 

Se ofrece una caracterización de la noción de servicios ecosistémicos y de diversos 

enfoques para su valoración y se alude a la noción de socioecosistema, teniendo en 

cuenta las consideraciones que al respecto acogió la Política Nacional de Gestión Integral 

de la Biodiversidad y sus Servicios Ecosistémicos o PNGIBSE. Los principios de la misma 

se adoptaron como criterio para el análisis del componente ambiental de los planes de 

desarrollo municipal de Cogua (la designación de este componente y su articulación con 

otros varía de un plan a otro). Igualmente, se identifica la conceptualización sobre el 

ordenamiento territorial en la normatividad colombiana, observando la forma como esta 

asume las relaciones entre lo ecológico y lo social, dentro de lo que se ha designado 

como el ordenamiento ambiental del territorio. Los lineamientos y directrices tanto del 

ordenamiento territorial como de la gestión de la biodiversidad y los servicios 

ecosistémicos obedecen a las concepciones que se imponen en los procesos de política 

pública, en particular en las instancias de deliberación y decisión, con el concurso, en 

grado variable, de los actores sociales, de ahí la importancia de la reflexión sobre las 

políticas públicas, por lo que se ofrecen diversas consideraciones al respecto. 

 

En el tercer capítulo se analizó la referencia a la biodiversidad y los servicios 

ecosistémicos en los instrumentos de política pública de Cogua y, en ese mismo plano, el 

grado de incorporación de los lineamientos y  principios de la PNGIBSE. Para tal fin se 

toman como referente de análisis los últimos tres Planes de Desarrollo Municipal (PDM), 

es decir los de 2012, 2016 y 2020, a fin de establecer la forma como se abordaron la 

gestión de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos y el tema ambiental en general. 

 

Para que se opere realmente la gobernanza en los diferentes aspectos de la gestión 

municipal, incluyendo la gestión ambiental del territorio, se debería contar con la 
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participación regular, abierta, institucionalizada y eficaz de diferentes actores sociales. Por 

ello, en el capítulo cuatro se observaron las posturas y percepciones de dichos actores 

ante la definición y la puesta de las políticas y acciones de gestión ambiental municipal. 

Así, se consultó a sujetos diversos acerca de la situación actual del municipio en términos 

globales y en lo concerniente a la gestión ambiental, a las relaciones del municipio con 

otros entes territoriales y al páramo de Guerrero como referente social y ecológico. Se 

toman en cuenta como antecedentes de la participación y la movilización social en la 

gestión de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos dos eventos: el proceso 

participativo de 1996 y la consulta popular frente a la expansión de la actividad minera 

prevista en 2018 y descartada en 2020 por la Corte Constitucional. Como una forma de 

observar coincidencias y diferencias entre las orientaciones que asumen el ordenamiento 

territorial y la gestión ambiental, así como para revisar el alcance en la práctica de las 

políticas de gestión de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos en el municipio, se 

efectúa un análisis cartográfico. 

 

Finalmente, en el quinto y último capítulo se presentan las conclusiones con base en los 

hallazgos resultantes de los capítulos precedentes y las sugerencias y recomendaciones, 

dirigidas tanto a los actores sociales como a la administración y al ámbito académico, que 

puedan surgir del proceso. 

Objetivos 
General 

Establecer cómo los planes de desarrollo municipal expedidos entre 2012 y 2020 en 

Cogua asumieron la gestión de los servicios ecosistémicos del páramo de Guerrero, así 

como la correspondencia de sus apuestas con la Política Nacional de Gestión Integral de 

la Biodiversidad y sus Servicios Ecosistémicos, PNGIBSE, y con los procesos de 

asociatividad territorial e integración regional en los que intervino el municipio. 

 

Específicos 

Distinguir las formas como los servicios ecosistémicos se identifican, caracterizan y 

expresan en los planes de desarrollo municipal de Cogua expedidos entre 2012 y 2020. 
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Identificar cómo los planes de desarrollo municipal de Cogua 2012-2016, 2016-2020 y 

2020-2024 adoptaron los lineamientos de la Política Nacional de Gestión Integral de la 

Biodiversidad y sus Servicios Ecosistémicos y contemplaron las estrategias de 

asociatividad regional. 

 

Evidenciar  posturas y percepciones ciudadanas, construidas durante el periodo de 

análisis, con respecto a la gestión de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos en el 

municipio de Cogua.  

 

Diseño metodológico de la investigación 
Con miras a responder a la inquietud inicial, formulada en el objetivo general, se acogió 

un enfoque de investigación cualitativa, motivado por el interés de identificar 

representaciones y discursos que subyacen en los instrumentos de política pública 

adoptados por la entidad territorial sobre los servicios ecosistémicos. En consecuencia, se 

optó por una apuesta metodológica hermenéutica, en las que se adoptaron como técnicas 

de recolección de la información el análisis textual y la entrevista semiestructurada, 

herramientas que facilitan acceder a las perspectivas de los sujetos (Schettini & Cortazzo, 

2016, pp. 6-7).  

 

El análisis textual (Valles, 1997, pp. 367-381), de manera general, consiste en el estudio 

de los diferentes elementos, segmentos y secciones que conforman la unidad formal y de 

sentido en la comunicación verbal hablada o escrita1 denominada texto. Se le denomina 

así porque etimológicamente se le considera un “tejido” conformado por palabras2, 

expresiones, oraciones, párrafos, secciones o módulos compuestos de uno o más 

párrafos3. Las palabras y expresiones expresan ideas o conceptos; los párrafos y 

conjuntos de párrafos constituyen bloques temáticos o subtemas del texto. 

 

                                                
 

1 Aunque también se pueden tener en cuenta tanto la forma como el sentido de los componentes 
no verbales (usualmente los visuales, aunque no solamente) y su interacción con lo verbal.  
2 Formadas a su vez por un núcleo y eventualmente una o más partículas que se añaden a él. 
3 A cada uno de los componentes más pequeños se les denomina “microestructura”, a los 
constituyentes más grandes del texto, “macroestructura”.  
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El tipo de componentes y su organización dependen del tema abordado y del ámbito de 

producción e intercambio de la información textual. Más allá de estas circunstancias, el 

texto se elabora y difunde en virtud del contexto, que es lo paralelo y en torno al texto 

(Dijk, 1980). La asociación entre texto y contexto constituye el discurso: el análisis del 

discurso incorpora el análisis textual, pero lo trasciende y enriquece mediante el estudio 

crítico de los elementos contextuales que comprenden los ámbitos sociales y políticos de 

elaboración del mismo y en los que a su vez él interviene, la existencia de otros textos 

que abordan de diversas maneras el mismo tema, la intención que se busca lograr en los 

destinatarios o interlocutores y la postura política e ideológica tanto del autor o los 

autores, como del sector de la sociedad al que pertenecen  (Dijk, 2003, p. 16). 

 

En el presente estudio se tomó a cada PDM como unidad de análisis textual. Su revisión 

se efectuó con el fin de reparar primeramente en las menciones, referencias o alusiones 

generales, implícitas o explícitas, a la protección de la biodiversidad y los servicios 

ecosistémicos. Seguidamente, se procedió a identificar al interior de estos documentos 

particularmente la referencia a los principios y lineamientos formulados en la PNGIBSE.  

 

Se observó la presencia de términos y expresiones relativas al tema, su recurrencia, la 

asociación entre ellas y palabras o expresiones relativas tanto al ordenamiento territorial, 

la gobernanza y las políticas públicas, como a otros temas. Se tuvo también en cuenta si 

hubo explicación, definición o parafraseo de estas palabras o expresiones, así como el 

uso de algunas (por ejemplo “recursos naturales”) en lugar de otras (como “servicios 

ecosistémicos”) que, si bien hacen en principio referencia al tipo de elementos, evidencian 

posturas teóricas e incluso ideológicas diferentes.  

 

Se contempló si dichas palabras o expresiones y el contenido que ellas vehiculan se 

empleaban de manera favorable (positiva), neutra o desfavorable (negativa); igualmente, 

si se usaron de forma puramente asertiva o también directiva, refiriéndose solamente a 

los enunciadores mismos o también a sus posibles interlocutores o lectores. Al proceder 

de esta forma, se pasa del nivel léxico, de los términos utilizados, al semántico, 

concerniente al sentido que se quiere expresar, para alcanzar el propósito y la 

intencionalidad de lo expresado en un determinado contexto social y político (Fowler, 

Hodge, Kress, & Trew, 1983, pp. 7-12, 263-286). 
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El objetivo consistió no solamente en determinar la presencia o la ausencia de referencias 

acerca de tales tópicos, sino también en observar la profundidad y la amplitud 

conceptuales y teóricas con que la temática fue tratada, al igual que la relación 

establecida entre este y otros aspectos centrales de la gestión municipal como lo son el 

ordenamiento territorial y los procesos participativos y de gobernanza en los que, para el 

diseño y la implementación de políticas y acciones de toda índole, debería participar la 

ciudadanía de forma activa, incidente y efectiva. La adopción de una mirada evidenciar el 

posicionamiento de las sucesivas administraciones, en las que toman parte actores 

políticos y partidistas, ante la protección de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos 

y el grado de involucramiento y compromiso de los actores políticos y administrativos. 

  

En cuanto a las entrevistas semiestructuradas a habitantes y residentes de Cogua, se 

tomó una muestra de veinte sujetos de diversos géneros y edades, que corresponden a 

ciudadanos del común y a personas vinculadas con la gestión ambiental del municipio y 

del páramo de Guerrero. Los habitantes fueron abordados aleatoriamente un día sábado 

(el 5 de diciembre de 2020) alrededor del mediodía en las inmediaciones del parque 

central del casco urbano, sin pretender alcanzar una representatividad estadística.  

 

Las entrevistas, como conversación sistematizada enfocada a conocer y registrar las 

experiencias de la gente desde su propia subjetividad (Sautu et alii, 2005, p. 48), se 

caracterizaron por ser semiestructuradas, dado que cada informante optó por responder 

escueta o extensamente a las preguntas abiertas o por no responder. Asimismo, fueron 

estandarizadas, pues se partió de un cuestionario común en orden preestablecido, pero 

parcialmente programadas, ya que, pese al estándar, se reformuló la pregunta cuando la 

persona entrevistada lo juzgó necesario y porque, pese al orden, algunos entrevistados 

aportaban información complementaria a respuestas anteriores o anticipaban elementos 

de respuesta ulteriores. Fueron entrevistas individuales y no recurrentes, pues cada 

persona respondió al cuestionario una sola vez (Valles, 1997, p. 188). 

 

Además del análisis documental, la observación directa y la entrevista a actores clave en 

las visitas de trabajo de campo realizadas en el municipio, se efectuó un análisis 

cartográfico y, por último, se triangularon los datos obtenidos por estos medios.  
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Se pretendió relacionar el análisis del contenido de los PDM y la reflexión en torno a ellos 

con lo expresado por los informantes, con miras a observar la forma como se han 

incorporado a los instrumentos de política pública las ideas y percepciones de los actores 

sociales, su grado de información sobre los temas y los enfoques planteados en los 

planes de desarrollo, su involucramiento en las acciones derivadas de tales 

planteamientos y su identificación o no con el contenido del plan y la visión de la 

administración. Se buscó ejercer una reflexión crítica sobre la manera como, a través de 

los instrumentos de política pública enfocados al ordenamiento territorial y las acciones 

que se derivan de ellos, mediante procesos de gobernanza, se ejerce la protección de la 

biodiversidad y los servicios ecosistémicos en Cogua y el páramo de Guerrero. 

 

En los PDM, formulados e implementados a escala local, en observancia de directrices 

nacionales e incluso multilaterales, así como en la cotidianidad de los actores sociales 

plasmado en las entrevistas, confluyen aspectos que Giddens llamaría macrosociológicos 

(1991, p. 147), concernientes al sistema político y económico vigente, y microsociológicos, 

del ámbito personal de cada sujeto (1981, p.162). Lo macro influye en la vida del sujeto en 

un contexto y un territorio específicos, por ejemplo, al establecer lineamientos sobre la 

gestión de los servicios ecosistémicos; lo micro aflora en la manera como el sujeto se 

adapta a estos lineamientos, acusa en razón de ellos mejoras o deterioro en sus 

condiciones de vida y actúa para acogerlos, modificarlos o evadirlos. 

 

Por tal motivo, se consideraron en el análisis las relaciones funcionales del municipio de 

Cogua con otros de la Región Central por efecto de la presencia de estos municipios en el 

páramo de Guerrero, de beneficiarse también de los servicios ecosistémicos que presta el 

páramo y de su vinculación a dinámicas de asociatividad territorial. Se buscó establecer 

cómo en el marco de estos procesos el municipio de Cogua asumió en sus apuestas de 

desarrollo la gestión de servicios ecosistémicos, la concordancia de esta perspectiva con 

los principios de la PNGIBSE y la permeabilidad de este proceso en las agendas de los 

actores del territorio.  

  

En los capítulos que se exponen a continuación se presentan los resultados del ejercicio 

realizado y las conclusiones extraídas.  





 

1.  Caracterización del área de estudio 

El presente estudio concierne al municipio de Cogua, cuya superficie abarca 132 km2. El 

24,9% de esta, es decir 3.324 hectáreas, se halla dentro del socioecosistema del páramo 

de Guerrero (DNP, 2020) y corresponde al 7,85% de la superficie de este complejo de 

páramos. 331 habitantes de Cogua residen en la zona (Humboldt, 2020).  

 

A continuación, se identifican las particularidades de Cogua en términos poblacionales, 

socioeconómicos y de estructura territorial (servicios públicos, actividades agropecuarias y 

extractivas), el modelo adoptado en su plan básico de ordenamiento territorial, sus 

relaciones con entes territoriales de nivel superior y las demarcaciones trazadas por la 

normativa ambiental que afectan al páramo de Guerrero y por ende al municipio. Los 

servicios ecosistémicos del municipio, ligados principalmente al suministro de agua 

potable, a la calidad del aire, a la producción agropecuaria y al paisaje son tratados más 

detalladamente en el capítulo 2. 

1.1 La relación entre Cogua y el páramo de Guerrero  
El ecosistema de páramo y los servicios que provee revisten importancia neurálgica para 

Cogua, dado que sirven de base a la identidad sociocultural no solamente del municipio 

como ente político y administrativo sino del territorio en sentido amplio y determinan el 

ejercicio de actividades económicas centrales, entre otras el suministro de agua potable al 

municipio y otros entes territoriales, el turismo, la explotación agropecuaria e incluso la 

minería. Paradójicamente, el ejercicio no controlado de actividades que deberían ser 

reguladas, limitadas  o detenidas ha afectado a otras, pero sobre todo ha impactado 

negativamente al páramo en su conjunto y a la relación entre él y la sociedad. En términos 

ecológicos, el páramo de Guerrero presenta amplia biodiversidad animal y vegetal 

afectada por la actividad antrópica como lo ilustran, entre otros, los estudios desarrollados 

por la Corporación Autónoma Regional CAR (1989) y Barbosa (2013).   
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El primero de ellos presenta un inventario de fauna vertebrada e invertebrada, explica las 

relaciones e interacciones entre fauna y flora y toma en cuenta elementos y factores 

geológicos y climáticos que influyen en la presencia de dichas especies. Llama 

particularmente la atención en este estudio que ya alertara para entonces de la pérdida de 

la variedad faunística como producto de la intervención antrópica. 

La fauna silvestre […] está bastante reducida, ha sido afectada por las 
profundas transformaciones hechas por el ser humano sobre la cobertura 
vegetal y los diferentes nichos ecológicos del páramo. La mayoría de los 
mamíferos […] no están presentes en dicha zona y en otros páramos están en 
vía de extinción. Los de tamaño grande como el oso y venados ya no existen 
debido principalmente a la falta de refugio y a la caza; solo abundan el curí y el 
conejo de monte. Por encima de estas dos especies están los ratones de 
campo como especie […] con mayor adaptación a las modificaciones de los 
hábitats naturales paramunos. Debido a esto […] predominaron las especies 
herbívoras (Orden Rodentia y Lagomorpha) sobre los carnívoros; situación que 
en los muestreos de los años anteriores era contraria. 

 

Por su parte, el documento titulado Composición y estructura de la vegetación del páramo 

de Guerrero, presenta la “caracterización florística” de este complejo de páramo y da 

cuenta de “estructura, composición y estado de las coberturas vegetales con 

observaciones sobre usos de plantas” (Barbosa, 2013, p. 9).  Dicha observación se llevó a 

cabo esencialmente mediante trabajo de campo en siete municipios dentro del área del 

complejo, entre ellos Cogua. Según este documento, la Reserva Forestal Protectora de 

las Quebradas Honda y Calderitas, ubicada en Cogua, de altitud entre 2.862 y 3.614 m 

s.n.m, se destaca por su “buen estado de conservación”, pese a ser “sus alrededores 

lugares de alta intervención de páramos” por ganadería y cultivo de papa (Barbosa, 2013, 

p. 41). Allí están “los bosques mejor conservados del Páramo de Guerrero” y las especies 

endémicas de frailejón Espeletia barcleyana y E. Chocontana, entre otras 241 especies 

vegetales. En los alrededores se cultivan eucalipto y pino y se reportan las especies 

invasoras acacia negra y retamo espinoso (Barbosa, 2013, p. 41). Además se dispone del 

Distrito de manejo integrado (DMI) del Páramo de Guerrero, situado entre Zipaquirá y 

Cogua, y la reserva de Páramo Alto, de “carácter relictual” y, al momento del estudio, 

amenazada por actividades agropecuarias y extractivas (Barbosa, 2013, p. 45).   
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1.2 El municipio de Cogua 
Como se observa en el mapa 1-1, Cogua está ubicado en la Cordillera Oriental, altiplano 

cundiboyacense, departamento de Cundinamarca al noroeste de la sabana de Bogotá, en 

las estribaciones del páramo de Guerrero y Guargua. Junto con los municipios de Cajicá, 

Chía, Cota, Gachancipá, Nemocón, Sopó, Tabio, Tenjo, Tocancipá y Zipaquirá, Cogua 

hace parte de la provincia de Sabana Centro. Su cabecera municipal se sitúa a 

aproximadamente de 55 kilómetros de Bogotá y limita con Tausa al norte, Nemocón al 

oriente, Pacho al occidente y Zipaquirá al sur (Cogua, 2000, arts. 10, 11).   

 

 

Mapa 1-1: delimitación del páramo de Guerrero establecida por el MADS. 

1.3 Aspectos generales del municipio de Cogua 
El territorio municipal adopta la siguiente división administrativa: área urbana central o 

cabecera municipal, área urbana del Caserío La Plazuela y las siguientes veredas; 

Páramo Alto, Quebrada Honda, Rodamontal, Casablanca, Susaguá, Rincón Santo, El 

Mortiño, Neusa, Cardonal y Patasica. Dentro de las veredas se han formado sectores que 

obedecen especialmente a asuntos comunales, a saber: La Chapa y Barroblanco en la 

vereda Rodamontal y El Altico, Ojo de agua, La Plazuela y El Olivo en la vereda Neusa 

(véase mapa 1-2). El sector de El Olivo se caracteriza por su alta actividad minera. El 

suelo del municipio se clasifica como urbano, de expansión urbana, suburbano, rural y de 

protección (Cogua, 2000, arts. 12 y 13). 
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La precipitación promedio alcanza 615 mm por año, en la zona media es de 711 mm por 

año y en la zona occidental, alta, de 978 mm por año. Las temperaturas varían entre 10,4 

y 13,1 grados centígrados, estrechamente ligadas a la altitud, que oscila entre 2580 m 

s.n.m. y 3200 m s.n.m. La velocidad del viento varía entre 1,2 y 2,5 m/seg. El promedio de 

brillo solar es de seis horas por día y se encuentran los microclimas de páramo húmedo, 

subpáramo húmedo, andino semihúmedo, y andino semiárido (CAR, 2004). 

 

Mapa 1-2: municipio de Cogua (Casco urbano y veredas). 

1.4 Aspectos socioeconómicos  

Según cálculos del DNP basados en el censo nacional de 2005, el índice de pobreza 

multidimensional o IPM en el municipio era para entonces de 35,83%, situando a Cogua 

en el puesto 17 entre 116 municipios del departamento. A modo de referencia, conviene 

citar que el municipio que registró menores índices de pobreza fue Chía, también de la 

provincia de Sabana Centro conurbado con Bogotá, con 16,46%, seguido de Madrid con 

21,90%. Zipaquirá, limítrofe de Cogua y también en el área del páramo de Guerrero y 

Guargua, considerado el principal municipio de la provincia, se ubicó en el noveno lugar 
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departamental con 30,35%4. Se podría concluir que la pobreza en Cogua es relativamente 

baja, al ubicarse dentro del primer quintil de los municipios con menor IPM5. 

 

Las estadísticas departamentales para el intervalo 2012-2013, basadas en datos de 

DANE y SISBEN revelan que el hacinamiento en Cogua llegó al 10,01% en la cabecera, 

al 15,35% en centros poblados y al 11,96% en las áreas rurales, siendo más bajo que el 

promedio departamental (12,55%; 16,21%; 18,34%) y ligeramente más bajo que el de 

Zipaquirá. Se denota igualmente que en el área rural el porcentaje de viviendas sin 

servicios públicos ascendió a 0,71% y el de viviendas sin acueducto, alcantarillado ni 

inodoro a 8,73%, índice mejor que el promedio del departamento (7,78% y 48,14%). Los 

porcentajes totales municipales de personas con NBI, necesidades básicas insatisfechas, 

(13,16%) y en la miseria (1,31%) fueron mucho más bajos que los promedios 

departamentales (21,30% y 5,20%) y nacional y casi iguales a los de Zipaquirá.  

  

Con base en los datos del Censo Nacional de Población y Vivienda realizado en 2018 por 

el DANE se identifica que, aunque el número de habitantes de Cogua pasó de 17.924 en 

2005 a 20.810 en 2018 y a 24.434 en 2020 (DNP, 2020) el número promedio de personas 

por hogar entre 2005 y 2018 bajó de 3,8 a 3,2. En efecto, el número de hogares aumentó 

(DANE, 2018). El informe Sabana Centro cómo vamos sobre calidad de vida, línea base 

2014-2015, también da cuenta de datos importantes sobre Cogua y la provincia. Se sabe 

que, de los aproximadamente 486.000 habitantes de la misma en 2015, el 68% reside en 

las cabeceras municipales y el 32% en la zona rural, siendo Cogua el municipio con 

mayor porcentaje de población rural de la provincia: 69%. Asimismo, Cogua es uno de los 

tres municipios con mayor número de hectáreas cultivadas junto a Zipaquirá y Tenjo 

(Cómo Vamos, 2016, pp. 1,2). En términos de producto interno bruto, toda la provincia de 

Sabana Centro aporta el 30% del total departamental: Cogua aporta el 1,24% de dicho 

total, más que Nemocón, Gachancipá y Tabio, mientras Zipaquirá aporta el 3,37%. 

Sabiendo que Cogua tiene seis veces menos habitantes que Zipaquirá, se infiere que el 

                                                
 

4 El municipio con mayor IPM fue La Peña, con 81,59%. 
5 El IPM contempla situaciones de privación como analfabetismo, inasistencia o rezago escolar, 
barreras de acceso al cuidado de la primera infancia, trabajo infantil, dependencia económica, 
empleo informal, no aseguramiento o barreras de acceso a servicios de salud, falta de acceso a 
agua potable e inadecuada eliminación de excretas, acabados de vivienda insuficientes y 
hacinamiento. En Colombia una persona se considera en pobreza multidimensional si sufre de 
cinco o más de las quince privaciones establecidas en el índice (k=5/15) (DNP, 2011). 
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PIB per capita de Cogua duplica casi el de su vecino (Cómo Vamos, 2016, pp. 6, 138). La 

densidad poblacional es relativamente baja, en 2015 de 169,4 habitantes por Km2 y en 

2020 de 185,1 (DNP, 2020), la segunda menor después de Nemocón (136,2), siendo las 

mayores las de Zipaquirá (630,7), Cajicá (1.073,1) y Chía (1.666,4).  

 

Concerniente a salud, seguridad social y empleo, el estudio concluye la necesidad de 

fortalecer los programas de atención y cuidado a la primera infancia en Cogua, Tabio, 

Nemocón y Gachancipá. También se evidencia que Cogua es el segundo municipio de la 

provincia con menor porcentaje de afiliados al Sistema General de Seguridad Social en 

Salud, con un 51,1%, después de Tabio (48,3%) y sugiere adelantar acciones para 

incrementar esta cobertura. Laboralmente, se constata que entre 2010 y 2014 disminuyó 

el desempleo, de por sí bajo, pero al mismo tiempo existe un elevado porcentaje de 

población inactiva. Se sugiere por lo tanto fomentar más la calificación del empleo que la 

reducción del desempleo, dado que Cogua es el municipio con mayor porcentaje de 

trabajadores no calificados en la provincia (Cómo Vamos, 2016, p. 98). La calificación 

aportaría valor agregado para el municipio y mayores ingresos para quien la obtenga. 

 

1.5 Servicios públicos, agua y gestión de residuos 
Se informó previamente que Cogua dispone de buena cobertura de servicios públicos y 

alcanza inclusive el 100% en electricidad. Sin embargo, presentó el mayor índice de 

riesgo de la calidad del agua (IRCA) en toda la provincia, llegando a un porcentaje de 

17,33%, considerado “riesgo medio” (entre 14,1 % y 35%). Según la Resolución 2115 del 

2007 del MADS, esta agua no se considera apta para el consumo humano. 

 

Cogua, como todos los municipios de la provincia, deposita los residuos sólidos en el sitio 

de Mondoñedo, municipio de Bojacá. Cogua, el segundo municipio más distante de allí 

(70km, mientras Nemocón está a 78km), fue, con 2.526 toneladas anuales, el tercer 

menor generador de residuos sólidos en 2014 por encima de Nemocón (815) y 

Gachancipá (1.996); Zipaquirá es el segundo mayor productor (25.668), diez veces más 

que Cogua. En generación de residuos sólidos Per capita también es el tercero menor 

(0,12) por encima de Nemocón y Tabio. Para 2014, en Cogua no se efectuaba separación 

en la fuente. La calidad del agua tras la descarga de aguas servidas a la cuenca del río 

Bogotá, y que se realiza sobre el Río Neusa en la vía Zipaquirá – Nemocón, se considera 
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regular en el muestreo de febrero de 2015 con un valor de 0,6838 según el índice de 

Calidad del Agua (ICA)6.  

 

1.6 La actividad agropecuaria  
El diagnóstico agroambiental elaborado en 2004, en el marco del proyecto Checua, 

señalaba la existencia de conflicto por uso del suelo para explotación agropecuaria: se 

informó que el 50% de las explotaciones operan bajo el sistema de arrendamiento de 

predios. Para cultivar sobre todo la papa, pero también la arveja y el maíz se efectúa una 

“sobrepreparación” del terreno con arado de disco y rotovator7; la papa se siembra en 

zona de ladera en las veredas altas como Páramo Alto: la presión sobre los páramos, 

humedales y bosques nativos es alta. La ganadería se ejerce principalmente en veredas 

de altitud media y baja, con topografía ondulada a plana (CAR, 2004). 

 

1.7 La problemática socioecológica en torno a la mi nería  
En Cogua se extraen carbón y materiales para construcción, más exactamente arcillas y 

calizas, como lo confirma la ANM (2017). En su estudio sobre el impacto ambiental de la  

minería de materiales de construcción en el municipio, la administradora ambiental 

Angélica Arias comenta cómo pequeñas explotaciones de carbón y chircales fueron 

desplazadas por explotaciones de extracción y procesamiento pertenecientes a medianas 

y grandes empresas ladrilleras. El municipio delimitó en el sitio el Olivo el llamado Parque 

Minero Industrial, donde debería adelantarse la actividad extractiva transitoriamente, “bajo 

parámetros de sostenibilidad ambiental”. Son 247 predios los que conforman esta unidad 

de planificación rural, cuya área total asciende a 351,7 Ha (Arias, 2016, pp. 2, 54). 

 

                                                
 

6 Este índice señala el grado de calidad de un cuerpo de agua en términos de bienestar humano y 
puede variar entre 0 y 1, siendo 0 el valor óptimo. Se analizan las condiciones físicas, químicas y 
en algunos casos microbiológicas del cuerpo de agua (IDEAM, s. f.). 
7 Rotovator: apero arrastrado por tractor, o autopropulsado, con cuchillas rotativas que 
desmenuzan el terreno o con cuchillas en forma de L, que se utiliza para limpieza de rastrojos, 
preparación de cama para la siembra o incorporación de abonos esparcidos 
http://diccionario.raing.es/es/lema/rotavator ) 
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Según la Contraloría Departamental de Cundinamarca, en el municipio extraen material 

múltiples empresas ladrilleras8 ubicadas en la vereda El Olivo, cerca de la quebrada Agua 

Sucia, que es fuente de agua por escorrentía y vierte parte de su caudal a una laguna 

utilizada para riego de pastos; dicha zona posee gran cobertura de capa vegetal, por 

haber sido un área de producción agrícola y ganadera. En la vereda Rincón Santo, en una 

antigua zona agropecuaria, también operan ladrilleras (Contraloría de Cundinamarca, 

2018, pp. 123-136). Se extraen allí arcillas con propiedades cerámicas, semejantes a las 

que se extraían en el suroriente de Bogotá (Arias, 2016, p. 54). 

 

Para el ente de control, la afectación del ecosistema se observa en la alta degradación de 

la capa vegetal, debido a su desmonte, afectando calidad de suelo y diversidad vegetal: 

pese a que se retiran tanto bosque nativo como especies foráneas, se favorece a 

foráneas como Eucaliptus globulus con esta práctica. Igualmente se evidencia la 

contaminación de la quebrada Agua Sucia por material particulado y residuos sólidos, en 

la “alteración de la dinámica del agua subterránea”, como resultado de la operación de 

maquinaria y el tránsito de vehículos pesados, sumada a la inadecuada gestión de 

residuos sólidos por habitantes y población flotante del lugar.  

 

Se constata igualmente deterioro de la calidad del aire por presencia de material 

particulado PM10 y emisiones de CO2, SO2, NO, NO2, debido tanto a la remoción de 

material durante sus extracción y desplazamiento, como a la cocción del mismo y a las 

emisiones de vehículos y maquinarias, como lo señala también Arias (2016, p. 76). Los 

gases y el material particulado son arrojados por chimeneas de hornos y por escapes de 

vehículos; el polvo se deposita sobre viviendas y vegetación.  

 

La actividad minera ha provocado la desaparición de especies animales como venados, 

osos andinos, zorros y tigrillos y la proliferación de especies de artrópodos nocivas como 

la polilla guatemalteca de la papa (Tecia solanivora), el chinche de los pastos (Collaria 

scenica), el chinche de los urapanes (Tropidosteptes chapingoensis Carvalho), los 

cogolleros (Spodoptera frugiperda) y las pulguillas (Ctenocephalides canis). 

  
                                                
 

8 MLC, Ocre, Santa Ana, Ovindoli, Trébol, Tecnomac, Arcillas de Colombia, San Fernando, 
Cerámica El Cerro, El Olivo, Gredos SAS, Ceranova-Constructora Limolinda Ltda y Arca 
(Contraloría de Cundinamarca, 2018). 
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La contaminación del aire registrada afecta la salud de los lugareños y el tránsito pesado 

entraña riesgo especialmente para niñas y niños que asisten a la escuela del lugar, la 

Institución Educativa Departamental El Ático (sede El Olivo). Se producen igualmente 

cambios en costumbres y modos de vida, pues las actividades económicas y productivas 

pasan a depender de la mina, así como alteración del paisaje, afectaciones que impactan 

a alrededor de 3000 habitantes del municipio (Contraloría de Cundinamarca, 2018, pp. 

130-133). 

 

1.8 El PBOT de Cogua 
El Plan Básico de Ordenamiento Territorial de Cogua data del año 2000; los ajustes 

excepcionales propuestos por el concejo municipal en 2011 fueron anulados por el 

Consejo de Estado en 2018 aduciendo insuficiente participación ciudadana para su 

adopción (Consejo de Estado, 2018). En el artículo 2 del componente general de este 

PBOT, se define el ordenamiento territorial como “un conjunto de acciones político 

administrativas y de planeación física concertadas”, uno de cuyos principales objetivos 

consiste en lograr el “desarrollo socioeconómico y en armonía con el medio ambiente y 

las tradiciones históricas y culturales”; se adopta así una perspectiva que, sin reconocerse 

como tal, se corresponde con un enfoque socio-ecosistémico. Se confiere importancia en 

los componentes general y rural a la protección de la biodiversidad y los servicios 

ecosistémicos, a través de nociones como “preservación del patrimonio ecológico” o 

“conservación y recuperación de los recursos naturales”. Los artículos 532 y 604 subrayan 

la importancia del ecosistema de páramo y aluden explícitamente a la relación de 

dependencia de Cogua frente al páramo de Guerrero, considerado al mismo tiempo como 

eje de integración regional. Por eso el plan instituye que se reconozca a Cogua “como una 

entidad territorial dependiente del páramo de Guerrero y Guargua del cual deriva sus 

aguas, elemento fundamental para el desarrollo integral del territorio y la región” (Cogua, 

2000, art 604).  

 

El artículo 6, al describir a Cogua como un “municipio ambiental”, insiste en el carácter 

estratégico del páramo de Guerrero y Guargua como productor “de agua para el consumo 

de más de quince Municipios incluida Bogotá”: así tanto el páramo, espacio bioclimático, 

como el municipio, unidad política y administrativa, son evidenciados como prestadores 

de servicios ecosistémicos de regulación y de aprovisionamiento, aunque no se emplee 
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dicha terminología. En el mismo artículo, al referirse al “Cogua educativo”, se pone de 

relieve que, por su ubicación, el municipio funciona “política y geográficamente como un 

puente que integra las provincias de la Sabana Centro, región de Río Negro y la Provincia 

de Ubaté, a 50 Km de Bogotá”. Si bien estas alusiones no son directas, ponen de 

presente la relación funcional entre Cogua, el gran centro urbano que es Bogotá, al sur, 

las zonas circundantes y, al norte, la provincia de Ubaté. 

 

El artículo 27, dedicado a las “áreas para la protección y conservación de los recursos 

naturales y el medio ambiente”, las define como aquellas que  

por sus condiciones biofísicas especiales como geología, hidrología, suelos, 
pendientes, altitud, vegetación, clima y belleza paisajística entre otros, 
conforman ecosistemas estratégicos para el mantenimiento de la biodiversidad 
y la producción de agua, que deben ser consultados, conservados y protegidos 
para el beneficio actual y de las futuras generaciones (Cogua, 2000). 

 

Estas áreas son los ecosistemas de páramo en jurisdicción del municipio, los cuerpos de 

agua y sus zonas periféricas y toda zona bajo protección ambiental o manejo especial. 

También se alude a los municipios limítrofes con los que se comparten áreas de 

importancia ambiental cuando se especifican las Zonas de Manejo Especial (ZME) de alta 

montaña, “conjunto geográfico que exige manejos especiales dada su vulnerabilidad” (art. 

535).  
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Mapa 1-3: la reserva forestal municipal (Cogua, 2000).  

En color verde, la reserva forestal. En color magenta, El casco urbano. 

1.9 Cogua en el contexto de la asociatividad territ orial  
Conviene situar a Cogua con respecto a otros municipios y a los entes territoriales 

supramunicipales que lo engloban con el fin de evidenciar las relaciones funcionales que 

el municipio establece y la influencia sobre él de dichos entes y las agendas que adopten. 

 

 Nivel de entidad territorial  Entidad territorial    Características   
        
 Nivel  nacional  República de  Colombia       
        
 Nivel  supradepartamental Región administrativa de planificación 

especial – Región Central. 
  Recientemente constituido 

y en proceso de 
establecimiento 

  

        
 Nivel  supradepartamental Región Metropolitana (conformada por 

el Distrito Capital, Cundinamarca y 
Boyacá). 

  Recientemente constituido 
y en proceso de 
establecimiento 
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 Nivel de entidad territorial  Entidad territorial    Características   
 Nivel departamental Departamento de Cundinamarca      
        
 Nivel supramunicipal Aglomeración urbana de Bogotá, 

conformada por el Distrito Capital y los 
municipios de Bojacá, Cajicá, Chía, 
Cogua, Cota, Facatativá, Funza, 
Gachancipá, Guatavita, La Calera, 
Madrid, Mosquera, Nemocón, Sesquilé, 
Sibaté, Soacha, Sopó, Sutatausa, 
Tabio, Tausa, Tocancipá y Zipaquirá 

  Definida según criterios de 
conmutabilidad y 
relaciones funcionales, no 
constituye un ente 
territorial. Intersecta el 
Distrito Capital y territorios 
de Cundinamarca. No es 
un área metropolitana. 

  

        
 Nivel supramunicipal Provincia de Sabana centro   Instituida a través de la 

ordenanza 23 de 1998 del 
departamento de 
Cundinamarca. 

  

        
 Nivel supramunicipal Páramo de Guerrero- Guargua    Nivel determinado por 

factores geológicos y 
ecosistémicos (biológicos 
y climáticos) 

  

        
 Nivel municipal Municip io de Cogua       
        
 Nivel submunicipal Veredas y centros poblados      
        

Tabla 1: niveles de agrupación e integración territoriales del municipio de Cogua 

 

Como se verá más adelante (en la sección 2.3.2), se considera que las ciudades son las 

unidades territoriales que más contribuyen al crecimiento económico (DNP, 2014)9, pues 

favorecen dinámicas de interacción y convergencia entre ellas y los territorios adyacentes; 

aunque esta aseveración puede ser matizada como se verá también. Además de 

establecer fuertes vínculos con Bogotá, Cogua establece relaciones con municipios 

contiguos, entre ellos Zipaquirá, caracterizado por su alto grado de densificación y 

urbanización, cuyos habitantes ejercen sus principales actividades y pasan la mayor parte 

del tiempo en Bogotá. Se considera que Cogua hace parte del “sistema de ciudades” de la 

aglomeración urbana de Bogotá, compuesto por el Distrito Capital y varios municipios de 

las provincias Sabana Central y Sabana Occidental10; Zipaquirá y la capital del país 

constituyen el núcleo de ese sistema de ciudades. 

 

                                                
 

9 Tras dicha consideración, se asume el crecimiento económico como fin principal de la actividad 
humana y se soslaya la importancia, incluso para ese mismo crecimiento, de proteger la 
biodiversidad y los servicios ecosistémicos.  
10 Junto con Bojacá, Cajicá, Chía, Cota, Facatativá, Funza, Gachancipá, Guatavita, La Calera, 
Madrid, Mosquera, Nemocón, Sesquilé, Sibaté, Soacha, Sopó, Sutatausa, Tabio, Tausa, Tocancipá 
y Zipaquirá (RAPE, 2016, p. 10). 
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Uno de los criterios establecidos para evaluar las dinámicas de asociatividad y 

funcionalidad territorial se apoya en la observación del flujo de personas por razones 

laborales entre los diferentes municipios o distritos, los cuales fungen así de nodos de una 

red o partes de un sistema. El nodo hacia el cual se dirige a trabajar la mayor cantidad de 

personas resulta ser el más importante de dicho sistema; la importancia relativa de otros 

nodos, secundarios, se percibe según ese mismo criterio. 

 

En el mapa 1-4 (DNP, 2014) se observa que las más fuertes relaciones de Cogua en 

términos de desplazamiento laboral diario o “conmutación” se establecen con Zipaquirá, 

Bogotá y Chía, siendo muy limitadas con Tocancipá y el vecino Nemocón y casi nulas con 

Tausa y Ubaté.  

 

 

Mapa 1-4: relaciones de conmutación laboral entre Bogotá y municipios aledaños (DNP). 

 

Otro parámetro reside en el consumo de electricidad, observable mediante fotografías 

aéreas o imágenes satelitales que reflejan la emisión de luz nocturna11. El mapa 1-5 

                                                
 

11 También puede hacerse sumando los consumos reportados por las entidades prestadoras del 
servicio de electricidad, si disponen de datos precisos. 
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ilustra esquemáticamente la división municipal del área y la actividad de los municipios de 

la aglomeración urbana con respecto a Bogotá y de Cogua con respecto a Zipaquirá. 

 

 

Mapa 1-5: consumo de electricidad en la aglomeración conformada por el Distrito capital y 
municipios contiguos y cercanos (DNP, 2018, p. 13). 

 

Como se observa, el consumo de electricidad en Cogua es mínimo y en otros municipios 

comprendidos a la vez en la aglomeración y en el páramo es tan reducido que no se 

evidencia. Del bajo gasto energético, observable también en las imágenes aéreas del 

conjunto de mapas 1-6 que muestran pequeñas manchas amarillas en medio de la 

oscuridad sobre el páramo, se inferiría un muy reducido aporte económico de Cogua y 

otros municipios por concepto de productos y servicios que requieran energía eléctrica 

para ser ofrecidos. Sería erróneo sin embargo creer que dichas entidades territoriales 

carecen de importancia estratégica y no ejercen ningún aporte al conjunto o sistema, pues 

se estaría desconociendo su potencial socioecosistémico.    
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Mapas 1-6: visualización de la luz eléctrica nocturna en la Sabana central. 

Luminosidad emitida por Bogotá y municipios de la aglomeración urbana, la provincia de 
Sabana central y el nororiente de Cundinamarca. Elaboración propia (obtenido mediante 

www.nightearth.com en junio de 2020). 

 

1.10 Normatividad ambiental sobre el páramo de Guer rero 
Se trata en este aparte de los instrumentos normativos expedidos por el Estado, tales 

como la Ley 99 de 1993 y la Ley de Páramos, que por servir de principios ordenadores de 

la política ambiental nacional y por referirse específicamente al ecosistema mencionado 

conciernen directamente al páramo de Guerrero. Se hace referencia a su vez a las 

normas emanadas de por la autoridad ambiental regional, específicamente a los Acuerdos 

de la CAR a través de los cuales se especifican las áreas de páramo sujetas a protección 

y manejo integrado. Las Leyes y otros instrumentos del ámbito nacional revisten un 

carácter general; la normativa regional se circunscribe a estos principios generales y les 

confiere un alcance y una aplicación concretos en el territorio correspondiente.    

 

1.10.1 Acuerdos de la autoridad ambiental regional 
La importancia de estos instrumentos normativos emanados de la autoridad ambiental 

regional radica en que hacen referencia específica al territorio del municipio de Cogua, 
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citan artículos de su PBOT, interpretan de ese modo la valoración que la administración 

municipal hace de los servicios ecosistémicos del páramo y permiten conocer la postura 

de la CAR ante dicha cuestión. La CAR adelantó desde finales de los años ochenta 

diagnósticos ambientales y adoptó instrumentos como el Plan de manejo del área de la 

Reserva forestal protectora de los nacimientos de las quebradas Honda y Calderitas en el 

municipio de Cogua (1995) en el marco de la expedición del plan de manejo ambiental y 

de los acuerdos mediante los cuales se declaran la Reserva Protectora y el Distrito de 

manejo integrado del páramo de Guerrero, Guargua y Laguna Verde. Como resultado, 

esta autoridad acogió disposiciones de enfoque netamente ecológico y no en una 

perspectiva socioecosistémica, como se identificará a continuación. 

 

 

Mapa 1-7: diferentes áreas protegidas declaradas por la CAR en el páramo de Guerrero. 

Destaca la presencia del Distrito de Manejo Integrado (DMI)  
y la Reserva Forestal Protectora (RFP) en Cogua. 

 

Acuerdo 6 de 1992 de la CAR  

Este acuerdo, aprobado a su vez por la Resolución 157 de 1992 del DNP, declara “como 

área de Reserva Forestal Protectora los terrenos que conforman la cuenca de las 

quebradas Honda y Calderitas en una extensión aproximada de 473Ha, ubicada en 

jurisdicción del municipio de Cogua, Cundinamarca”, cuyos linderos se detallan en el 

artículo primero. Esta área se declaró con el objeto de “ser conservada permanentemente 

con bosques naturales o artificiales para proteger los recursos naturales renovables”, por 
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lo que los propietarios de predios dentro de dicho polígono deben destinarlo a este uso; la 

construcción de obras de infraestructura allí se condiciona a que no impacten 

negativamente sobre dichos recursos. Se prohíben así la caza o cualquier otro tipo de 

actividad que vulnere la fauna silvestre y el vertimiento de aguas residuales al cauce de 

las quebradas Honda y Calderitas y se establecen multas y sanciones contra quienes 

infrinjan estas disposiciones (DNP, 1992). Como se observa, tales limitaciones y 

restricciones derivan de criterios eminentemente ecológicos. 

 

 

Mapa 1-8: área protegida en Cogua declarada por el acuerdo CAR 6 de 1992. 

 

Previamente, el municipio mismo había declarado esta área como de Reserva Forestal 

Protectora mediante el Acuerdo 22 de 1990. Para cuando se efectuó la declaración por la 

CAR, el área se encontraba casi por completo cubierta de pastos, “con unos pocos 

árboles y arbustos restringidos a los bordes de las quebradas, las zonas de alta pendiente 

y algunos individuos aislados (…)”. Se observaba también que el tránsito del ganado 

compactaba el suelo dejándolo incluso desprovisto de vegetación (León, Díaz-Martín & 

Vargas, 2007, p. 90). 

 

En 1995, el ingeniero forestal Manuel Zambrano presentó el Plan de manejo del área de 

reserva forestal protectora de los nacimientos de las quebradas Honda y Calderitas en el 

municipio de Cogua. En él se enfatizó el objetivo general de declarar esta reserva, 

consistente en “garantizar la protección, mantenimiento y conservación de los recursos 
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naturales existentes en ella”, restaurar aquellos ya deteriorados o degradados y “exaltar 

su importancia ecológica, económica y social en la región”, palabras en las que, aunque 

subyace un enfoque socioecosistémico, al mismo tiempo se busca limitar las actividades 

humanas (Zambrano, 1995, pp. 75, 89): previamente se había proscrito todo 

“aprovechamiento forestal y agrícola” buscando proteger el suelo geológicamente 

inestable y su cobertura arbórea para evitar los procesos erosivos. Se destaca 

nuevamente el propósito de proteger la producción de agua:  

Asegurar y mejorar la abundancia del recurso hídrico presente en el área de la 
reserva forestal a través de la protección y restauración de la vegetación que 
circunda las márgenes hídricas de los drenajes permanentes presentes en la 
zona de reserva (Zambrano, 1995, p. 115).  

  

Acuerdo 42 de 2006 de la CAR  

En los considerandos de este Acuerdo se alude al artículo 6 del PBOT de Cogua, que 

explica que el municipio “forma parte del páramo de Guerrero y Guargua” y es productor 

estratégico regional de agua. También se alude al artículo 27 que, en su literal a), incluye 

a los páramos dentro de las áreas para conservación y protección rurales; de hecho, 

varios predios fueron adquiridos por el municipio, así como por Zipaquirá, para tal fin. Se 

informa que previamente la CAR, tras un estudio del área “denominada globalmente 

páramo de Guerrero” juzgó pertinente la creación allí de una zona protegida, situada por 

encima de los 3.400 m s.n.m., con amplias superficies de ecosistemas de páramo y 

bosque altoandino de alta biodiversidad y gran importancia hidrológica. Se observó 

alteración del medio natural, avanzada intervención antrópica, riesgo elevado de procesos 

erosivos y transformación de la cobertura vegetal, reemplazada por potreros y cultivos de 

papa. A través de este acuerdo, con el fin de fortalecer la protección del páramo y las 

fuentes hídricas, cuya importancia subrayan el PBOT de Cogua y el POT de Zipaquirá, se 

declaran como Distritos de Manejo Integrado tres polígonos dentro del páramo, 

denominados Oriental, Occidental y Sur.  

 

Acuerdo 22 de 2009 de la CAR  

Se citan, como en el acuerdo anterior, los artículos 6, literal b), y 27, literal a), del PBOT 

de Cogua, en que se señala la importancia que para la administración municipal reviste el 

páramo de Guerrero como referente geográfico y ecológico. Igualmente, se alude a los 

planes y esquemas de ordenamiento territorial de los municipios de Tausa, Carmen de 
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Carupa y Zipaquirá, todos subrayando la importancia de los ecosistemas de páramo y 

subpáramo. 

 

Mediante este acuerdo, se “declara[n] como zona de reserva forestal protectora a un 

sector del páramo de Guerrero denominado Páramo de Guargua y Laguna Verde, 

localizado entre los municipios de Cogua, Tausa y Carmen de Carupa”, así como “[…] 

Distrito de Manejo Integrado a cinco (5) sectores del Páramo de Guerrero denominado 

Páramo de Guargua y Laguna Verde (…) localizados entre los municipios de Cogua, 

Tausa, Carmen de Carupa y Zipaquirá (…)”  (CAR, 2009, arts. 1 y 2)12. 

 

 

Mapa 1-9: Distrito de manejo integrado (DMI) 4 – Páramo de Guargua y Laguna Verde 

                                                
 

12 Para mayor detalle acerca de la localización y la delimitación de estos puntos y polígonos, véase 
el texto del acuerdo. 
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Mapa 1-10: Distrito de Manejo Integrado (DMI) 5 – Páramo de Guargua y Laguna Verde. 

 

 

Mapa 1-11: Distrito de Manejo Integrado (DMI) 6 – Páramo de Guargua y Laguna Verde.  
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Mapa 1-12: Reserva Forestal Protectora (1) – Páramo de Guargua y Laguna Verde. 

 

 

 

Mapa 1-13: Reserva Forestal Protectora (2) – Páramo de Guargua y Laguna Verde.  

 

Acuerdo 37 de 2016 de la CAR 

Mediante este acuerdo “se realiza una precisión cartográfica a los polígonos que 

conforman la Reserva forestal protectora y distrito de manejo integrado del páramo de 
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Guargua y Laguna Verde […]”. Se insiste en los artículos séptimo y décimo en que los 

municipios que comprenden la Reserva y el Distrito mencionados deben incorporar a sus 

planes de ordenamiento territorial lo dispuesto en este acuerdo y en el 22 de 2009. 

Tratándose de Cogua, esta incorporación no se ha hecho pues no se ha ajustado ni 

sustituido el PBOT de 2000.  

1.10.2 Normatividad nacional  
Las disposiciones normativas que tienen efecto sobre el manejo de los páramos como 

ecosistemas y que rigen lo concerniente a la gestión y manejo del páramo de Guerrero y 

por lo tanto al municipio de Cogua son las siguientes: 

  

Constitución Política y Ley 99 de 1993  

La Carta Política de 1991, en su artículo octavo, define como obligación del Estado y las 

personas proteger “las riquezas culturales y naturales de la Nación” y, en el artículo 49, se 

dicta que al Estado le corresponde organizar y dirigir el “saneamiento ambiental”. En su 

artículo 79, se estipula el derecho de toda persona a “gozar de un ambiente sano” y el 

“deber del Estado [de] proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las 

áreas de especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro de estos 

fines”. A su turno, el artículo 80 impone al Estado la planificación del “manejo y 

aprovechamiento de los recursos naturales”, garantizando “su desarrollo sostenible, su 

conservación, restauración o sustitución”. 

 

Por su parte, la Ley 99 de 1993, que además consagra el “ordenamiento ambiental del 

territorio”, estipula que “las zonas de páramos, subpáramos, los nacimientos de agua y las 

zonas de recarga de acuíferos serán objeto de protección especial” y declara que los 

recursos hídricos deben ser empleados de forma prioritaria para el consumo humano 

“sobre cualquier otro uso”, por ejemplo, agropecuario o minero. Si bien esta voluntad de 

proteger o garantizar el suministro de agua por encima de actividades que lo pongan en 

riesgo puede considerarse como positiva, no deja de entrañar una concepción 

antropocentrista e instrumental. Asimismo, se dicta que “el paisaje por ser patrimonio 

común deberá ser protegido”. Por estas razones, la Ley reviste interés específico y central 

para Cogua y el páramo de Guerrero pues, de manera amplia y desde antes de adoptarse 

los Acuerdos más recientes de la CAR y la Ley de Páramos, establece que se debe 
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proteger ecosistemas como el de Guerrero y que actividades agropecuarias y extractivas, 

deberían ser, cuando menos, restringidas allí.  

 

Ley 1930 de 2018 o “Ley de Páramos”  

Esta normativa de carácter nacional atañe directamente al páramo de Guerrero y por lo 

tanto a Cogua pues declara los páramos como sistemas estratégicos y reconoce su 

importancia central en la provisión de agua y la protección de la biodiversidad, enfatizando 

en que “el ordenamiento del uso del suelo deberá estar enmarcado en la sostenibilidad e 

integralidad de los páramos” y subrayando que las comunidades locales y los habitantes 

tradicionales deben ser vinculados a la protección y el desarrollo sostenible de estas 

áreas, bajo un enfoque diferencial (Senado, 2018). El reconocimiento y el fortalecimiento 

del vínculo entre la comunidad del páramo y la protección del mismo deja entrever la 

adopción de un enfoque socioecosistémico de complementariedad y reciprocidad entre 

humano y naturaleza, no de antagonismo.  

 

Se prohíben taxativamente (artículo 5) las actividades de exploración y explotación minera 

y de hidrocarburos, instalación de refinerías, expansiones urbanas y suburbanas, 

construcción de nuevas vías y uso de maquinaria pesada en el desarrollo de actividades 

agropecuarias. Tampoco se autorizan disposición final, manejo ni quema de residuos 

sólidos o peligrosos, introducción y manejo de organismos genéticamente modificados y 

de especies invasoras, uso de juegos pirotécnicos o sustancias inflamables o explosivas, 

quemas, talas13, fumigación y aspersión de químicos, ni degradación de cobertura vegetal 

nativa14. Igualmente se dispone que cuando los páramos se traslapen con áreas 

protegidas, debe respetarse el régimen ambiental más estricto. El ministerio de minas y 

energía y la ANM deberán planificar programas de sustitución de dichas actividades y el 

cierre de sitios de extracción. Tanto por la designación de esta amplia lista de 

prohibiciones en los páramos, como por ser una normativa que prevalece sobre 

instrumentos locales y regionales, la aplicación de esta Ley, en principio, debería ser 

suficiente para garantizar la protección ecológica de Guerrero.   

 
                                                
 

13 Salvo las que la autoridad ambiental crea necesarias para garantizar la conservación de los 
páramos. 
14 Actividades como las agropecuarias y la aspersión de químicos que aún se efectúen deberán 
abandonarse paulatinamente. 
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Acerca de los planes de manejo ambiental, se instituye en el artículo 6 que  

[U]na vez delimitados los páramos las Autoridades Ambientales Regionales 
deberán elaborar, adoptar e implementar los Planes de Manejo Ambiental de 
los páramos (…), previo agotamiento de los mecanismos de participación 
ciudadana, bajo el esquema de gobernanza y participación de actores 
interinstitucionales y sociales, y enfoque diferencial de derechos.  

 

Se decide además que las acciones que se deriven de la adopción de los PMA se deben 

ejecutar hasta en máximo “cuatro (4) años contados a partir de su delimitación”. Se 

impone que la delimitación del páramo, desde la entrada en vigencia de la ley, se 

considere como elemento determinante de los instrumentos de ordenamiento territorial. 

 

Resolución 886 de 2018 del Ministerio de Ambiente y  Desarrollo Sostenible  

Consecuente con la Ley de Páramos, esta resolución del MADS instituye “los 

lineamientos para la zonificación y régimen de usos en las áreas de páramos delimitados 

y se establecen las directrices para diseñar, capacitar y poner en marcha programas de 

sustitución y reconversión de las actividades agropecuarias (…)”.  

 

Se subraya la “vital importancia” de los servicios ecosistémicos prestados por los páramos 

como reguladores de los ciclos climáticos e hidrológicos y en el suministro de agua para 

consumo humano, riego y electricidad. No se soslayan, aunque pasan a un segundo 

plano, las garantías de derechos de poblaciones campesinas y vulnerables instaladas en 

páramos desde antes de junio 16 de 2011, que deben ser contempladas en los 

lineamientos de delimitación, zonificación y regímenes de uso de planes de manejo 

ambiental (PMA). 

 

Además de adoptar una perspectiva basada en los servicios ecosistémicos, se resalta la 

voluntad política de efectuar la zonificación y adelantar los programas de restitución y 

reconversión de actividades agropecuarias con criterios de gobernanza y participación 

social efectivas, al igual que bajo enfoques territorial, diferencial, de derechos y, al menos 

en teoría, socioecosistémico, más que únicamente ecosistémico. Según esta normativa, 

deberán existir concurrencia y corresponsabilidad, como lo postula también la PNGIBSE, 

entre actores públicos y privados en las acciones de manejo, buscando la reconversión 

gradual, con base en arraigo, dependencia y vulnerabilidad de la población. Esta 

resolución, que alude a la necesidad de una valoración social y no solamente económica 
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de los servicios ecosistémicos, promueve el pago por servicios ambientales en áreas de 

páramo, sin excluir ni mencionar otros mecanismos. 

 

** 

 

Como muchos otros municipios, Cogua se avoca a la contradicción que implica deberse 

cultural, histórica y económicamente a la naturaleza propia del territorio y a la vez hacer 

uso de ella (y de las funciones ecosistémicas que ejerce para su propia protección) de 

maneras que la impactan negativamente y conllevan no simplemente a no poder seguirse 

beneficiando de ella, estableciendo una lógica de círculo vicioso, sino a romper la 

interacción armónica y recíproca que debe existir entre el humano y el entorno natural.        

 

El siguiente capítulo alude a diversos esfuerzos de comprensión de la relación humano-

naturaleza en términos ecosistémicos, en la concepción y la adopción de políticas 

públicas y en el ordenamiento del territorio. Se aborda cómo la acción humana ha incidido 

históricamente en la afectación del páramo mediante la sucesión de prácticas productivas 

(Cano, 2005), como también recomendaciones, proyectos y acciones de protección del 

páramo (González 2009), (Contraloría general de la República, 2017). Ejercicios como 

esos, aunque en principio adoptan un enfoque más antropocéntrico y economicista que 

socioecosistémico, pueden conllevar al mejoramiento tanto de las condiciones ecológicas 

del territorio como de la interacción de la población local con el mismo y, por esa vía, a 

dejar de ver la naturaleza y en ella al páramo como simples insumos o instrumentos, sino 

como ámbito que comprende a todo ser y organismo, entre ellos al humano. 
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2.  Marco referencial: desarrollos teóricos y 
normativos 

Se presentan en este capítulo las bases conceptuales y teóricas que sustentan el 

presente estudio, las cuales conciernen tres ejes temáticos principales: a) la biodiversidad 

y los servicios ecosistémicos, que a su vez constituye el núcleo de la PNGIBSE; b) el 

ordenamiento territorial, como proceso que apunta al uso adecuado, articulado y 

equilibrado de los diferentes componentes del territorio, entre ellos el ecológico, en aras 

de su protección; c) las políticas públicas como proceso social y político, cuyos 

instrumentos de intervención deberían derivar de ejercicios de gobernanza.  

 

Se pretende sustentar que los tres campos se interrelacionan recíproca e 

indisociablemente, pues el ordenamiento territorial debe garantizar equidad y vida digna a 

la población, para lo cual resulta indispensable someterse a criterios de sustentabilidad 

ecosistémica. Se deben entonces concebir instrumentos de políticas públicas e 

implementar acciones acordes a estos propósitos, con la participación incidente y 

vinculante de la ciudadanía. Tal debería ser el caso para la gestión de la biodiversidad y 

los servicios ecosistémicos de Cogua, en el contexto territorial del páramo de Guerrero.  

2.1 Los servicios ecosistémicos  
Se abordan aquí el concepto de servicios ecosistémico, su origen y su evolución, su 

cercanía o diferencia con el concepto de servicios ambientales, los diferentes servicios 

ecosistémicos de los que obtiene provecho el ser humano y las formas como son 

valorados estos servicios por entidades y sujetos decisores, quienes adoptan y ejecutan 

políticas públicas, como también por la sociedad en general. Se hace referencia 

igualmente a la noción de socioecosistema, que encarna la relación de reciprocidad que 

debe establecerse entre sociedad y naturaleza, ya que, como lo expresa Augusto Ángel 

Maya (1991, 104) el “paraíso ecosistémico” no existe y no se puede excluir “al hombre y a 
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la cultura del mundo natural”. A su vez, no se debe soslayar que las funciones del 

ecosistema, antes que constituir “objetos de valor” para el ser humano, son necesarias 

para la propia existencia de la naturaleza en su conjunto, de la cual el humano hace parte 

sin ser más importante que ningún otro ser u organismo (Gudynas, 2014, p. 35). 

2.1.1 Origen y antecedentes del concepto de servici os 
ecosistémicos  

Patricia Balvanera y Helena Cotler (2007), tras evocar los impactos negativos de la 

actividad humana sobre los ecosistemas, reflexionan sobre el concepto de “servicios 

ecosistémicos”, su origen y su evolución. La relación ecología-ser humano ha sido 

asumida desde la antigüedad tanto por las culturas de Asia oriental y amerindias, como 

por la tradición judeocristiana y la filosofía griega. Por siglos, se consideró en Occidente la 

naturaleza como un recurso disponible y explotable, sin reparar en que pueda deteriorarse 

o agotarse, aunque otras culturas han considerado que de ella depende la supervivencia 

humana. A partir de los años sesenta movimientos ambientalistas comienzan a advertir 

que el bienestar humano depende estrechamente del “mantenimiento de las funciones 

básicas del planeta”. Se comienza así a plantear que los ecosistemas prestan servicios al 

ser humano quien, para garantizar la disponibilidad y el equilibrio de estos servicios, debe 

protegerlos. Surgen así diferentes conceptos y propuestas de intervención en las que 

subyacen diferentes valoraciones sobre la naturaleza y su relación con el ser humano. 

 

El pago por servicios ambientales 

Balvanera y Cotler citan el concepto de servicios ambientales que, consideran ellas, “se 

ha utilizado principalmente [y sigue utilizándose] entre tomadores de decisiones y otorga 

más peso al concepto de ambiente o medio ambiente en el cual no se explicitan las 

relaciones necesarias para proveer dichos servicios”. En cambio, al referirse a servicios 

ecosistémicos, se explicitan los elementos bióticos y abióticos que conforman el 

ecosistema, sus interacciones y la manera como estas benefician al ser humano en 

términos de funciones (2007, p. 10).  

 

Según Moreno y Maldonado (2021, pp. 6, 10.) en ámbitos administrativos e incluso 

académicos, ambas expresiones se emplean con frecuencia de manera indistinta e 

intercambiable, como sinónimas, y ambas encierran de todas maneras una concepción 

antropocentrista pues, como se explica en las próximas líneas, se vislumbran los 
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ecosistemas y el ambiente en general en función de la utilidad que encierran para el 

humano. Moreno y Maldonado consideran que los servicios ecosistémicos conforman un 

subconjunto de los servicios ambientales, “aquellos que exclusivamente se derivan de o 

se generan por los sistemas naturales”. Así,  

los servicios ambientales incluyen, además de los servicios ecosistémicos, 
aquellos (i) generados a partir de diferentes tipos de ecosistemas 
transformados y activamente manejados (por ejemplo, agricultura sostenible, 
paisajes rurales, corredores de conservación) y (ii) aquellos generados a partir 
de la combinación de diferentes tipos de capital (por ejemplo, el ecoturismo 
manejado por colectivos o minorías étnicas requiere la combinación de capital 
natural, capital financiero, y capital humano)  (Moreno & Maldonado, 2021, p. 
10).  

 

No obstante, Moreno y Maldonado, al categorizar los servicios ambientales, citan 

definiciones y tipologías como las aportadas por Constanza, De Groot y Daily para 

referirse a los servicios ecosistémicos y también utilizan indistintamente ambos 

conceptos. En este estudio se optó por referirse a los “servicios ecosistémicos”, haciendo 

alusión a los “servicios ambientales” cuando sean designados así en documentación 

consultada. Se utilizan el término “ambiental” y las expresiones en que este aparece (por 

ejemplo, en “gestión ambiental”), para referirse a lo ecológico, aunque se asume que 

justamente lo ambiental integra lo ecológico y lo sociocultural.  

 

Moreno y Maldonado (2021, pp. 19, 28) no formulan una definición propia de pago por 

servicios ambientales, pero,  tras compararlas con otras, acogen la propuestas por 

Wunder (2015), quien los percibe como “una transacción voluntaria entre usuarios y 

proveedores de servicios ambientales, [condicionada] a reglas acordadas sobre el manejo 

del recurso, para generar servicios ambientales fuera del sitio” y la definición de Engel 

(2016), quien los ve como “un incentivo económico positivo [para el cual] los proveedores 

del servicio ambiental pueden voluntariamente [postular a recibir] un pago que es 

condicional[,] ya sea [por] la provisión del servicio o [por] una actividad que se relaciona 

claramente con su provisión”. Llama la atención que la primera definición no circunscribe 

la transacción a un intercambio de carácter económico, mientras la segunda sí lo hace, lo 

que la acerca a una valoración eminentemente económica de los servicios ecosistémicos 

(2.1.5), que este estudio considera limitada e insuficiente.   

 

Un factor importante mencionado por Moreno y Maldonado (2021, p. 14) es el de 

“exclusión”, relativo a la posibilidad de restringir o impedir la prestación de un servicio, al 
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que añaden el de "rivalidad”, que se podría entender como la incompatibilidad entre la 

prestación de un servicio con la prestación de otros. Estos factores cobran importancia en 

el caso de Cogua y el páramo de Guerrero si se considera por ejemplo que el suministro 

de agua potable y la preservación de la fauna y la flora de dicho ecosistema resultan 

incompatibles con la extracción de minerales del subsuelo o la producción agropecuaria, 

como se verá más adelante (2.1.5, 2.2, 3.6, 4).  

 

Balvanera y Cottler destacan los trabajos del economista norteamericano Robert 

Constanza, quien señala que las relaciones entre ecosistemas y sistemas económicos 

deben analizarse de manera plural y en el sentido más amplio y transdisciplinario posible, 

aludiendo a su complejidad y adoptando una postura crítica frente a la creencia en el 

crecimiento económico continuo e ilimitado, que el autor ya cuestionaba a fines de los 

ochenta. Para Constanza, este crecimiento ilimitado necesariamente agravaría problemas 

de equidad y sustentabilidad entre las generaciones humanas actuales y futuras, pero 

también “entre especies”, cuya solución no debería posponerse (Constanza, 1989, p. 2). A 

su turno, Balvanera y Cottler citan a la bióloga Gretchen Daily quien define los servicios 

ecosistémicos como “las condiciones y procesos a través de los cuales los ecosistemas 

naturales, y las especies que los conforman, sostienen y nutren a la vida humana” y 

presenta reflexiones sobre el desarrollo de esta noción, los servicios proveídos por 

diferentes biomas y ecosistemas y su valoración (Daily, 1997).   

 

Iniciativas de identificación y clasificación de lo s servicios ecosistémicos  

Estas iniciativas se derivan, en un principio, de la necesidad de reconocer y de cuantificar 

el valor económico, muchas veces subestimado o ignorado, de los llamados “recursos 

naturales” o, para designarlos mejor, de la biodiversidad o de la naturaleza en general, así 

como de los elementos y procesos que la conforman. No obstante, progresivamente se 

orientan a establecer valoraciones que trascienden el ámbito puramente financiero,  

limitado para dar cuenta de la interacción entre ecología y sociedad.  

 

Una de las primeras iniciativas en este sentido, puesta en marcha por la ONU, fue la 

Evaluación de los ecosistemas del milenio (Naciones Unidas, 2005) cuyo propósito ha 

sido ofrecer a gobiernos y dirigentes políticos mundiales información sobre la relación 

entre los servicios que proveen los ecosistemas y las condiciones socioeconómicas. 
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La iniciativa TEEB, The Economics of Ecosystems and Biodiversity, o “Economía de los 

Ecosistemas y la Biodiversidad” auspiciada inicialmente por Alemania y Francia con 

ocasión de la cumbre del G8 y los países emergentes de 2007, buscó enfocarse en el 

análisis del beneficio económico global generado por la biodiversidad, así como en los 

costos monetarios que la pérdida de la misma y de las medidas de protección 

insuficientes podrían acarrear. 

 

Entidad multilateral creada en 2012, el IPBES, sigla en inglés de Intergovernmental 

Science-Policy Platform on Biodiversity and Ecosystem Services, Plataforma 

Intergubernamental Científico-Normativa sobre Biodiversidad y Servicios Ecosistémicos, 

se fija como objetivo fortalecer la interacción entre los ámbitos científico y político en lo 

concerniente a la protección de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos en aras de 

la protección y el uso sustentable de la biodiversidad, de garantizar el bienestar humano a 

largo plazo y de propiciar el desarrollo sustentable  (IPBES, s.f.). 

 

2.1.2 Tipos de servicios ecosistémicos 
Las sociedades disponen de los ecosistemas que conforman los entornos en donde 

habitan para satisfacer sus necesidades esenciales y garantizar la subsistencia, pero 

igualmente para producir rentabilidad económica. A los beneficios que los humanos 

obtienen de los ecosistemas se les denomina servicios ecosistémicos, “contribución de la 

naturaleza al ser humano” (IPBES, s.f.) que puede ser de cuatro tipos: soporte, 

regulación, aprovisionamiento y cultural según IPBES (s.f.), clasificación aceptada por 

buena parte de la comunidad científica, basada en la Evaluación de ecosistemas del 

milenio, Millennium Ecosystem Assessment (Naciones Unidas, 2005). 

 

La iniciativa CICES (Common International Classification of Ecosystem Services) de 

clasificación común internacional de los servicios ecosistémicos es adelantada por la 

Agencia ambiental europea. Se pretende lograr una descripción detallada y normalizada 

de los diferentes servicios ecosistémicos, buscando puntos comunes con clasificaciones 

como las propuestas por IPBES y TEEB. La primera versión de CICES, la 4.3, fue 

presentada en 2013. En enero de 2018 fue presentada la versión 5.1 que aborda de forma 

más detallada los llamados servicios ecosistémicos “abióticos”.  
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CICES clasifica los servicios ecosistémicos en tres categorías: de aprovisionamiento, de 

regulación y culturales. No se adopta la categoría de “soporte”, es decir, “aquellos 

servicios ecosistémicos que son necesarios para garantizar otros servicios 

ecosistémicos”, pues se considera que su impacto sobre el humano es indirecto y sus 

efectos se perciben a través de las otras tres categorías. CICES se enfoca así en los 

servicios “finales”, es decir aquellos percibidos directamente por el ser humano (European 

Environment Agency, 2019). En el documento de orientación que acompaña a la versión 

5.1 de la clasificación elaborado por Haines-Young y Potschin, se subraya que estos 

servicios no pueden ni deben ser medidos únicamente en valores monetarios dada la 

complejidad de las interacciones entre unos y otros, así como entre ellos y la sociedad.  

 

Las tres categorías en que se agrupan los servicios ecosistémicos según CICES son las 

siguientes (para consultar la lista completa según esta propuesta, véase el anexo A). 

 

A) De aprovisionamiento 

Aquellos servicios “nutricionales, no nutricionales o energéticos” de origen biótico, 

constituidos por biomasa, o abiótico, como el agua sin considerar los elementos bióticos 

que ella pueda contener o transportar (Haines-Young y Potschin, 2018, p. 10). 

 

B) De regulación y mantenimiento  

Todas aquellas maneras como los organismos y los elementos abióticos “pueden mediar 

en las condiciones ambientales que influyen en la salud humana, la seguridad o el 

confort”. Aquí se incluyen “la transformación de insumos bioquímicos o físicos en 

ecosistemas”, así como “la regulación de las condiciones físicas, químicas y biológicas 

que de diversas formas pueden ejercer los sistemas vivos para influir benéficamente en el 

ambiente […] de los seres humanos”. 

 

C) Culturales  

Todos aquellos servicios inmateriales y usualmente no privativos ni agotables que influyen 

en el estado físico y mental de las personas. Se suelen considerar como tales los seres, 

paisajes (naturales o intervenidos en grado variable por la actividad humana), entornos o 

ámbitos que brindan, por ejemplo, sensación de satisfacción o de placer estético como 
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por ejemplo “calma” o “bonita vista”. Un ecosistema en su conjunto o un solo individuo o 

ejemplar de una especie dada puede entonces prestar servicios ecosistémicos culturales.  

2.1.3 Incidencias políticas de los servicios ecosis témicos  
La necesidad evidente de proteger la biodiversidad y los servicios que presta a la 

sociedad, si se pretenden garantizar equidad, calidad de vida, productividad económica y 

estabilidad social y política a corto, mediano y largo plazos, requiere planes y acciones 

por parte de los gobiernos nacionales, regionales y locales, entidades públicas y la 

sociedad en su conjunto. De ahí se derivan las políticas de biodiversidad en torno a ejes 

temáticos centrales como los siguientes que se han adoptado para el caso colombiano: 

protección de la naturaleza; gobernanza y creación de valor público; desarrollo 

económico, competitividad y calidad de vida; gestión del conocimiento, tecnología e 

información; gestión del riesgo y suministro de servicios ecosistémicos; 

corresponsabilidad y compromisos globales (MADS - PNUD, 2014, p. 21). En Colombia, la 

política nacional de biodiversidad y servicios ecosistémicos tiene como fin “maximizar el 

bienestar humano, a través del mantenimiento de la resiliencia de los sistemas 

socioecológicos a escalas nacional, regional, local y transfronteriza” (MADS, 2014, p. 37). 

 

 

 

2.1.4 Valoración de los servicios ecosistémicos  
Como se verá a continuación, Las funciones que ejercen los diferentes seres y 

organismos que conforman la naturaleza también pueden prestar beneficios al ser 

humano que pueden ser valorados en virtud de factores como la ganancia o el costo 

monetario que implican para él. Con una mirada opuesta, se les valora con base en 

aspectos ligados a los modos de vida humana y a la percepción del entorno y del mundo 

que no son tasables en dinero. Buscando conciliar y trascender las dos posturas 

precedentes, se plantea una valoración integral que tenga en cuenta tanto lo 

económicamente cuantificable, como el valor cultural e inmaterial cualificable e incluso los 

que Gudynas (2014) designa como derechos de la naturaleza.  
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Valoración económica 

Una reflexión conceptual de importancia en este sentido la brinda la TEEB. Esta iniciativa 

para 2008 calculaba que el costo anual en dinero de la pérdida de biodiversidad entre 

2000 y 2050 podría ascender a 50000 millones de euros (TEEB, s.f.). Dentro de las fases 

de análisis en esta iniciativa, consistente en “reconocer, demostrar y captar el valor”, se 

considera importante cuantificar el valor monetario de los servicios ecosistémicos de un 

área dada, tras haber previamente reconocido valores no tangibles o abstractos, como los 

culturales. Con base en el valor monetario estimado, se puede reflexionar sobre la forma 

de obtener ese dinero, ya sea mediante partidas presupuestales de la Nación o los entes 

territoriales, mediante subvenciones,  mediante recaudo de aportes y donaciones 

procedentes del sector privado, o bien mediante mecanismos de pago por servicios 

ambientales. Entre mayor sea la diversidad biótica y cultural del territorio, el cálculo 

monetario se hace más complejo (Rincón, y otros, 2014, pp. 32-35). 

 

La valoración monetaria es complicada y no todos los servicios ecosistémicos pueden ser 

cuantificados. De modo que, para intentar una valoración económica, se distingue entre el 

valor de uso directo, indirecto u opcional asignable a dichos servicios y el valor no 

derivado del uso; este último es una suerte de valor afectivo, cuya tasación depende en 

gran medida de la subjetividad, del contexto cultural y del sistema de creencias y 

opiniones del sujeto o el grupo social. Es posible calcular en dinero el valor de uso de los 

servicios de aprovisionamiento y regulación, por ejemplo, cuantificando el caudal del agua 

para consumo humano en metros cúbicos por segundo y fijando un precio a cada metro, 

pero resulta más difícil hacerlo con los servicios culturales (Rincón, y otros, 2014, p. 105-

107).  

 

Si bien esta una adopción sistemática de este enfoque resultaría reduccionista, puede ser 

útil para persuadir de proteger los servicios ecosistémicos a personas y grupos con visión 

puramente economicista, si se les demuestra que la protección de estos servicios les 

puede representar mayor ganancia que el ejercicio de actividades que los afecten, como, 

en Cogua, la minería o la agricultura en páramo. Resultaría también pertinente calcular los 

costos monetarios directos e indirectos de la pérdida de capacidad hídrica como 

consecuencia del deterioro del páramo para Cogua, otros municipios, el departamento, la 

Región Central y el país. 
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Valoración cultural  

La valoración económica no da cuenta de aspectos o repercusiones no cuantificables en 

dinero como la percepción que los sujetos y las sociedades construyen de su entorno y el 

tipo de relación que establecen con él. “Thus, not only is it possible that trade-offs 

between needs will not be possible, but some needs may not be reducible to money or 

time” (Constanza, Farber, & Wilson, 2002, p. 377). 

 

De hecho, la noción de valor, antropocéntrica, engloba una serie de constructos mentales 

y sociales, con base en los cuales se interpreta el mundo y se configuran opiniones, 

creencias, actitudes y normas que rigen la acción humana. Los criterios de necesidad y de 

preferencia varían consciente o inconscientemente de una época y de un lugar a otro en 

razón de las percepciones individuales, sociales y culturales, así como de los tipos y 

niveles educativos y de la influencia mediática (Constanza, Farber, & Wilson, 2002, p. 

375). Como se verá más adelante (4.2), algunas personas entrevistadas en el ámbito de 

este estudio consideran como activos de Cogua o aportes del municipio la cultura 

campesina, la ancestralidad, la tranquilidad y la existencia per se de la naturaleza 

aspectos no tasables en dinero.  

 

Tales aspectos requieren ser contemplados y protegidos en la concepción y la ejecución 

de las acciones y políticas públicas y se debe tener en cuenta de manera incluyente e 

incidente a la población local, que debe poder acceder a mecanismos deliberativos 

eficaces y tomar parte en el debate público (Constanza, Farber, & Wilson, 2002, p. 390-

391). Asimismo, se hace necesario “dilucidar cómo los beneficios socioculturales y 

económicos pueden variar en función de los contextos, pudiendo conllevar a resultados 

no previstos”. Además se debe concientizar a analistas y tomadores de decisiones acerca 

de la importancia de incorporar los factores ecológicos y también los culturales a la 

gestión y a la adopción de políticas, con el fin de lograr mejores y más justos resultados 

(Chan, y otros, 2012, p. 744-745). Esta valoración cultural solo puede ser abordada y 

comprendida mediante investigación y evaluación cualitativas, las cuales permiten 

trascender las interpretaciones limitadas y entender las dinámicas sociales y políticas del 

territorio (Chan, y otros, 2012, pp. 751-752). 
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Valoración integral  

Designado por su sigla, VIBSE, el propósito de este enfoque consiste en tener en cuenta 

las implicaciones económicas, como también las antecedentes y posibles repercusiones 

sociales y culturales de políticas y acciones que afecten a los servicios ecosistémicos. 

Este enfoque, impulsado en Colombia por el Instituto Humboldt, constituye el eje central 

de la PNGIBSE, Política nacional para la gestión integral de la biodiversidad y sus 

servicios ecosistémicos (MADS, 2014). Además de prevenir o limitar las situaciones 

conflictivas ambientales y sociales en los territorios, gracias a la concertación, la VIBSE  

es relevante para la gestión del territorio en la medida que permite incluir y 
reconocer valores, evidenciar trade-offs y sinergias, entre estos, y dar un 
contexto a los diferentes valores que contribuyan a una mejor toma de 
decisiones” (Rincón y otros, 2014, p. 67). 

 

La percepción y la valoración de los servicios ecosistémicos y la biodiversidad abarcan 

“múltiples dimensiones” que, como se dijo, no se pueden estimar únicamente en dinero y 

cuyo abordaje cualitativo es tan complejo que puede parecer incalculable o invaluable. De 

ahí la utilidad de un enfoque integral que incluya, no como apenas una sumatoria sino 

como una sinergia, la mayor cantidad de aspectos, opciones, miradas y modos de 

percepción y valoración, entre ellos los aspectos socioculturales. En otras palabras, como 

se verá más adelante, un enfoque socioecosistémico. Las asimetrías y los mencionados 

trade-offs o desequilibrios que, en caso de no poder ser resueltos deben ser sopesados y 

proporcionados, se hacen más palpables, pero también más fácilmente solubles, 

mediante este tipo de enfoques (Rincón, y otros, 2014, pp. 45-52). 

 

En el contexto colombiano, la CAR pone en 2018 a consideración un “modelo operativo 

para la valoración integral del capital natural” que se desarrolla en cuatro fases. Durante la 

primera, se determina el área de trabajo y se definen los criterios técnicos y jurídicos 

requeridos para dejar en firme esta selección. La fase dos se enfoca en describir y 

analizar los aspectos biofísicos y socioeconómicos del escenario elegido, “lo cual 

contempla la selección de los distintos servicios ambientales [expresión usada en el 

documento] que deben ser valorados”. La fase tres consiste en estimar “la pluralidad de 

valores que expresan la importancia del capital natural a partir de los beneficios que crea 

su conservación o restauración”. Por último, el objetivo de la fase cuatro reside en 

articular esos datos “con los distintos instrumentos que orientan las decisiones de 

comunidades o entidades que tienen algún tipo de injerencia sobre el área de trabajo que 
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fue seleccionada” (CAR, 2018, p. 11). Este modelo operativo se percibe fácilmente 

comprensible y aplicable a condición de integrar aspectos primordiales que el documento 

omite: los elementos invaluables o intangibles y los eventuales desequilibrios o trade-offs. 

2.1.5 Los servicios ecosistémicos de Cogua  

Se suele asociar al municipio, como se vio previamente (CAR, 2004; MADS, 2007; 

Contraloría de Cundinamarca, 2018), con los servicios propios de ecosistemas andinos, 

altoandinos y de páramo, esencialmente el de suministro de agua, así como con el “aire” y 

el “paisaje” propios del “campo”. También se destacan la producción de papa y de otras 

hortalizas, así como la ganadería bovina. La extracción de arcilla y carbón (Arias 

Gutiérrez, 2016; Contraloría de Cundinamarca, 2018) también se puede considerar un 

servicio ecosistémico (European Environment Agency, 2019) por tratarse de materiales 

que prestan beneficios al ser humano, sin que esto implique una valoración positiva de 

dicha actividad ni desestime la afectación provocada a otros servicios del páramo: se 

evidencia la “rivalidad” que hace incompatible la prestación de un servicio ecosistémico, si 

se quiere garantizar la prestación de otro.    

 

Se refieren a continuación cuatro ejercicios de identificación, clasificación y gestión de los 

servicios ecosistémicos de Cogua. El primero ilustra cómo las dinámicas 

socioeconómicas, a lo largo del tiempo, repercuten en la degradación y eventualmente en 

la recuperación de los ecosistemas, lo que demuestra que la concepción y la puesta en 

marcha de políticas públicas de ordenamiento ambiental del territorio y de protección de la 

biodiversidad deben tanto involucrar a la sociedad, como integrar siempre dichas 

dinámicas y constituye un ejemplo de lo que Morin (1990) designa como recursividad de 

un sistema complejo. El segundo se centra en la valoración de la belleza paisajística 

como servicio ecosistémico. El tercero consiste en una propuesta para recuperar el 

ecosistema afectado por la actividad minera. Por último, se presenta una clasificación 

sucinta de los servicios ecosistémicos de Cogua, de elaboración propia, con base en la 

clasificación CICES de 2018. Pese al carácter en apariencia disímil de los cuatro 

ejercicios, en cada uno se buscó identificar y describir diferentes aspectos de la 

naturaleza del municipio y contextualizar el impacto negativo que la sociedad ha causado 

sobre dichos servicios ecosistémicos y el beneficio que ha obtenido o podría obtener de 

ellos  y las apuestas por equilibrar rentabilidad y protección. 
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Prácticas productivas y transformaciones del ecosis tema  

En el artículo titulado Prácticas productivas, lógicas culturales y transformaciones en la 

alta montaña: Cundinamarca, 1900-1980 se presenta la variación en la percepción y el 

uso de los servicios ecosistémicos por el campesinado en la vereda Quebrada Honda de 

Cogua. Este estudio histórico y etnográfico, efectuado mediante observación participativa, 

adopta un enfoque socioecosistémico aunque no lo denomine así, pues permite entender 

cómo los cambios en las prácticas productivas, motivados por factores socioeconómicos, 

repercuten sobre el paisaje y el ecosistema. En la zona, en la que “se encuentran, de 

forma ascendente, ecosistemas de bosque alto andino, subpáramo y páramo, con 

diferentes extensiones y en diversos estados de sucesión ecológica” se han presentado a 

lo largo de las décadas fenómenos de reducción de la cobertura vegetal y de su variedad 

(Cano, 2005, pp. 42-47). 

 

Desde comienzos del siglo XX se comenzó a extraer material vegetal para explotación 

maderera y a sustituir la cobertura inicial por pasto para ganado. Al irse subdividiendo la 

propiedad, “parches de bosque alto andino desparecieron para darle paso al cultivo de 

cereales”, “policultivos de ladera” y, progresivamente, de papa que llegó a erigirse en 

monocultivo. Posteriormente, este cultivo se fue tecnificando y los policultivos dieron paso 

a pastizales ganaderos. Árboles y arbustos como el chusque se usaron en artesanía, 

manufactura y curtiembre, en la que se empleaba tanino extraído de la corteza del 

encenillo. Aunque inicialmente el cultivo de tubérculos era fructífero y requería 

intervención limitada, con el tiempo se fueron haciendo cada vez más necesarios, en 

criterio de los campesinos, la intervención en zonas de pajonales y frailejones para abrir 

nuevas huertas y, más recientemente, el uso de agroquímicos (Cano, 2005, pp. 50- 65). 

 

Este proceso, acompañado de fenómenos en unos casos de concentración y en otros de 

subdivisión de la propiedad y debido mayormente a la necesidad de garantizar la 

supervivencia más que a incrementar la propiedad económica, redujo progresivamente la 

biodiversidad, alteró los ecosistemas y modificó el paisaje. Durante las dos últimas 

décadas del siglo pasado y hasta el momento del estudio se dio prioridad a la ganadería 

por implicar menores esfuerzos, costos y riesgos, al tiempo que comenzaban a 

desarrollarse “unidades campesinas plurifuncionales” que incluyen actividades no 

agropecuarias (Cano, 2005, pp. 66-69). De ahí se infiere que, si bien hasta ese entonces 

se seguían ejerciendo prácticas que impactaban negativamente en los servicios 
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ecosistémicos en mención, se comenzaban a adoptar enfoques y prácticas integrales con 

miras a reducir esta afectación sin disminuir la productividad económica. Queda claro que 

la relación entre la naturaleza y el humano depende en gran medida de la concepción que 

este se forje de ella (fuente limitada o ilimitada de insumos a su servicio o ámbito que 

determina la existencia y como tal debe ser respetado), así como de las condiciones 

socioeconómicas e incluso políticas a las que él mismo se ve sometido. 

 

La “belleza escénica” como servicio ecosistémico   

Otro ejemplo de identificación de los servicios ecosistémicos en el municipio, sumado a un 

ejercicio de valoración integral, lo constituye la actividad llevada a cabo por la Contraloría 

General de la República, en la Reserva forestal San Benito, predio ubicado en el límite 

entre los municipios de Cogua y Zipaquirá, adquirido con fondos de este último y de la 

Gobernación de Cundinamarca (Contraloría General de la República, 2017, pp. 1-6).  

 

Tras el reconocimiento de los ecosistemas y el inventario de la biodiversidad del área, se 

efectuó la “estimación del valor monetario del servicio ecosistémico de belleza escénica”. 

Este se deriva de las condiciones paisajísticas de la cuenca del río Susaguá, así como del 

inventario de lugares específicos que constituyen “atractivos turísticos”, entre ellos el cerro 

El Púlpito, y de actividades que se adelantan en la zona, como el ciclomontañismo y las 

caminatas ecológicas. Igualmente se recopilaron las percepciones de los habitantes 

acerca del territorio, sus características y lo que brinda al ser humano: aire puro, agua, 

fauna y flora, paisaje y tranquilidad fueron los elementos destacados por los lugareños.  

 

Este proceso de observación y aplicación en campo de los conceptos, principios, 

categorías y métodos de valoración de los servicios ecosistémicos realizado mediante el 

método de “precios hedónicos”, explicado el documento, tuvo como fin aprovechar 

económicamente el potencial turístico del territorio mencionado, buscando evitar al mismo 

tiempo el impacto negativo sobre su componente ecológico (Contraloría general de la 

República, 2017, p. 22). Además, este tipo de inicativas podría incitar a pobladores y 

visitantes a contemplar la relación entre el ecosistema y el sujeto como un vínculo que 

trasciende lo meramente económico. 
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Propuesta de gestión ambiental para explotaciones m ineras 

La mención de la investigación de González (2009) resulta pertinente pues a la fecha de 

elaboración del presente estudio se siguen presentando situaciones socioecológicas 

conflictivas motivadas por la actividad extractiva en zonas de páramo e incluso se siguen 

planteando nuevos proyectos de explotación minera15. Dicha propuesta, tendiente a 

minimizar el impacto negativo sobre las fuentes hídricas provocado por ocho 

“explotaciones de pequeña minería” en la vereda Páramo Alto partió de tres escenarios 

posibles: prohibición total de la actividad extractiva, ejercicio de la misma sin ningún 

control y ejercicio de “minería sostenible”, entendiendo esta última como una “actividad 

transitoria que debe [dar progresivamente] paso” acciones de protección del ecosistema 

de páramo (González, 2009, p. 10).  

 

Entre otras acciones se sugirió integrar las diferentes explotaciones en un mismo plan de 

manejo ambiental, reemplazar estructuras de madera y, cuando hubiera que seguir 

empleándola, extraerla de especies foráneas como el eucalipto, instalar plantas de 

tratamiento de aguas ácidas, suspender el uso de los botaderos de residuos de la 

actividad y revegetalizar dichos sitios con especies locales, así como adelantar “manejo 

paisajístico”. Todas las acciones se deberían enfocar al cierre definitivo de las minas y 

ejercerse bajo supervisión articulada de las autoridades municipales, ambientales e 

inclusive mineras  (González, 2009, p. 95). 

 

Este tipo de programas suscita reacciones contrapuestas, por cuanto se pueden 

considerar como un compromiso entre cese gradual de la explotación y posibilidad de 

reconversión a otras actividades, pero también como una forma de aplazar el cese de la 

actividad prolongando así los impactos al ecosistema. Se trata sin embargo de una 

propuesta dirigida que, con base en los elementos normativos y técnicos más recientes, 

puede facilitar la recuperación de los ecosistemas afectados y mejorar la prestación de los 

servicios ecosistémicos como, aunque no exclusivamente, el suministro de agua potable.   

  

                                                
 

15 Así lo atestigua la información de prensa publicada el 18 de febrero de 2021 titulada Alerta por 
proyecto de explotación minera en Cogua que afectaría al río Neusa. Véase: 
https://www.elespectador.com/noticias/bogota/alertan-de-posibles-danos-ambientales-en-el-rio-
neusa-por-expansion-minera-en-cogua/.  
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Inventario sucinto de servicios ecosistémicos según  la clasificación CICES 

Este inventario, de elaboración propia, se basó en percepciones espontáneas derivadas 

de la aproximación al territorio del municipio, en las características ambientales 

destacadas por los planes de desarrollo estudiados y, posteriormente, en las impresiones 

manifestadas por las personas entrevistadas. Partiendo de tal base y teniendo en cuenta 

la clasificación propuesta por CICES en 2018, se podrían identificar los siguientes 

servicios, empleando la nomenclatura que adopta CICES para tal efecto (European 

Environment Agency, 2019).  

 

Conviene citar inicialmente dos servicios que tanto las administraciones sucesivas, como 

la población del municipio e incluso visitantes y turistas atribuyen a Cogua, asociándolos o 

no al páramo o incluso al embalse del Neusa. Se trata de Cogua como fuente hídrica: 

� Aprovisionamiento (abiótico): suministro de agua para consumo humano (véase anexo 

A:  4.2.1.1). 

� Aprovisionamiento (abiótico): suministro de agua para usos diferentes al consumo 

humano (véase anexo A: 4.2.1.2). 

 

Los ecosistemas andinos y de páramo en Cogua también prestan este servicio, cuya 

permanencia depende del manejo integral de los residuos sólidos, del tratamiento de las 

aguas servidas y de la protección de la cobertura vegetal: 

� Regulación (biótico): regulación de las condiciones químicas del agua dulce mediante 

procesos bióticos (2.2.5.1). 

 

En lo concerniente a la actividad agropecuaria, sin entrar a discernir la afectación que esta 

puede provocar en el ecosistema de páramo, Cogua presta al menos dos servicios: 

� Aprovisionamiento (biótico): biomasa: plantas terrestres cultivadas con propósitos 

nutricionales (1.1.1.1). 

� Aprovisionamiento (biótico): biomasa: actividad pecuaria. Cría de animales con 

propósitos nutricionales (1.1.3.1). 

 

La elaboración de artesanías y vestuario de cuero constituye el siguiente servicio: 

� Aprovisionamiento (biótico): biomasa: actividad pecuaria. Fibras y otros materiales 

destinados a uso directo o procesamiento (1.1.3.2). 
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Otro activo atribuido a Cogua es su aire, “aire puro” u “oxígeno”, dada la reducida 

presencia de gases derivados de combustión o actividad industrial y material particulado, 

excepto en lugares como los mencionados al exponer la situación conflictiva derivada de 

la minería. El aire puro remite a los siguientes servicios ecosistémicos:   

� Regulación (biótico): regulación de la composición química de la atmósfera (2.2.6.1). 

� Regulación (biótico): regulación de la temperatura y la humedad atmosféricas 

(2.2.6.2). 

 

Los siguientes servicios están vinculados a otros dos importantes activos destacados por 

habitantes y visitantes: el valor paisajístico, denominado también “belleza escénica”, y la 

disponibilidad de espacios aptos para actividades económicamente rentables como el 

ecoturismo y la recreación pasiva. Coguanos y foráneos también vinculan el valor 

paisajístico a las connotaciones simbólicas del territorio, como la paz y el encuentro con la 

ancestralidad.  

� Cultural (biótico y abiótico): salud, bienestar y esparcimiento mediante interacciones 

pasivas y de observación del entorno físico y biótico (véase anexo A: 3.1.1.1, 6.1.1.1). 

� Cultural (biótico y abiótico): condiciones y características del entorno que revisten 

importancia desde el punto de vista del patrimonio y el legado culturales (3.1.2.3). 

� Cultural (biótico): características del entorno que suscitan experiencia estética 

(3.1.2.4). 

� Cultural (biótico y abiótico): características del entorno biótico y físico que albergan 

significación simbólica o bien espiritual, sagrada o religiosa (3.2.1.1, 3.2.1.2, 6.2.2.1). 

 

Acerca de la extracción de minerales del subsuelo, cabe señalar que, independientemente 

de los impactos negativos que provoca sobre el ecosistema y la calidad de vida, se le 

considera dentro de la clasificación CICES de 2018 como servicio ecosistémico de dos 

tipos: el primero referido a la arcilla como insumo para elaboración de ladrillo y elementos 

de construcción; el segundo al carbón. Dado que la explotación de estos servicios pone 

en riesgo la permanencia de otros, se requieren soluciones al respecto.  

� Aprovisionamiento (abiótico): substancias minerales para propósitos materiales 

(4.3.1.2). 

� Aprovisionamiento (abiótico): substancias minerales para producción de energía 

(4.3.1.3).  
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Los ecosistemas andinos y de páramo en Cogua también prestan servicios de protección 

y preservación del suelo, de la variedad animal vegetal y de organismos como protistos y 

hongos, así como de la diversidad genética en términos generales. 

� Regulación (biótico): poblaciones semillero, hábitats y reserva genética (2.2.2.3). 

� Regulación (biótico): control de plagas, incluyendo especies invasoras (2.2.3.1). 

� Regulación (biótico): regulación de la composición química del suelo mediante 

procesos de descomposición y fijación (2.2.4.2). 

 

La consulta de otros estudios y fuentes sobre las características biológicas del ecosistema 

del páramo de Guerrero en el área de Cogua, la observación, el análisis y los trabajos de 

valoración in situ, así como el diálogo permanente con la comunidad deben ejercerse o 

fortalecerse para favorecer la identificación de los servicios ecosistémicos del municipio. 

Esta identificación permitiría no solamente disponer de un inventario general, sino 

favorecer la identificación y las acciones de protección y aprovechamiento sustentable de 

servicios ecosistémicos en sitios específicos, a semejanza del trabajo efectuado en la 

Reserva forestal San Benito. El análisis histórico o diacrónico del uso dado a los servicios 

ecosistémicos a escala territorial amplia o en territorios específicos, como el efectuado por 

Cano (2005) constituye también una herramienta que permite correlacionar las 

sucesiones ecológicas con la evolución de las condiciones socioeconómicas y disponer 

de criterios tanto para la recuperación de ecosistemas afectados por la actividad antrópica 

como para procesos de reconversión económica que garanticen subsistencia digna para 

la población mediante la comprensión de las interacciones ecosistema sociedad según el 

lugar y el contexto, desde una perspectiva socioecosistémica. Esta información debe ser 

divulgada a los actores sociales y la administración municipal para que estos diseñen e 

implementen políticas y acciones tendientes tanto a la protección del ecosistema, como al 

mejoramiento de las condiciones de vida de los habitantes. 

2.1.6 Del sistema al socioecosistema  
La relación sociedad-naturaleza consiste en la interacción de dos sistemas de por sí 

complejos y que deben ser abordados de forma holística y transdisciplinaria cuando se 

vinculan en el ámbito del territorio. El páramo, usualmente visto como ecosistema (es 

decir, como sistema ecológico), al ser espacio de asentamientos humanos y por lo tanto 

de actividades sociales y culturales, debe ser visto entonces como un espacio que integra 

lo social y lo ecosistémico, un socioecosistema (Franco, 2012, p. 7), y no solamente 
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desde una perspectiva biológica y ecológica; la teoría de sistemas y el pensamiento 

complejo resultan así pertinentes para abordar los páramos. Javier Thomas y Antonio 

Flórez (1993, p. 120) definen un sistema como una serie de elementos que de forma 

organizada interactúan formando una unidad y enumeran cuatro conceptos 

fundamentales de todo sistema. La interacción: la modificación de uno de los elementos 

del sistema modifica a otros y a su vez modifica al sistema como un todo. La globalidad o 

sinergia, en la que reside el carácter holístico del sistema, pues este difiere de la suma de 

sus elementos y no se reduce a ellos. La organización: las relaciones entre los 

componentes permiten la existencia de una estructura, es decir una unidad diferente 

basada en ellos. La complejidad, ligada a la vez al orden y a la aleatoriedad que 

determinan la composición y el funcionamiento mismos del sistema (Flórez & Thomas, 

1993, pp. 120-137) a la cual se refiere extensamente Edgar Morin.  

 

El filósofo francés desarrolla la idea del pensamiento complejo, el cual a su vez facilita 

comprender la complejidad de los sistemas, rechazando a la vez las ideas de 

complicación,  simplificación reduccionista y completitud, ya  que ningún sistema funciona 

de forma aislada ni está completamente terminado o concluido, evoluciona 

permanentemente (Morin, 1990, p. 11). Así lo destaca Catherine Gamba-Trimiño (2013, 

pp. 142-144) al señalar que las sociedades y sus instituciones han coevolucionado con los 

ecosistemas, en este caso los de páramo, en circunstancias de gestión, flexibilidad, 

ensayo-error, multiescalaridad y autoorganización. 

 

Se debe mirar a Cogua, al páramo de Guerrero, a las relaciones páramo-municipio y entre 

este y otros entes territoriales, así como a la interacción en sentido amplio entre lo 

humano y lo ecológico en el contexto del páramo, visto este como un socioecosistema, a 

través del lente de la complejidad. Esta “es un tejido (complexus: Lo que está tejido en 

conjunto) de constituyentes heterogéneos inseparablemente asociados: […] lo uno y lo 

múltiple […] de eventos, acciones, interacciones, retroacciones, determinaciones, azares, 

que constituyen nuestro mundo fenoménico” (Morin, 1990, p. 17).  

 

El ecosistema de páramo, resultado de la interacción de múltiples factores y elementos 

bióticos y abióticos, al igual que el conjunto de relaciones sociales y culturales que 

discurren en ese territorio, deben ser vistos como unidades complejas, como todos que no 

se reducen a la suma de sus partes y no pueden ser abordadas de manera aislada ni 
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unidisciplinaria. Obviamente el vínculo entre lo social y lo ecológico resulta siendo una 

unidad aún más compleja. El socioecosistema de páramo, tal como lo subrayan Germán 

Andrade (2013, p. 136) y Bibiana Franco (2012, p. 10), es un sistema complejo y abierto 

cuyas funciones sociales y ecológicas son interdependientes de los espacios andino y 

altoandino, por lo cual “delimitar el páramo sin una gestión integral de la alta montaña 

equivale a cercenar el ecosistema”. También expone Andrade (p. 129), idea aquí 

respaldada, que la función ecosistémica del páramo de producir agua, usualmente 

considerada como la principal, no debe privilegiarse  de manera reduccionista en 

desmedro de la protección de la biodiversidad y del tejido social. 

 

Toda complejidad, según Morin, responde a tres principios (1990, pp. 67-71). El principio 

dialógico implica la asociación de dos o más elementos a la vez complementarios y 

antagonistas, como lo social y lo ecológico. El principio de recursividad organizacional 

determina que los productos y los efectos son a la vez causas y productores de aquello 

que los produce: si la sociedad provoca impactos negativos sobre el ecosistema de 

páramo, estos repercuten luego sobre ella, la cual puede afectarse por la reducción o la 

carencia de determinados servicios ecosistémicos. El principio hologramático consiste en 

que “la parte está en el todo, tal como el todo está en la parte”: la identificación del sujeto 

que reside en el páramo con un modo de vida propio del mismo resulta de las condiciones 

socioecológicas del territorio, lo que a su vez impulsa al sujeto a proteger o a garantizar la 

permanencia de tales condiciones, como lo asumen tres de los sujetos entrevistados en 

este estudio. 

 

Se puede aludir a la acción que, en el caso de las políticas públicas y la implementación 

de sus instrumentos, conduce a efectos concretos sobre la sociedad y el ecosistema. Tal 

acción resulta de un proceso complejo, en el sentido atribuido por Morin, de comprensión 

de la una y del otro y puede por lo tanto involucrar elementos y procesos diversos, no es 

ni lineal ni simplista. Es en este sentido que se orienta la PNGIBSE, pese a su enfoque de 

todas maneras centrado en el beneficio al ser humano, beneficio que, para seguirse 

obteniendo, necesita de la protección de cada uno de los elementos, seres y organismos 

de la naturaleza, entre los cuales el ser humano no es el primordial, sino uno más; su 

existencia no debe afectar a la del resto. 
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2.2 La PNGIBSE 
La Política Nacional para la Gestión Integral de la Biodiversidad y sus Servicios 

Ecosistémicos (PNGIBSE), adoptada por el gobierno nacional, se inscribe dentro de la 

Política Nacional de Biodiversidad, de la que constituye una evolución e incorpora 

lineamientos del Convenio sobre diversidad biológica, así como de la Evaluación de los 

ecosistemas del milenio. La PNGIBSE se fija el propósito de “garantizar la conservación 

de la biodiversidad y sus servicios ecosistémicos y la distribución justa y equitativa de los 

beneficios derivados de esta, para contribuir al mejoramiento de la calidad de vida de la 

población colombiana” y tiene por objetivo general: “promover la gestión integral para la 

conservación de la biodiversidad y sus servicios ecosistémicos, de manera que se 

mantenga y mejore la resiliencia de los sistemas socioecológicos, a escalas nacional, 

regional y local”.   

 

En tal sentido, si las autoridades municipales, directamente o por influencia de las 

autoridades ambientales regionales, adoptan los principios de la PNGIBSE, deberían por 

ejemplo en Cogua adoptar políticas y ejercer acciones de manera más sistemática y 

eficaz por la protección de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos del páramo de 

Guerrero. Sin embargo, no les cabe solamente a ellas esta responsabilidad, que también 

debe ser asumida por los entes territoriales de nivel superior, como el departamento, la 

región y sobre todo por la Nación. Si los cambios en la administración nacional o en las 

orientaciones políticas y partidistas de la misma conllevan a una adopción más laxa de los 

principios y lineamientos de la PNGIBSE o a contradicciones entre los niveles nacional y 

locales, como ocurrió con la consulta popular de Cogua (véase sección 4.1.2), los 

propósitos de la PNGIBSE difícilmente podrán ser alcanzados. 

 

La gestión Integral para la conservación de la biodiversidad y sus servicios ecosistémicos 

se define de la siguiente manera: 

El proceso por el cual se planifican, ejecutan y monitorean las acciones para la 
conservación de la biodiversidad y sus servicios ecosistémicos, en un 
escenario social y territorial definido y en diferentes estados de conservación, 
con el fin de maximizar el bienestar humano, a través del mantenimiento de la 
resiliencia de los sistemas socioecológicos a escalas nacional, regional, local y 
transfronteriza (PNGIBSE, 2012, p. 37). 

 

Resulta indispensable subrayar que la PNGIBSE, como se observa en la cita anterior, 

asume una postura socioecosistémica, según la cual la gestión ecológica establece 
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relaciones de reciprocidad, interdependencia, concomitancia e indivisibilidad con los 

procesos sociales. Aunque el lenguaje y la orientación conceptual del documento no dejan 

de contener elementos que evidencian una visión instrumental y antropocentrista de la 

naturaleza como fuente de recursos para beneficio del ser humano, lo que también se 

denota en la cita, el uso reiterado del término “socioecosistema” y expresión “sistemas 

socioecólogicos” y la insistencia en la interacción naturaleza sociedad denotan un 

esfuerzo por concebir estos dos ámbitos como integrados, antes que independientes o 

aislados.   

 

Según se entiende, todo instrumento ambiental “existente o que se desarrolle” en lo 

sucesivo debería estar supeditado a la PNGIBSE o por lo menos concebirse o ejecutarse 

en coordinación con ella u observando lo que en ella se disponga (PNGIBSE, 2012, p. 8); 

así, podría suponerse que los planes de desarrollo, para el caso de Cogua cuando menos 

los PDM de 2016 y 2020, la deberían haber adoptado como parámetro o al menos como 

referente. Como se comprobó en el presente estudio, esto no sucedió (véase capítulo 3). 

 

Se insiste, como medio para lograr la resiliencia y mitigar los efectos del cambio climático 

en la “adaptación basada en ecosistemas”, con miras a “reducir el riesgo de degradación 

o colapso de los socioecosistemas” (PNGIBSE, 2012, p. 43). Políticas públicas e 

instrumentos de planeación y de ordenamiento territorial que adopten los lineamientos de 

la PNGIBSE deberían explícitamente favorecer la adaptación basada en ecosistemas 

dentro de su área de jurisdicción e influencia, Cogua para el caso aquí abordado. 

2.2.1 Antecedentes, bases conceptuales y constataci ones 
Como antecedentes conceptuales, disciplinares y jurídicos, se cita de una parte la 

necesidad expresada desde fines de los ochenta y erigida en propósito central del 

Convenio sobre Diversidad Biológica de orientarse hacia un “desarrollo sostenible”, 

concepto plasmado en la Carta Política y “materializado en la ley 99 de 1993”. Otros 

convenios y convenciones internacionales suscritos por Colombia e incorporados a la 

legislación colombiana en materia de protección ambiental durante más de setenta años, 

entre otros el Tratado de Cooperación Amazónica (1978), el Convenio Ramsar (1971), y 

la Convención de la ONU contra el cambio climático (1992)  son considerados como 

bases y antecedentes. Se recogen además lineamientos del Plan Nacional de Desarrollo 

2010-2014, que considera necesario fortalecer la protección y la restauración de la 
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biodiversidad y sus servicios ecosistémicos, gestionar el riesgo de los mismos y fortalecer 

su uso sostenible (PNGIBSE, 2012, pp. 11-15) 

 

La PNGIBSE se dirige a los “elaboradores de política y administradores” y a los “usuarios 

directos”, es decir a los diversos actores sociales “que utilizan la biodiversidad y los 

servicios ecosistémicos como principal elemento para el desarrollo de sus actividades” y 

entre otros están las diferentes comunidades campesinas, las cuales abundan en 

municipios como Cogua, las comunidades étnicas con sus respectivos sistemas de 

conocimiento y las ONG ambientales.  

 

Como ámbitos de adopción, se mencionan los “escenarios de gestión públicos” y “la 

construcción de políticas públicas y planes de ordenamiento territorial (POT, EOT)”. Los 

llamados “órganos reglamentadores” que son el gobierno nacional y sus dependencias, 

así como las Cortes, los entes de control y los “generadores de conocimiento para la toma 

de decisiones” que incluyen a institutos de investigación y universidades (PNGIBSE, 

2012, pp. 19-20). Se desprende de esta abundante sucesión de sujetos y entidades, con 

frecuencia en descoordinación o conflicto, que prácticamente todo estamento de la vida 

nacional y municipal debería conocerla y adoptarla. El caso Cogua permite creer que 

hasta el momento no es así.     

 

La PNGIBSE considera los servicios ecosistémicos como “el puente de unión entre la 

biodiversidad y el ser humano” (PNGIBSE, 2012, p. 30). De ellos, se advierte, depende 

directa o indirectamente toda actividad humana y por eso poner esta política en práctica 

implica “reconocer una relación interdependiente en cada una de las acciones, es decir 

entender y analizar un territorio cualquiera como un socioecosistema, de modo que se 

reconoce al ser humano y a su cultura como partes integrales de la biodiversidad” 

(PNGIBSE, 2012, p. 37), la cual constituye “sustento de servicios ecosistémicos y [por 

ende] del bienestar humano”. 

  

Se propone “generar un balance entre los diferentes intereses [de] la sociedad frente a la 

biodiversidad y el mantenimiento de los servicios ecosistémicos” y vislumbra “deja[r] atrás 

la idea de la biodiversidad como objeto de gestión exclusivamente del sector ambiental 

(…) de manera que se fomente la participación social y el reconocimiento de la 

biodiversidad y sus servicios ecosistémicos como un valor público”. La “conservación de 
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la biodiversidad” ha de trascender la sola “preservación de la naturaleza” y debe 

enfocarse a mantener o incluso incrementar la resiliencia de los sistemas socioecológicos 

mediante acciones acordes con la situación de cada territorio y capaces de afrontar 

situaciones imprevistas y cíclicas (pp. 38-39). 

 

Según la PNGIBSE, la gestión y la protección de la biodiversidad y los servicios 

ecosistémicos deben expresarse en el ordenamiento territorial “(…) en el marco de un 

proceso de ordenación ambiental del territorio”, que comprende no solamente la 

estructura ecológica principal, sino también el “ordenamiento ambiental para todos los 

[usos] del suelo en el municipio (rural, suburbano, urbano, de expansión urbana)”. Sin 

embargo, se admite y cuestiona que 

 

Frente a la planificación y el ordenamiento territorial, Colombia parte de una 
diferenciación conceptual y práctica entre el ordenamiento territorial (Ley 388 
de 1997) y el ordenamiento ambiental del territorio (Ley 99 de 1993, Art. 5 y 7), 
con lo que se ha inducido a confusiones en la gestión territorial, dando a 
entender que los temas relacionados con la biodiversidad (lo ambiental) 
debieran ser ordenados aparte del proceso de ordenamiento y definición de los 
usos del suelo, en un municipio determinado (PNGIBSE, 2012, p. 57). 

 

Según la PNGIBSE, ni el gobierno central ni las autoridades ambientales se habían 

esforzado por “integrar los conceptos de biodiversidad y de ordenamiento territorial” y 

entender los territorios como “socioecosistemas adaptativos, resilientes y complejos […] 

que proveen unos servicios ecosistémicos”. El ejemplo de Cogua demuestra que el 

problema persiste en 2020. 

 

La Política constata que “El Estado no direcciona recursos económicos suficientes para la 

gestión de las instituciones públicas directamente relacionadas con la política ambiental y 

la gestión de la biodiversidad”, lo que en Cogua se confirma al analizar los gastos de 

inversión destinados a ambiente y su ejecución (véase sección 3.6). Igualmente se señala 

que “los esfuerzos […] para la conservación de la biodiversidad al interior de los sistemas 

productivos […] son todavía escasos y se limitan al desarrollo de proyectos puntuales”. 
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2.2.2 Los principios orientadores de la PNGIBSE 
Teniendo en cuenta los antecedentes y los hechos constatados, la Política Nacional para 

la Gestión Integral de la Biodiversidad y sus Servicios Ecosistémicos (PNGIBSE) 

contempla catorce “principios orientadores” que deben regir las políticas públicas y 

acciones de los entes territoriales (PNGIBSE, 2012, pp. 83, 84). Tales principios serán, en 

el presente estudio, la base de las categorías de análisis de los planes de desarrollo 

municipal de Cogua.  

1. La prioridad vital de la biodiversidad 16, de sus componentes tangibles e 

intangibles y de la vida como valor supremo.  

2. El bienestar de la población y el mejoramiento de s u calidad de vida  están 

recíprocamente ligados a la protección de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos.  

3. La biodiversidad es fuente, base y garantía del sum inistro de servicios 

ecosistémicos , indispensables para el desarrollo sostenible y el bienestar de la sociedad. 

4. El principio de integralidad y complementariedad  que implica entender la 

biodiversidad desde una perspectiva integral por parte de sujetos e instituciones. 

5. La corresponsabilidad : la gestión de la biodiversidad entraña una 

responsabilidad compartida, justa y equitativa de riesgos y beneficios. 

6. El principio de precaución  debe ser respetado en situaciones de incertidumbre. 

7. El reconocimiento y el respeto a la diferencia cult ural , la cual está estrecha y 

recíprocamente ligada a la biodiversidad. 

8. La sostenibilidad , que se logra preservando la “base natural” de los ecosistemas 

mediante un uso racional de sus componentes y la comprensión de sus dinámicas. 

9. La adaptación al cambio , que implica conocer y aprovechar la variabilidad de los 

ecosistemas, ajustando a ella el uso de los servicios que brindan. 

10. La dimensión territorial , dado que la “dinámica socioecosistémica” (denominada 

así en el texto de la PNGIBSE) se desarrolla en ciclos y territorios específicos. 

11. La descentralización : la gestión de la biodiversidad y sus servicios ecosistémicos 

requiere participación social y gestión a escalas nacional, regional y local. 

12. La competitividad : la biodiversidad y sus servicios ecosistémicos son fuente de 

productividad económica y valor agregado del país frente a otros. 

13. La intersectorialidad : todo sector y actor público y privado que se beneficie de la 

biodiversidad y los servicios ecosistémicos debe concurrir a su gestión y su protección. 
                                                
 

16 La fuente en negrita retoma el resaltado del documento original. 
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14. La equidad : la gestión de la biodiversidad y sus servicios ecosistémicos debe 

garantizar el ejercicio de los derechos constitucionales y la equidad social para toda la 

población. 

 

Una primera lectura de estos principios, en el territorio de Cogua y Guerrero, nos remite a 

los ecosistemas andinos y de páramo como eje de la vida, la cotidianidad y la actividad 

económica: no solo constituyen fuente hídrica y alimenticia primordial para el bienestar de 

la población, sino proveen valor agregado ligado al turismo y a la ruralidad reflejada en el 

paisaje y el modo de vida. Desde esta base surge la inquietud sobre el involucramiento 

incidente y decisorio de la población municipal en la gestión de la biodiversidad y los 

servicios ecosistémicos, sobre si tal gestión se lleva a cabo de forma equitativa, 

formalizada, continua y sostenible, así como sobre el papel de los entes territoriales 

superiores de los que el municipio hace parte en dicha gestión. 

 

2.2.3 El alcance de la PNGIBSE 
Como se expresó antes, la PGIBSE es una política pública y opera como un “instrumento 

de gestión” que, a partir de su entrada en vigencia, debió ser “la que enmarque y oriente 

[…] todos los demás instrumentos ambientales [la cursiva fue añadida en este estudio] 

existentes o que se desarrollen” (p. 8). También se mencionó que las personas que 

participan en la elaboración de instrumentos como los POT y los PDM son “usuarios 

directos” de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos (PNGIBSE, 2012, p. 19) y por lo 

tanto están concernidos por los lineamientos conceptuales y los principios de esta política. 

 

Se podría sostener que ni los POT ni los PDM son en sí mismos “instrumentos 

ambientales” y que por lo tanto no están supeditados a la PNGIBSE, sus lineamientos y 

principios y en tal sentido tampoco es obligatorio que se haga mención de ella en dichos 

instrumentos municipales. Empero, podría sostenerse también una postura contraria, 

según la cual, al ser los actores políticos pertenecientes a la administración municipal 

usuarios directos de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos, están concernidos por 

los lineamientos conceptuales y los principios de la PNGIBSE y de hecho el texto de la 

misma lo señala, como se vio previamente. Desde esa perspectiva, la administración 

debería conocerlos y sobre todo diseñar políticas y ejercer acciones en observancia de 

tales lineamientos y principios. 
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Aparte de posibilidad de interpretación ambigua por parte de la administración municipal, 

vale redundar en el hecho de que la PNGIBSE es una política y no una ley o algún otro 

instrumento normativo, razón por la cual carece de poder coercitivo y no es de obligatorio 

cumplimiento, lo que podría limitar su alcance y su repercusión. 

 

2.3 El ordenamiento territorial  
El ordenamiento constituye un ámbito de acción determinante para garantizar la 

protección de la biodiversidad y servicios ecosistémicos de forma concreta, localizada 

especialmente y en observancia de criterios a la vez ecológicos y culturales. Se puede 

entender el ordenamiento territorial como el proceso o conjunto de procesos que 

conllevan a la disposición adecuada y equilibrada de los componentes del territorio, 

asumiendo este último no como un simple lugar o ubicación geográfica, sino con un 

espacio de interacción entre la sociedad, que refleja la actividad humana, y la naturaleza 

(Gross, 1998); la PNGIBSE (p. 51) emplea el término socioecosistema como sinónimo de 

territorio. Así, el sujeto, con sus percepciones, sus acciones, su subsistencia y sus 

concepciones e ideas, está influido por las condiciones físicas y biológicas del lugar en 

que habita y actúa; a la par que este lugar se ve modificado y modelado por la presencia y 

la acción del sujeto. El territorio se convierte en ese punto desde el cual el sujeto “habla” 

(Fraga, 2015, p. 179), es decir adopta y expresa posturas sociales, económicas, 

culturales, políticas e ideológicas, como también en campo de acción de las coincidencias 

y tensión entre estas diversas posturas, por lo que el ordenamiento territorial, en sus 

orientaciones y objetivos, las plasma, como sucede al adoptar una orientación centralista, 

descentralizada o federal; o al privilegiar criterios economicistas y financieros o, por el 

contrario, criterios ecosistémicos en la organización y el ordenamiento del territorio.   

 

El sistema espacial concreto está integrado por nodos organizados jerárquicamente; en el 

caso de Cogua, como en el de la mayoría de los municipios, tales nodos son el casco 

urbano, las veredas, los denominados “sectores” al interior de algunas de ellas y los 

centros poblados. Entre estos nodos se establecen flujos de información, personas, 

bienes y servicios; a escala supramunicipal se conciben las provincias, los sistemas de 

ciudades y otros esquemas de asociatividad. Como correlato de esta organización en 
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nodos, existe un sistema abstracto regulado por “la intencionalidad y los intereses” de los 

actores sociales, económicos, institucionales y políticos (Delgado, 2001, p. 44). 

 

Desde esta perspectiva cultural, el territorio es ese espacio “apropiado [y ordenado] por 

individuos y sociedades con el que mantiene lazos de pertenencia e identidad”, el cual 

sirve de base para las representaciones culturales que elaboran los sujetos y las 

sociedades y, recíprocamente, podría añadirse, es resultante de ellas (Rojas, 2018, p. 

436), en una lógica de recursividad. La cultura, como las condiciones biológicas y 

ecológicas, influye en el ordenamiento territorial.  

 

El sociólogo mexicano Gilberto Giménez señala que el territorio resulta de “la apropiación 

y valoración de un espacio determinado” de dos formas diferentes. Por un lado, de 

manera instrumental, utilitaria, fundada en el aprovechamiento de los servicios que puede 

prestar; por otro, de modo simbólico y expresivo, “como soporte de identidades 

individuales y colectivas”, incluidas la ética, la estética y las manifestaciones culturales. En 

tal sentido, incluso los elementos abióticos y la biodiversidad del espacio sobre el cual se 

construye el territorio entran a ser “formas objetivadas de la cultura” (Giménez, 1999, p. 

33). Para el caso de este estudio, la población asume los servicios ecosistémicos de 

Cogua y el páramo de Guerrero no sólo como fuente de ingreso económico a través del 

turismo, el suministro del agua, la agricultura o incluso la minería, sino como parte 

indisociable de su identidad, su historia y su acervo cultural. 

  

2.3.1 Evolución del ordenamiento territorial  
El ordenamiento territorial, en su sentido actual, se desarrolla desde los años treinta en 

Estados Unidos y en Europa durante la posguerra (Sanabria, 2014, p. 14-15). La 

ejecución del Plan integrado de gestión del Valle de Tennessee, durante la presidencia de 

Franklin Roosevelt tras la crisis financiera de 1929, vislumbró fines tanto ecológicos como 

sociales: recuperación de los suelos y reducción de la erosión, protección de flora y fauna, 

manejo de cuencas, generación de electricidad y suministro de agua, creación de zonas 

de recreación pasiva y reservas, creación de trabajo en el sector agroindustrial, mayor 

oferta de vivienda, impulso a la navegación fluvial y al desplazamiento entre centros 

urbanos, así como el desarrollo de áreas metropolitanas y aglomeraciones, orientándose 

así hacia la funcionalidad territorial.   
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En Europa destacan los casos de la antigua Unión Soviética, con la regulación del 

crecimiento de Moscú, y de Francia, con la construcción de grandes complejos 

habitacionales urbanos y suburbanos destinados a clases obreras y población procedente 

de las antiguas colonias17. Procesos similares se vivieron en Inglaterra con las llamadas 

Garden cities. En Suiza y países alpinos, se buscó favorecer la accesibilidad y la 

conectividad (Sanabria, 2014, p. 16), potenciando así la funcionalidad territorial. 

 

Sin considerarlas como prácticas de ordenamiento territorial en el sentido actual del 

término, se han ejercido acciones de división, delimitación y jerarquización de territorios 

en lo que hoy es Colombia desde épocas prehispánicas. Herrera (2006, pp. 121-128) 

explica cómo cacicazgos y divisiones prehispánicas determinaron  la organización 

efectuada por conquistadores y colonizadores, como en el altiplano cundiboyacense y los 

actuales Santanderes. En cambio, en los valles del bajo Magdalena (pp. 132-137) o en 

Guajira, por ejemplo, hubo ruptura entre la organización amerindia y la impuesta por 

España. A su turno, Villamil (2010, p. 144) sostiene que esta última no es propiamente 

peninsular, como podría pensarse, sino de origen románico. 

 

A mediados del siglo XX, en 1954, la creación de la Corporación Autónoma Regional del 

Valle del Cauca (CVC), la primera de este tipo de autoridades ambientales regionales en 

existir, se erige en hito y hecho precursor tanto del ordenamiento territorial en Colombia 

como de lo que se ha denominado más recientemente, particularmente a partir de la Ley 

99 de 1993, el ordenamiento ambiental del territorio: la CVC y otras corporaciones 

pioneras18, creadas poco tiempo después, se orientaban al ordenamiento y el manejo de 

las cuencas bajo su jurisdicción. Así, el ordenamiento territorial colombiano en sus inicios 

se basó en criterios ambientales y se gestó desde lo regional hacia lo nacional  

(Minvivienda, 2012, p. 31). 

 

Años después, se instituyeron los planes integrales de desarrollo (PID), suerte de 

correlatos locales del Plan Nacional de Desarrollo y antecesores de los PDM. En 1986 se 

                                                
 

17Los cuales, por la forma como fueron llevados a cabo, propiciaron con frecuencia conurbación 
excesiva, discriminación por origen étnico y segregación social.   
18 La Corporación Autónoma Regional de los Valles del Magdalena y Sinú (CVM), la Corporación 
Regional del Chocó, la Corporación de los Valles del Sinú y San Jorge y Corpourabá. 
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crearon los cinco Consejos Regionales de Planeación Económica y Social (CORPES): 

tales estructuras servían de articuladores en asuntos de planeación entre municipios, 

departamentos y Nación. Sin embargo, la gestión de los hoy denominados servicios 

ecosistémicos, así como su relación con las apuestas sociales y económicas territoriales, 

fueron relegadas a un segundo plano, contrariamente a la postura que dio origen a las 

corporaciones autónomas regionales.       

 

En las últimas décadas, con base en la Carta Política de 1991 y la Ley de ordenamiento 

territorial, se ha asumido esta noción en el plano institucional y avanzado en la 

descentralización y la definición de competencias de los entes territoriales, mediante 

mecanismos como los planes y esquemas de ordenamiento territorial (Contreras, 2017). 

También, tras la promulgación de la ley 1454 de 2011, se apuesta por el fortalecimiento y 

la concretización administrativa de las Regiones, destacándose en este proceso la Región 

Central. 

 

Las acciones de división, delimitación y jerarquización de territorios emprendidas en 

Colombia en épocas pasadas y el actual ordenamiento territorial han reflejado 

determinados modelos de desarrollo y formas de ejercer control sobre el territorio con 

base en el “orden deseado” en los diferentes períodos históricos y por las diferentes 

poblaciones, como explica la antropóloga y geodesta Yolanda Hernández. En su 

concepto, la organización territorial indígena fue y sigue siendo concebida con un enfoque 

a la vez sagrado y natural según el cual cada elemento, ser y territorio ocupa un lugar, 

hace parte de un todo y cumple una función específica en el universo al que pertenece. 

En cambio, plantea, para los colonizadores españoles y su visión económica e ideológica, 

que hoy subsiste, la organización territorial se liga al cultivo de la tierra y la sustitución de 

ecosistemas primarios por áreas cultivadas, lo que implica la uniformización del paisaje y 

la dominación de quienes previamente la habitaran, de ser el caso (2010, pp. 98-99).  

 

Previamente a la Independencia frente a España y hasta la Guerra de los Mil Días, 

pasando por las separaciones de Venezuela, Ecuador y Panamá, las rivalidades entre 

centralistas y federalistas, los conflictos entre regiones, los caudillismos y la falta de 

cohesión del Estado Nación conllevaron a deficiencias de la organización territorial y 

frecuentes cambios de modelos. De los llamados Estados soberanos federales de corte 

liberal a mediados del siglo XIX, se pasó a los grandes departamentos propios del 
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régimen conservador centralista impuesto en 1886 que se fueron dividiendo en 

departamentos más pequeños (Hernández, 2010, pp. 100-105), intendencias y 

comisarías, elevadas a departamentos en 1991.  

 

Con base en la Carta Política de ese año, se comienza a hablar de ordenamiento 

territorial propiamente dicho y a desarrollar los instrumentos normativos que se verán más 

adelante, los cuales reflejan también una postura política diferente de la colonial y la 

defendida por la Constitución de 1886: el ordenamiento territorial actual debe responder a 

criterios como la función social de la propiedad y se orienta al desarrollo sostenible en el 

marco de un Estado Social de Derecho. Como lo señalan la exposición de antecedentes y 

motivos de la PNGIBSE y lo evidencia el caso de Cogua, aún no se han logrado unificar 

criterios, políticas y acciones orientados al ordenamiento territorial con aquellos orientados 

a la gestión de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos, reconociendo la 

interdependencia y la reciprocidad de ambos campos, con miras a ejercer el llamado 

ordenamiento ambiental del territorio. 

 

2.3.2 Asociatividad, funcionalidad territorial y si stemas de 
ciudades  

En los últimos años se han incentivado la asociatividad y la integración territorial con el fin 

de establecer sinergias y fomentar la funcionalidad territorial. Una noción de gran utilidad 

para concebir el ordenamiento territorial que trasciende los límites municipales es la de 

“territorio funcional” que los economistas colombianos Fernando Carriazo y Mónica Reyes 

definen, en su publicación de 2012 (p. 5), de la siguiente forma: 

(…) área que puede sobrepasar la división político-administrativa del municipio 
y que tiene un alto grado de interacción económica, la cual medimos a partir de 
los vínculos observados en el mercado laboral. La caracterización geográfica 
de territorios funcionales se realizó usando la metodología propuesta por 
Tolbert y Sizer. 

 

La conformación de territorios funcionales se observa, como plantearon inicialmente los 

investigadores norteamericanos Charles Tolbert y Molly Sizer (1987), analizando los 

patrones de desplazamiento a los lugares de trabajo o commuting de un polo a otro de un 

mismo territorio, así como los índices de consumo de electricidad. Un conglomerado de 

dos o más municipios entre los que se observen desplazamientos diarios de fuerza de 

trabajo constituye un territorio funcional. Las precedentes concepciones de la 
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funcionalidad territorial soslayan la contribución que, desde el punto de vista ecológico, 

puede ejercer un municipio a otros y la necesaria contraprestación que estos últimos 

deberían aportarle al primero para garantizar la permanencia de tal contribución.  

 

En el contexto colombiano, los territorios funcionales son definidos como “áreas 

conectadas por intercambios económicos y sociales entre habitantes que viven y trabajan 

en municipios vecinos” (Bateman, y otros, 2018, p. 17). Como se percibe, esta definición 

tampoco incorpora los aspectos ambientales en general ni los servicios ecosistémicos en 

particular, los cuales, como en Cogua, pueden determinar ampliamente la relación de un 

municipio con otros en el territorio y ser objeto de intercambio, así este no sea explicitado 

ni reconocido.Tal intercambio depende, como lo explica Gaviria (2010) de la disponibilidad 

de productos y servicios, dentro de cuales resulta más que pertinente entonces incluir los 

servicios ecosistémicos presentes en un territorio de los cuales requiere otro. La 

disponibilidad depende de factores como la distancia y la accesibilidad y conduce al 

establecimiento de relaciones funcionales que se han establecido en las sociedades 

desde que ellas existen, antes de contemplar los intercambios en términos de flujo de 

fuerza de trabajo, transacciones monetarias o consumo de energía eléctrica.  

Se asume que allí donde se prestan servicios se acercan las personas para 
obtenerlos. De esta manera aparece un punto en el espacio que organiza el 
territorio en torno a sí, dada una lógica de comportamiento económico que 
gobierna la aparición de servicios (…)  (Gaviria, 2010, p. 72). 

 

Sucedería entonces que, en relaciones de múltiples direcciones, un punto o nodo, por 

ejemplo un municipio, presta un servicio ecosistémico a otro y a su vez obtiene en 

contraprestación otro servicio ecosistémico. Si esto no es posible, pues el municipio 

beneficiario no brinda servicios ecosistémicos, puede en cambio facilitarle a prestador 

recursos monetarios, saberes o fuerza de trabajo que garanticen la protección y la 

permanencia del servicio ecosistémico prestado.  

 

En el estudio titulado Lineamientos conceptuales y metodológicos para la definición de 

una subregionalización funcional en Colombia (Bateman y otros, 2018, p. 17)  se 

considera que la conformación de los territorios funcionales resulta a menudo, aunque no 

siempre, de la conurbación. Así, Cogua no conurba con Bogotá ni con Chía, situación que 

no impide que tanto Chía como Bogotá hagan uso de los servicios ecosistémicos 

suministrados por Cogua. Es por eso que Bateman y otros (2018, p. 21) admiten y 
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advierten que se requiere “identificar relaciones funcionales territoriales que vayan más 

allá” de los intercambios laborales, el consumo de electricidad o la conurbación, 

principalmente los “vínculos locales de carácter social, cultural y político”. Además de 

estos vínculos, se subraya en este estudio que se deben tener en cuenta las relaciones 

basadas en la protección de la biodiversidad y la prestación de servicios ecosistémicos. 

2.3.3 Hacia una funciónalidad territorial socioecos istémica  
La conceptualización de la funcionalidad territorial ha tomado auge desde comienzos de 

siglo, centrándose en criterios laborales y económicos (Berdegué, 2011), aunque sin 

mencionar siquiera los aspectos ecológicos que en gran medida sirven de sustento a esa 

funcionalidad, mucho menos vislumbrada desde un enfoque socioecosistémico o una 

ética ambiental (Gudynas, 2014, p. 29). Como se ejemplificó anteriormente (sección 1.8), 

el caso del municipio de Cogua y del páramo de Guerrero evidencia  que la funcionalidad 

no debe estimarse con base solamente en los desplazamientos de trabajo o el 

intercambio comercial, sino también en la disponibilidad y la necesidad de servicios 

ecosistémicos. Estos son susceptibles de ser valorados tanto económicamente como de 

forma abstracta o no tasable, pero sin olvidar que ante todo derivan de funciones que 

ejerce la naturaleza para garantizar su propia protección y la de todos y cada uno de sus 

componentes, entre ellos, pero no única ni predominantemente, el ser humano. 

 

Se vio cómo los territorios funcionales pueden tomar la forma de sistemas de ciudades, 

por ejemplo la llamada aglomeración urbana de Bogotá, comprendida dentro de la Región 

Central. Según el DNP, que plantea lineamientos para la conformación y el fortalecimiento 

de tales entidades, los sistemas de ciudades consisten en 

Aglomeraciones urbanas, definidas como un conjunto de ciudades entre las 
que existen relaciones funcionales en términos de actividades económicas, 
oferta de vivienda, servicios sociales, ambientales  [se resalta con negrita en 
este estudio], culturales o administrativos. Estas relaciones se presentan 
usualmente en torno a una ciudad principal o núcleo (…) Esto lleva a la 
conformación de una “ciudad funcional” compuesta por diferentes ciudades, 
cuya área rebasa los límites político-administrativos de la ciudad principal 
(DNP, 2014. P. 43). 

 

Se destaca de la precedente definición que se considere a los “servicios ambientales” 

como parte de las relaciones funcionales, pero llama la atención en ella, como en el 

conjunto del documento citado, la prevalencia asignada al ámbito urbano en detrimento de 
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los espacios y territorios rurales, los cuales son proveedores de los servicios 

ecosistémicos como agua potable, aire limpio, productos alimentos y materias primas que 

las ciudades necesitan. Mucho menos asoma una concepción socioecosistémica que 

encarne el fortalecimiento de la interacción humano naturaleza y la protección de esta en 

los ámbitos tanto rural como urbano y de la cual derive la disponibilidad de servicios que 

requieren los sistemas de ciudades. 

 

Según el documento CONPES 3819 de 2014, citado en la documentación de la Región 

Central (2016),  

El sistema de ciudades se determina a partir de la relación funcional medida 
por el desplazamiento diario (o conmutación) de las ciudades menores hacia 
los núcleos principales, por motivos de trabajo, de al menos el 10% de la fuerza 
laboral (Región Central – RAPE, 2016, p. 10). 

 

Desde una perspectiva netamente economicista, se plantea que las ciudades con 

poblaciones superiores a 100.000 habitantes son las unidades territoriales que más 

contribuyen al crecimiento, pues agrupan una gran masa de productores y consumidores 

y atraen población flotante o con expectativas de instalación permanente19 (DNP, 2014, p. 

45). Esta dinámica que redunda en unos crecientes desplazamiento, interacción y 

convergencia entre las ciudades o las áreas metropolitanas que se pueden estructurar en 

torno a ellas20 y los “territorios exteriores” adyacentes. Se considera en este estudio que la 

denominación “territorios exteriores”, entraña una postura excluyente y fortalece la 

alteridad entre lo que es ciudad, valorado positivamente, y lo que no lo es, en lugar de 

fortalecer una concepción en la que prevalezcan la interdependencia y la reciprocidad de 

múltiples vías entre el espacio urbano y el rural y aquella, a un nivel superior, entre 

naturaleza y sociedad; más aún cuando tales territorios exteriores son sin embargo 

proveedores de insumos que requieren las ciudades. Además, el fomento de la 

agrupación poblacional, la llegada creciente de población flotante y la instalación 

permanente acarrearía al menos dos tipos de problemas a la ciudad y al campo. Por un 

lado, la densificación excesiva de los centros urbanos puede saturar la demanda de 

bienes y servicios básicos, provocar especulación en precios del suelo urbano y la 

vivienda, así como densificación o expansión urbana sin suficiente control; por otro lado, 

                                                
 

19 En tal sentido, se optó desde el Gobierno nacional por impulsar la consolidación de sistemas de 
ciudades las aglomeraciones cuya población alcanzara o superara esa cifra a 2010. 
20 Como sucede en Medellín y el área metropolitana del Valle de Aburrá. 
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propiciar el éxodo rural generaría concentración de la propiedad rural, desertificación, 

degradación de la calidad de vida y pérdida de productividad, afectación a las economías 

locales, escasez de productos y servicios provenientes del campo21 y, en suma perjuicio al 

socioecosistema rural.  

 

Así pues, la pervivencia de un sistema de ciudades depende grandemente de la 

protección de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos que aportan las zonas rurales. 

Se trata de una relación compleja en el sentido moriniano, aparentemente paradójica, de 

interdependencia y reciprocidad, que debería incorporarse a los constructos teóricos 

sobre funcionalidad territorial, sistemas de ciudades y ordenamiento urbano regional. Se 

considera igualmente en este estudio que los instrumentos de política pública y las 

normativas orientadas a dichos objetivos deberían también asumir esta relación de 

interdependencia y reciprocidad entre lo rural y lo urbano como entre lo social y lo natural. 

 

El caso aquí abordado concierne al tipo de relaciones funcionales que ejerce Cogua con 

otros municipios, el Distrito Capital, el departamento de Cundinamarca y otros 

departamentos, a escala regional, al igual que la percepción que de este proceso 

manifiestan diversos actores ciudadanos. Tales relaciones deben verse, se enfatiza de 

nuevo, no exclusiva ni principalmente en términos de movimientos de fuerza laboral o 

financieros, sino igualmente en términos socioecisistémicos.  

2.3.4 Legislación de ordenamiento territorial y aso ciatividad en 
Colombia 

Resulta pertinente mencionar los elementos políticos y jurídicos centrales que han 

definido, estructurado y reglamentado el ordenamiento territorial, partiendo de la Carta 

Política y de la ley 388 de 1997, hito en la materia, para luego pasar a la Ley Orgánica y 

de allí a la legislación sobre asociatividad y regionalización. La interacción entre 

protección ecológica y ordenamiento territorial se aborda de distintas formas en los 

instrumentos, unas implícitas, otras explícitas y taxativas, sin desarrollar a fondo aspectos 

conceptuales o teóricos de la ecología. 

  

                                                
 

21 Surgiría la necesidad de obtener tales productos y servicios en entidades territoriales distantes o 
de importarlos, con sus consecuentes costos económicos, ecológicos y sociales. 
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Constitución Política 

La Carta de 1991 (artículos 79 y 80) impone al Estado proteger las “áreas de especial 

importancia ecológica”, asociando al ordenamiento territorial con la gestión y la protección 

de la biodiversidad y los que luego serían denominados servicios ecosistémicos. Con la 

Ley 99 de 1993, que instituye el ordenamiento ambiental del territorio, esta idea se 

fortalece y hace explícita. 

 

El título XI de la Carta se consagra específicamente al ordenamiento territorial. Los 

artículos 285 y especialmente 286 instituyen las entidades territoriales del país y plantean 

la posibilidad de conformación, también en calidad de entidades territoriales, de provincias 

y regiones. El artículo 288, a su turno, prescribe la adopción, que se llevó a cabo en 2011, 

de la Ley orgánica de ordenamiento territorial. Los artículos 306 y 307 aluden a la 

asociatividad de departamentos en regiones administrativas y dan soporte a las leyes 

1454 de 2011 y 1962 de 2019. 

 

El artículo 325, cuya redacción varió por el artículo 1 del Acto Legislativo 2 de 2020 

cuando se llevó a cabo tal hecho, contempla la creación de la Región Metropolitana 

Bogotá, Cundinamarca. “En su jurisdicción las decisiones de la región Metropolitana 

tendrán superior jerarquía” que las de los entes territoriales que la integren. 

 

Ley 388 de 1997 o “Ley de ordenamiento territorial”   

Con esta ley se establecen mecanismos para que los municipios ordenen autónomamente 

su respectivo territorio, bajo los principios de “1. La función social y ecológica de la 

propiedad.; 2. La prevalencia del interés general sobre el particular.; 3. La distribución 

equitativa de las cargas y los beneficios” (Congreso de Colombia, 1997, arts. 1 y 2), con el 

fin mejorar la calidad de vida de los habitantes. Este primer principio vincula también 

estrecha y recíprocamente la gestión de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos al 

ordenamiento territorial. Al vislumbrar “el uso equitativo y racional del suelo”, se propende 

por el derecho a gozar de un ambiente sano, por cuanto se debe proteger el “patrimonio 

ecológico” y garantizar la adecuada gestión del riesgo.   

 

Mediante esta ley se propende por “promover la armoniosa concurrencia de la Nación, las 

entidades territoriales, las autoridades ambientales y las instancias y autoridades 

administrativas y de planificación” y así articular entidades territoriales con instrumentos y 
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entidades ambientales y de ordenamiento territorial; quince años más tarde, la PNGIBSE 

insistía en la necesidad, aún no lograda en 2021, de dicha articulación. El artículo 7 

precisa las “competencias en materia de ordenamiento del territorio”, siendo encargada la 

Nación de instituir los parques nacionales y áreas protegidas, la “localización de formas 

generales del uso de la tierra” y “los lineamientos del proceso de urbanización y el sistema 

de ciudades” entre otros asuntos “de alcance nacional”.  

 

El departamento debe ordenar su propio territorio, en concertación con los municipios 

“especialmente en áreas de conurbación” o en casos de proyectos de infraestructura que 

impactan a los municipios. El denominado “nivel metropolitano” define criterios que deben 

acoger los municipios que integren dicha área metropolitana. Por último, distritos y 

municipios deben formular y adoptar sus propios planes de ordenamiento territorial según 

la Ley, sin ir contra lo dispuesto en niveles de ordenamiento territorial superiores (Senado, 

1997, art. 7). 

 

Se define la figura del plan de ordenamiento territorial como “el conjunto de objetivos, 

directrices, políticas, estrategias, metas, programas, actuaciones y normas adoptadas 

para orientar y administrar el desarrollo físico del territorio y la utilización del suelo”. Los 

tres componentes de todo POT, general, urbano y rural, deben dar cuenta de los 

objetivos, estrategias, acciones y políticas a corto, mediano y largo plazos. También 

deben establecer la mejor forma de ejercer uso y manejo del suelo en el territorio, 

buscando favorecer la competitividad, el desarrollo social equitativo, como también la 

protección del ambiente y del paisaje (Senado, 1997, arts. 9 a 16). El POT y el plan de 

desarrollo municipal deben estar armonizados, garantizando la participación de la 

comunidad urbana y rural en la formulación y la concertación del plan. La corporación 

autónoma o la autoridad ambiental correspondiente deben revisar y aprobar el 

componente ambiental del plan (Senado, 1997, arts. 21 a 24). 

 

Si los PDM, como se vio al analizar los tres últimos de Cogua, se acogen sustantivamente 

a esta ley, deberían hacer explícita en su misión, visión y objetivos, así como en sus 

componentes, ejes o motores y sobre todo en sus proyectos, subproyectos y metas 

dichas “función social y ecológica de la propiedad” y “prevalencia del interés general sobre 

el particular”, al igual que “el uso equitativo y racional del suelo”, y la protección del 
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“patrimonio ecológico”. Sin embargo, esos aspectos centrales, como se discute en el 

siguiente capítulo, no son asumidos con suficiente amplitud ni profundidad en los PDM. 

 

Valga observar que la especialización de este instrumento normativo en el ordenamiento 

territorial le confiere profundidad y detalle, pero lo aleja del componente ambiental, el cual, 

pese a ser abordado, pasa a jugar un papel secundario frente a lo concerniente al uso y la 

distribución del suelo, dificultando la adopción de un enfoque socioecosistémico: tal 

situación puede conducir el tratamiento escueto y superficial de la biodiversidad y los 

servicios ecosistémicos en los PDM, como ocurre en Cogua. Se podría resolver esta 

carencia anclando los PDM no solo a la legislación sobre ordenamiento territorial, sino 

también a la ambiental.  

 

Ley 1454 de 2011 o “Ley orgánica de ordenamiento te rritorial” (LOOT) 

Esta ley presenta conceptos y definiciones que enriquecen la noción y la práctica del 

ordenamiento territorial. Se instituye que este debe responder a “principios rectores” de 

soberanía y unidad nacional, autonomía, descentralización, diversidad y multietnicidad, 

integración y regionalización. Igualmente se adoptan los principios de sostenibilidad fiscal, 

criterio que prima, pero también, de manera que en este estudio se percibe como 

secundaria y subsidiaria, los principios de sostenibilidad ambiental, de equidad social y de 

participación ciudadana en las decisiones sobre ordenamiento territorial, de solidaridad y 

equidad.  

 

Esta sumisión de los aspectos sociales y ecológicos a los criterios fiscales se considera 

en el presente estudio como contraproducente, ya que la desatención a la gestión de la 

biodiversidad y los servicios ecosistémicos (y a la equidad social), aunque parezca 

fiscalmente ventajosa a corto plazo, puede acarrear a mediano y largo plazos 

afectaciones cuyo costo monetario puede superar el beneficio inmediato, sin contar las 

pérdida no tasables. Así, por ejemplo, si la actividad extractiva en Cogua se privilegiara 

por resultar más rentable económicamente que las enfocadas a la protección del páramo, 

no sólo para los particulares que la ejerzan sino para el municipio, los entes territoriales 

de nivel superior y la Nación, se estaría propiciando la afectación del socioecosistema 

paramuno, con las repercusiones que esta situación provocaría. 
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A través de la LOOT se incita a que entidades territoriales de mayor capacidad apoyen a 

las de “menor desarrollo relativo”. Como lo trata su capítulo, se instituyen los  esquemas 

asociativos territoriales, posibilitando así estructuras como las regiones administrativas y 

de planificación, RAP, para favorecer alianzas estratégicas y asociación de territorios de 

gran capacidad y solvencia económicas con otros que carecen de ellas en aras de la 

solidaridad, la equidad, la sostenibilidad ambiental y los principios ya mencionados. Se 

posibilitan asociaciones de departamentos, de corporaciones autónomas regionales, de 

municipios y de entidades territoriales sin que sean necesariamente contiguos (Senado, 

2011, arts. 10 a 19). 

  

El título cuarto (artículo 30) detalla que las RAP deben estar conformadas por mínimo dos 

departamentos y alude especialmente a la Región Administrativa y de Planificación 

Especial (RAPE) de la que hacen parte el Distrito Capital, Cundinamarca y los 

departamentos contiguos. Se dice luego, en el artículo 36, que una RAP o RAPE puede 

transformarse ulteriormente en Región Territorial, forjando una entidad territorial y una 

división política supradepartamentales. 

 

Ley 1962 de 2019 o “Ley de Regiones” 

Mediante esta ley, fundamentada en los artículos 306 y 307 de la Carta Política y en la 

línea de la Ley 1454 de 2011, “se dictan normas orgánicas para el fortalecimiento de la 

región administrativa de planificación” y “se establecen las condiciones y el procedimiento 

para” la transformación de las RAP o RAPE en “Región Entidad Territorial (RET)”. Estas 

se estructuran con base en “relaciones geográficas, económicas, culturales, y 

funcionales”, así como en “ecosistemas (…), identidades culturales locales, de 

equipamientos e infraestructuras económicas y productivas y relaciones entre las formas 

de vida rural y urbana”. Resulta importante que se rescaten las afinidades en el plano 

ecológico entre entes territoriales como criterio de asociatividad, pero se echa de menos 

un enfoque socioecosistémico.  

 

En su artículo tercero, se define el llamado “hecho regional” como “un fenómeno territorial 

que por su naturaleza poblacional y espacial trasciende las escalas de gobierno local y 

departamental en materias de competencias, inversión, planeación y ejecución de 

proyectos […]”. Los hechos regionales son declarados por la Junta Directiva de la Región 

Administrativa y de Planificación (RAP) o  Región como Entidad Territorial (RET). 
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Se fijan como principios de la regionalización, también evocados en la Ley 1454 de 2011, 

la paz integral, el reconocimiento de la pluralidad y de la diversidad territorial, el cierre de 

brechas socioeconómicas, así como la sostenibilidad ambiental (Senado, 2019, art. 14). 

Se intenta favorecer la integración funcional entre los diferentes entes de la región, con el 

fin de crear o favorecer sinergias y fortalecer el intercambio de productos y servicios, sin 

pretender homogenizar el territorio regional en los planos cultural ni étnico, ni por ejemplo 

supeditar los pequeños municipios a decisiones y acciones tomadas las grandes ciudades 

o capitales. Sería pertinente observar la reglamentación y la aplicación concreta de esta 

Ley en lo sucesivo, para determinar si efectivamente estos propósitos se logran, 

consiguiendo por ejemplo que municipios como Cogua obtengan mayor apoyo para la 

protección de su biodiversidad y sus servicios ecosistémicos, favoreciendo el ejercicio de 

actividades productivas que no degraden los ecosistemas, permitan su recuperación y 

garanticen calidad de vida satisfactoria a sus habitantes o si, al contrario, la 

regionalización favorece a municipios de más de 100.000 habitantes, grandes ciudades e 

intercambios puramente financieros o de productos terciarios, en desmedro de la 

funcionalidad basada en servicios ecosistémicos inherente a la ruralidad.    
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2.3.5 La Región Central 

 

Mapa 2-1: departamentos que conformaron la Región Central en su inicio. 

A ellos se unió en 2019 el departamento del Huila. 

 

En virtud de la Ley 1454 de 2011 se constituye, en septiembre de 2014, la RAPE Región 

Central, la primera de esta naturaleza, integrada por el Distrito Capital y los 

departamentos de Cundinamarca, Boyacá, Meta, Tolima y más recientemente Huila. Entre 

otros ejes estratégicos, la región se enfoca en el de “sustentabilidad ecosistémica y 

manejo de riesgos” (Región Central, s. f.). Conviene observar expectativas y visiones que 

Cundinamarca y Bogotá han manifestado ante esta entidad cuando fue formalizada.  

 

El interés distrital se centraba entonces en dos fines diferentes: por un lado, la 

implementación de “una plataforma de planificación y gestión del desarrollo donde 

prevalece la conservación de los ecosistemas estratégicos y se promueve la 

consolidación de una red de ciudades articuladas”. Por el otro, la RAPE debería incentivar 

las “economías de escala” aprovechando la proximidad de empresas e industrias en 

beneficio de la productividad, idea que refleja una concepción economicista de 
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funcionalidad territorial, orientada a la reducción de costos y a la competitividad. Se trata 

entonces de conciliar ambas visiones.  

 

Vista desde una funcionalidad territorial que podría denominarse social, la RAPE debería 

promover la equidad y generar influencias positivas mutuas entre ciudades y pequeños 

municipios en términos de calidad y cobertura de servicios públicos, salud, educación, 

recreación, distribución poblacional y conectividad física e informática, buscando superar 

el impacto negativo de la conurbación. En términos de funcionalidad territorial ecológica, 

el objetivo reside en garantizar la sostenibilidad ambiental (ONU UNCRD & SDP, 2014, 

pp. 148). 

 

Por su parte, el departamento de Cundinamarca apostaba en su momento a través de la 

RAPE por una “visión integral concertada” útil para resolver asimetrías entre ciudades y 

municipios y de un municipio a otro, las cuales caracterizan a la región. Usualmente la 

adopción de políticas y la ejecución de acciones por los municipios se ejercen de manera 

aislada, sin visión de sistema, sin tener en cuenta las relaciones funcionales con otros 

municipios ni las repercusiones sobre ellos y la dinámica regional; desconexión que se 

debe a “la no inclusión de los gobiernos locales” en la planeación regional (ONU UNCRD 

& SDP, 2014, pp. 152-153).    

2.3.6 La gestión de la biodiversidad y los servicio s ecosistémicos 
como ejes y “hechos regionales” 

Mediante el Acuerdo regional 003 de 2018 “se declaran y adoptan los hechos regionales y 

el plan estratégico regional” de la Región Central, partiendo de aquellos asuntos 

considerados de interés regional. Se definen así una serie de “hechos regionales”, cada 

uno asociado a un eje estratégico, entre ellos los siguientes, vinculados con la gestión de 

la biodiversidad y los servicios ecosistémicos, que deberían concernir directamente a 

Cogua y traducirse en apoyo al municipio y, allí, en un reconocimiento del papel benéfico 

de la región:  

� “La Región Central con institucionalidad sólida, mejora de los indicadores de 

desarrollo económico social y ambiental, eje estratégico: gobernanza y buen 

gobierno”.  

� “La Región Central se consolida como despensa agroalimentaria saludable del país, 

eje estratégico: seguridad alimentaria y desarrollo rural”.  
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� “La Región Central con seguridad hídrica para la sustentabilidad del territorio, eje 

estratégico: sustentabilidad ecosistémica y manejo de riesgos”.  

 

El fortalecimiento de la gobernanza y el buen gobierno debería satisfacer necesidades 

socioecológicas, particularmente en términos de garantizar la “seguridad hídrica”, 

favorecer la adaptación al cambio climático y mitigar sus efectos: podría suponerse que 

una gestión administrativa más eficaz y que involucre de manera incidente a los actores 

sociales facilitaría cumplir esta meta, aunque no se detalla cómo. Asimismo, se plantea el 

objetivo de garantizar la “seguridad hídrica regional”, la disponibilidad de agua potable y el 

“saneamiento básico rural en páramos” (RAPE, 2018, p. 62): este punto evoca lo dicho 

sobre la escasa disponibilidad de agua potable en un municipio productor de agua como 

Cogua (1.5). Se observa la importancia dada a los ecosistemas de páramo no sólo como 

fuentes de suministro hídrico, sino a nivel de conectividad ecosistémica y protección de la 

biodiversidad ante el cambio climático, pero sin adoptar un enfoque socioecosistémico: se 

enfatiza la necesidad de “conservación de los servicios ecosistémicos y los recursos 

naturales que los producen”.  

 

Mencionar estos aspectos, describirlos en un documento administrativo usando 

terminología adecuada al ámbito disciplinar de la biología y la ecología, como la usada en 

la PNGIBSE, y posicionarlos como propósitos primordiales del quehacer regional 

constituye una iniciativa positiva. Se trata del punto de partida para que la Región adopte 

instrumentos de política pública y acciones concretas en campo que conlleven a la 

protección del páramo de Guerrero y a sus pobladores, directamente o a través del apoyo 

a los municipios allí situados, como Cogua. 

2.4 Gobernanza y adopción de políticas públicas de 
ordenamiento ambiental territorial 

La participación incluyente, incidente, efectiva y vinculante de los diversos sujetos y 

actores sociales en la concepción de las políticas públicas, el diseño de instrumentos y la 

ejecución de acciones resulta indispensable para evitar que se tomen decisiones 

unilateralmente, lo que no sólo privilegia a unos sectores en detrimento de muchos más, 

afectando la equidad que debe caracterizar a la sociedad, sino que pone en peligro 

biodiversidad y los servicios ecosistémicos.  
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2.4.1 La gobernanza 
La gobernanza es una noción que, como lo expresan Peris et alii (2014), trasciende la 

idea de gobierno y la estructura gubernamental. Se logra mediante las interacciones 

transversales entre los actores políticos y sociales a todos los niveles, con miras a tomar 

decisiones y ejercer acciones resultantes de consensos que conduzcan a resultados 

satisfactorios, en términos solución de problemas y atención de necesidades como, en el 

caso aquí aludido, la protección y el uso adecuado de la biodiversidad y los servicios 

ecosistémicos en el municipio de Cogua. 

La gobernanza es el proceso a través del cual las sociedades toman sus 
decisiones importantes, determinan quién se involucra y cómo se rinden 
cuentas mutuamente. Se refiere a los aspectos estratégicos del gobierno: 
opciones clave y roles de los diferentes actores. La gobernanza no es sólo el 
proceso de decisión sobre a dónde ir, sino sobre quién debe participar en las 
decisiones y en qué términos (Peris, Acebillo & Calabuig, 2014, p. 27). 
 

La gobernanza, vista desde una perspectiva como la adoptada por el Programa de las 

Naciones unidas para el desarrollo, PNUD, orientada al ser humano y al desarrollo social, 

debería tender a que la gestión y las políticas públicas reflejen y satisfagan múltiples 

intereses en el seno de la sociedad, con la participación incluyente, incidente y vinculante 

de sus diferentes autores y no se ejerzan únicamente por ni desde la estructura 

gubernamental, sin prescindir de ella (Launay, 2005, p. 95). A esta postura se opone una 

interpretación neoliberal de la gobernanza defendida por organizaciones como el Banco 

Mundial, más cercana a una noción de “gobernabilidad” tendiente a una gestión pública 

eficaz en términos financieros, con intervención mínima de los gobiernos y los actores 

sociales. Esta última acepción del concepto, “no intervencionista y minimalista”, 

desconoce amplios factores humanos y sociales (Launay, 2005. p. 94).  

 

Un punto medio es adoptado por Kooiman, para quien la gobernanza consiste en el 

ejercicio de gobierno en el cual toman parte toda clase de actores, tanto del sector 

público, como del privado, en proporciones variables y a niveles jerárquicos diferentes, 

según la necesidad por satisfacer o la problemática por resolver, en el marco de 

sociedades cada vez más heterogéneas y complejas. Si bien el Estado no siempre 

dispone de la capacidad de ocuparse en su totalidad de los diversos asuntos sociales, 

tampoco se disocia por completo de ellos. Por lo tanto, la gestión de múltiples asuntos, 

entre la protección de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos, se puede ejercer de 

manera mixta entre el Estado, los actores sociales y el sector privado sin que esto 
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implique, conviene subrayar, una privatización. Se transforma el papel del Estado que, en 

vez de asumir completamente la gestión de un asunto determinado, por no poder o no 

requerir hacerlo, facilita la intervención de otros actores en la gestión de dicho asunto y 

ejerce acciones de concepción, orientación, asesoría y control sin reducir su influencia ni 

debilitarse (Kooiman, 2003, p. 3). 

 

El investigador francés Pierre Calame (2003, pp. 15-16) destaca que la gobernanza 

consiste en un acto de concertación que debe identificar y plasmar los intereses 

ciudadanos, apoyarse en el diálogo entre la ciudadanía y las instituciones, basarse en 

unas reglas de juego previamente concertadas e implicar “una inevitable interconexión 

entre territorio, ciudadanos, políticas públicas y ética”. La gobernanza no está exenta de 

riesgos, que deberían ser minimizados, de captación por el propio aparato institucional, de 

influencia no equilibrada por parte de intereses grupales o corporativos privados y de 

actores financieros o de clientelismo partidista, entre otros (Zurbriggen, 2011). 

Corresponde tanto a los actores sociales como a las mismas instituciones evitar que la 

gobernanza se desnaturalice o instrumentalice. 

 

Miguel Moreno, especialista mexicano en administración pública, define la gobernanza 

ambiental como el “conjunto de procesos, mecanismos y organizaciones a través de los 

cuales los actores políticos y sociales influyen en las acciones y resultados 

medioambientales” (Moreno, 2013, p. 66) con el fin de promover o fortalecer políticas y 

acciones de protección del ambiente. Por lo tanto, los actores deben acceder con voz y 

voto a las instancias de decisión y participación regulares o permanentes, no simplemente 

incidentales, como consejos consultivos, comisiones, cabildos y cualquier otro espacio 

deliberativo y decisorio. Sus aportes, posturas, peticiones y reivindicaciones deben, 

concertadamente, plasmarse en los instrumentos de política pública para garantizar que 

sean satisfechos los intereses y necesidades de la ciudadanía (Montoya & Rojas, 2016, p. 

311). Los procesos y mecanismos de gobernanza en todo ámbito, en este caso el 

ambiental, están ligados al ejercicio de la democracia participativa consagrado en la Carta 

Política de 1991. Sin embargo, la práctica política en Colombia y en Cogua sigue anclada 

al ejercicio puntual y mediado por el proselitismo partidista y el clientelismo propio de la 

democracia representativa tradicional. Persiste la distancia entre actores sociales y 

administraciones. 
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La participación incidente y efectiva de la ciudadanía y el sector privado, reduciendo al 

mínimo posible el riesgo de que intereses particulares o grupales coarten el consenso que 

idealmente se debe buscar entre actores, resulta primordial. Sin embargo, esta 

participación no debe conllevar a que el Estado evada sus responsabilidades o sea 

desconocido o aislado del diseño y la implementación de las políticas públicas. La gestión 

y la protección de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos, que bajo ninguna 

circunstancia se deben considerar como privados, así se delegue su gestión a entes no 

estatales, debe ser ejercida con la incidencia de los actores sociales. Si ellos no ejercen la 

suficiente influencia, tal carencia puede deberse a desinterés por el asunto, a 

desconocimiento del mismo o a la inexistencia de instancias participativas regulares y 

eficaces. El resultado de la nula o insuficiente participación de los actores sociales se 

refleja en decisiones y acciones llevadas a cabo sin ellos, que pueden impactar 

negativamente el ambiente, en este caso los socioecosistemas andinos y de páramo en 

Cogua, al igual que la calidad de vida de la población. En tal sentido, la ausencia de 

instancias de participación institucionalizadas, regulares y accesibles o su sustitución por 

mecanismos aleatorios, aislados, carentes de continuidad o de accesibilidad limitada no 

garantiza una verdadera gobernanza, puede encubrir e incluso puede legitimar la 

ausencia de participación real. 

2.4.2 Los instrumentos de política pública 
Estos dispositivos “organizan relaciones sociales entre el Estado [entendido como un 

aparato institucional complejo, no monolítico, estructurado en diferentes niveles 

jerárquicos y sectores de intervención] y aquellas personas a quien[es] se dirigen, de 

acuerdo con las representaciones y sentidos que vehicula”, plasman los modos de 

gobierno y gobernanza, reflejan la política vigente y el tipo de relaciones gobierno-

sociedad y ecología-sociedad. Los instrumentos no son neutrales y construyen e imponen 

sus propias lógicas (Lascoumes & Le Gales, 2007, p.1). Por ejemplo, el tratamiento 

superficial de los asuntos ambientales en un plan de desarrollo nacional, departamental o 

municipal como el de Cogua refleja poco conocimiento del tema y sus implicaciones, poco 

interés por asumirlos o escasa interacción con las partes involucradas. 

 

Cada fase del desarrollo del Estado, de su reestructuración o simplemente cada cambio 

de orientación política va acompañado de una nueva gama de instrumentos. Así sucede, 

por ejemplo, con las políticas de ordenamiento territorial y ambientales. En términos de 
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protección de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos, se puede contar por un lado 

con documentos de política basados en abundante acervo científico y académico e 

incluso con enfoque socioecosistémico, pero no vinculantes como la PNGIBSE, y en un 

segundo momento con normativa menos profunda y detallada, pero vinculante como la 

Ley de Páramos. Como lo advierten Le Gales y Lascoumes (2007), la multiplicación de 

instrumentos de política pública y mecanismos de gobernanza, según como se ejerza, 

puede aportar más facilitar la interacción de la ciudadanía con las instancias de gobierno 

o bien crear opacidad, dificultar la gobernanza o disimular la ausencia de gobernanza. 

 

Las políticas públicas pueden definirse, según Muller (2002), partiendo de una visión 

anglosajona: “programa de acción gubernamental en un sector de la sociedad o un 

espacio geográfico”. La PNGIBSE (p. 116), que es una de ellas y busca influir en otras, 

define las políticas públicas como  

Decisiones de gobierno plasmadas en planes, programas, proyectos, acciones 
u omisiones, que buscan materializar ideas sobre el orden de la sociedad, 
resolver problemas y armonizar las demandas conflictivas que surgen de las 
relaciones de poder que surgen entre diferentes grupos sociales [mediante] 
deliberación abierta, circulación de opiniones, argumentación y creación de 
consensos. 

 

En este sentido la PNGIBSE es una intervención pública sobre el sector ambiental que se 

constituye en “un proceso de mediación social”, pues su objeto reside en “tomar a cargo 

los desajustes que pueden ocurrir entre un sector de la sociedad y otros o entre un sector 

y la sociedad [en su conjunto]” pues, recuerda Muller con una postura sistémica y de 

complejidad, la transformación de un sector conlleva a la de otros. En correspondencia 

con este marco conceptual, se asume que las intervenciones para mejorar la gestión de la 

biodiversidad y los servicios ecosistémicos a lo largo del país y específicamente en Cogua 

implican transformar otros sectores, en especial múltiples actividades económicas y 

sociales locales como la minería, la agricultura  la ganadería en páramo; situación que a 

su vez permitiría mejorar tanto las condiciones de vida, como la productividad económica. 

 

Proscribir las actividades mineras y agropecuarias en el páramo como lo sugiere la 

PNGIBSE y lo ordena la Ley de Páramos, acción indispensable para detener la 

destrucción de este ecosistema y garantizar la producción de agua potable, implica 

brindar posibilidades de subsistencia a pequeños mineros y agricultores, someter a 

estrictos controles y prohibiciones a los grandes e impedir la llegada de otros; lo que a su 
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vez genera retos en otros campos de política pública. En las relaciones global-sectorial, 

gobierno-sociedad, como también, se podría agregar, en las relaciones ser humano-

sociedad y ser humano-ecología sobre las cuales se busca intervenir, reside “la variable 

clave que determinará las condiciones de elaboración de una política” (Muller, 2002).  

 

En el caso de Cogua, dicha “variable clave”, que debería ser apoyada tanto por las 

autoridades municipales como por las departamentales y regionales, reside en la 

necesidad de protección del páramo y la sociedad tradicional o ancestral en torno al 

mismo, así como en favorecer o fortalecer una funcionalidad territorial basada en criterios 

ecológicos, gracias a la cual Cogua y sus habitantes se vean beneficiados por mejoras en 

la calidad de vida al tiempo que se protegen la biodiversidad y los servicios ecosistémicos, 

principal aporte de Cogua a otros municipios y a los entes territoriales de nivel superior.  

 

En conclusión, la gestión de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos, como medio 

para proteger la vida en general y la existencia humana, garantizar equidad, mejorar la 

calidad de vida y la productividad económica debe ser explícitamente asumida en las 

políticas públicas de cada ente territorial, en los instrumentos y herramientas que 

conducen a la realización de dichas políticas, así como en la legislación y otras 

normativas, no solamente del sector ambiental, sino del ordenamiento territorial a todas 

las escalas, desde la municipal hasta la nacional, incluyendo la departamental y la 

regional, como se manifiesta e insiste en el texto de la propia PNGIBSE. 

  

** 

 

La valoración y la apropiación por el ser humano de la naturaleza y el beneficio que busca 

en ella varían según las circunstancias socioeconómicas y la visión que se construye del 

mundo y de la naturaleza misma, de un territorio a otro e históricamente en un mismo 

territorio, como lo evidencia Cano (2005) para el caso de la vereda Quebradahonda de 

Cogua. Se oscila entre concepciones economicistas e instrumentales de los ecosistemas 

y posturas cuyo objetivo principal es la protección de la naturaleza, pasando por visiones 

antropocentristas de protección de la naturaleza a fin de garantizar que beneficie al ser 

humano. Este estudio respalda la visión basada en los derechos de la naturaleza 

(Gudynas, 2014), que pasa de ser “objeto de valor” a ser sujeto que busca asegurar su 
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existencia y la de sus partes, incluido el ser humano. Naturaleza y sociedad, sistemas 

complejos, establecen así una interacción recíproca en el seno del socioecosistema.    

 

Se deben articular criterios, mecanismos e instrumentos de política pública territoriales y 

ambientales, buscando resolver las necesidades de los diversos sujetos y actores 

sociales mediante acciones que garanticen la protección de la naturaleza. El ejercicio 

permanente, regularizado, institucionalizado y accesible de la gobernanza en todos los 

ámbitos, con criterio socioecosistémico, debe permear la acción del Estado, entidades 

territoriales y autoridades ambientales. Este no parece ser el caso de los PDM de Cogua 

ni de los gastos en inversión ambiental establecidos en ellos, pues aunque se hayan 

adelantado ejercicios participativos para la elaboración de los planes, estos siguen 

inspirándose en programas de gobierno y por lo tanto en la visión partidista de la 

candidatura elegida, antes que en la concertación entre los diversos estamentos y en la 

voluntad de satisfacer las necesidades sociales respetando los imperativos ecológicos. 

 

 

Tabla 2: intersección conceptual entre la gestión de la biodiversidad y los servicios 
ecosistémicos, el ordenamiento territorial y las políticas públicas.   

Gestión de la 
biodiversidad y los 
servicios 
 ecosistémicos.  

Ordenamiento 
territorial.  

 

 

 
 
 
Adopción de 
políticas 
públicas y 
ejecución de 
acciones bajo 
criterios de 
gobernanza. 

Gestión de la biodiversidad y los 
servicios ecosistémicos con 
enfoque socioecosistémico, 
concretizada en los territorios con 
participación ciudadana 
incidente, efectiva, 
institucionalizada y regularizada.  



 

3. La adopción de los principios orientadores 
de la PNGIBSE en los PDM  de Cogua   

En el presente capítulo se analiza si en los planes de desarrollo municipal de Cogua se 

acogieron o no los principios orientadores de la PNGIBSE en los tres últimos planes de 

desarrollo municipal de Cogua: 2012-2016; 2016-2020; 2020-2024.  

3.1 Unidad de análisis: los Planes de Desarrollo 
Municipal 

El plan de desarrollo municipal es “el instrumento de planificación que orienta las acciones 

de la administración municipal durante un periodo de gobierno” (DNP, 2013, p. 4) y debe 

ser concordante con el programa de gobierno presentado por la candidatura que haya 

sido previamente elegida por la ciudadanía que participó en los procesos electorales. Esta 

circunstancia reviste una doble implicación: por un lado, el plan se supone que responde a 

los intereses y las expectativas de la mayoría de los votantes y del partido que los 

representa; por otro, si no se elabora con la incidencia de la población en su totalidad, 

puede soslayar o excluir intereses y expectativas de quienes no respaldaron ese proyecto 

político. Este instrumento deriva de mandatos formulados en la Constitución Política, 

expresados particularmente en el artículo 339. 

 

En atención al artículo 342 de la Constitución, se llevó a cabo la promulgación de la Ley 

152 de 1994, que reglamenta “todo lo relacionado con los procedimientos de elaboración, 

aprobación y ejecución de los planes de desarrollo y dispondrá los mecanismos 

apropiados para su armonización”. Otras leyes, en particular la Ley 715 de 2001, 

complementan esta disposición y regulan aspectos como la racionalización de los gastos 

y las funciones de los entes territoriales de diferentes niveles. 
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Según la Ley 152 de 1994, todo PDM debería contar con tres componentes, que toman la 

forma de grandes o secciones al interior del documento: el componente diagnóstico, el 

componente estratégico y el plan de inversiones. Asimismo, todo PDM debería abordar 

las siguientes dimensiones: social, económica, institucional y ambiental (DNP, 2013, p. 6): 

los tres PDM de Cogua expuestos a continuación, fueron revisados en su totalidad, 

aunque enfatizando en la dimensión ambiental. 

3.1.1 Periodo 2012-2016: “¡Cogua: construyendo futu ro!”, 
Este plan fue adoptado mediante el Acuerdo municipal 5 de 2012, durante la 

administración del alcalde Néstor Alonso Guerrero Neme, en representación del grupo 

político local “Construyendo futuro”. Como visión, se fijó que para 2032 Cogua fuera  

Reconocido como destino turístico, por su gastronomía, reservas hídricas, 
ecoturísticas, con capital humano competitivo, líder en la garantía de derechos, 
infraestructura sostenible, con producción agropecuaria, agroindustrial, con 
identidad territorial y gobernabilidad. 

 

Igualmente se consideró la participación ciudadana como elemento para construir ese 

futuro proyectado “en territorio sostenible e inclusivo”. Como se observa, no se hace 

referencia directa a la biodiversidad ni a los servicios ecosistémicos, aunque se 

mencionen las fuentes hídricas y el turismo atraído por el patrimonio ecológico.    

 

3.1.2 Periodo 2016-2020: “Cogua: ¡Una oportunidad p ara todos!”,  
Adoptado mediante el Acuerdo municipal 2 de 2016, corresponde a la administración del 

alcalde William Darío Forero Forero, del grupo político “Amigos de Cogua”. El propósito de 

este plan fue  

Consolidar la transformación multidimensional, sistémica, sostenible e 
incluyente de las fuerzas vivas del Municipio, reivindicando el acceso 
progresivo de sus habitantes a la garantía de derechos, […] de manera 
diferencial e incluyente […], sobre el desarrollo humano, la competitividad, la 
productividad y el buen gobierno del municipio, que le permitan a posicionarse 
come un modelo regional de calidad de vida […]. 

 

Como se observa, no se hace referencia alguna a la gestión de la biodiversidad y los 

servicios ecosistémicos en este fragmento de la presentación del plan, lo que no implica, 

como se verá más adelante, que el tema no sea tratado en el cuerpo del documento. En 

cambio, se alude, aunque confusamente, a la participación ciudadana. 
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3.1.3 Periodo 2020-2024: “Cogua ¡En buenas manos!” 
Este plan, adoptado por decreto, recoge la visión adoptada por la administración de la 

alcaldesa Flor María Murcia, perteneciente al partido político Centro Democrático y quien 

se impuso por 24 votos a su contendor de una coalición política local. Se fija como 

objetivos que Cogua sea  

reconocida como municipio verde de la Sabana, productor de agua, despensa 
agropecuaria y ecoturístico, protector de sus recursos naturales y respetuoso 
de toda la forma de vida, generador de un desarrollo sostenible y saludable, 
[…] “un territorio que ha apropiado la participación social […] en beneficio del 
desarrollo económico, social y la identidad y cultura local. 

 

Se evidencia una referencia fácilmente comprensible a los servicios ecosistémicos de 

Cogua, aunque no se les designe así, sino a través de la palabra “verde” y la expresión 

“recursos naturales”, a la importancia del municipio por este motivo a escalas provincial y 

departamental, como también a su capacidad hídrica. Como en los otros dos planes, no 

se menciona al páramo de Guerrero en las secciones iniciales y se quiere destacar la 

participación ciudadana como mecanismo de gobernanza, así este término no se emplee 

(Cogua, 2020a). 

 

El componente diagnóstico de este plan dedica atención detallada, dentro de su programa 

“Cogua: reserva natural y fuente de vida” al contexto ambiental regional, incluyendo la 

cuenca alta del río Bogotá, subcuenca del río Neusa, para la que se recomienda y prevé 

revegetalización en siete zonas diferentes, con base en las recomendaciones planteadas 

por el biólogo Thomas van der Hammen a la CAR, según se lee (Cogua, 2020b).  Acerca 

del páramo, se le contempla como “un espacio biogeográfico vital para los intereses del 

norte del Departamento” vital y neurálgico para el suministro de agua a Bogotá y la 

Sabana. Se trata pues de un componente del conjunto o “corredor de conservación” 

Sumapaz-Chingaza, como lo denominan Sguerra, Bejarano, Blanco, Jaramillo, & 

Sanclemente (2011, pp. 21-22) y la fuente de aprovisionamiento hídrico del 90% del 

municipio de Cogua. Cobra importancia señalar que, de los tres PDM, este es el único 

que menciona al páramo y, de paso, explica su importancia en la provisión de agua y, por 

esta misma razón, en la funcionalidad territorial departamental.  
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Llama la atención, al revisar objetivos, metas e indicadores de resultado del programa 

“Cogua: reserva natural y fuente de vida” en la matriz estratégica del plan, que 

efectivamente se prevén acciones de “cuidado del recurso hídrico”, de uso de energías 

limpias en el sector rural, de gestión integral del riesgo de desastres y, aspecto 

importante, de seguimiento al cumplimiento de la sentencia del Consejo de Estado sobre 

el río Bogotá, pero no se hace mención alguna del  páramo ni de acciones específicas 

para el mismo. Podría presumirse que diversas acciones de las mencionadas arriba se 

ejercerán en este ecosistema, pero habría sido pertinente detallarlas en la matriz y 

eventualmente explicarlas o cuando menos presentarlas o describirlas. 

3.2 Definición de los niveles de análisis 
Se buscó establecer cómo el municipio interpreta la relación entre la Nación, como ente 

territorial superior, el municipio mismo y la sociedad en la gestión de los servicios 

ecosistémicos de manera general, en tres dimensiones, que se corresponden con las 

categorías en las que se propone agrupar los catorce principios que adoptó la Política 

Nacional para la Gestión Integral de la Biodiversidad y sus Servicios Ecosistémicos. 

 

 Las tres categorías que se proponen se corresponden con tres ámbitos o planos de la 

realidad a los que hacen referencia. El primero es el ámbito ambiental o socioecológico, 

que concierne a la relación entre la biodiversidad y los servicios ecosistémicos con la 

sociedad; el segundo es el ámbito de corresponsabilidad, que hace referencia a la 

participación social, democrática y equitativa en la gestión ambiental, a partir de un 

enfoque diferencial; el tercer ámbito concierne al ordenamiento territorial. Veremos estos 

tres planos con mayor detalle a continuación. 

 

Ámbito socioecológico : hace referencia a la relación entre el humano y la naturaleza, en 

particular de la importancia que tiene la biodiversidad para el sostenimiento de los 

servicios ecosistémicos y la supervivencia de vida en el planeta. Dentro de la PNGIBSE 

se asumió que la vida humana, la calidad de vida y el bienestar de la población 

colombiana, así como la sostenibilidad de los ecosistemas y el desarrollo sostenible del 

país dependen de la protección de la biodiversidad y del suministro de los servicios 

ecosistémicos cuya disponibilidad está sujeta a variabilidad. Este ámbito recoge los 

principios 1, 2, 3, 4, 8 y 9 de la PNGIBSE. 
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Ámbito de corresponsabilidad, equidad y enfoque dif erencial : Corresponde a la 

participación entre los diferentes actores en administración y protección de los SE. En la 

PNGIBSE la gestión de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos está ligada al 

respeto de la diversidad étnica y cultural, fundamental en el diseño de estrategias locales 

de conservación, es una responsabilidad compartida, implica participación social 

democrática, justa y equitativa en su manejo, así como concurrencia de sectores y actores 

públicos y privados (reúne las ideas centrales de los principios 5, 7, 11 y 13). 

 

Ámbito de ordenamiento territorial : La gestión de la biodiversidad y los servicios 

ecosistémicos, al operarse en los territorios, debe articularse o hacerse en concordancia 

con las políticas de desarrollo, ordenamiento y asociatividad territorial a escalas nacional, 

regional, departamental y local (integra los aspectos centrales de los principios 10 y 11 de 

la PNGIBSE). 

 

Con la identificación de las tres dimensiones señaladas, se procedió a estudiar las 

menciones de la gestión de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos presentes en el 

componente general, en el ambiental y en otros de cada uno de los planes de desarrollo 

municipal, para analizar cualitativamente si fueron aludidos, citados y acogidos y de qué 

manera los principios orientadores de la PNGIBSE, agrupados en las tres categorías 

antes mencionadas. También, si se adoptan o incorporan en los planes, lineamientos, 

ejes o principios que, aunque no sean los formulados por la PNGIBSE, coinciden en su 

fondo o contenido con los que ella formula. 

 

3.3 Ámbito A: socioecológico 
La supervivencia de la vida en el planeta, la vida humana, la calidad de vida y el bienestar 

de la población colombiana, así como la sostenibilidad de los ecosistemas y el desarrollo 

sostenible del país dependen de la protección de la biodiversidad y del suministro de los 

servicios ecosistémicos cuya disponibilidad está sujeta a variabilidad (recoge los 

principios 1, 2, 3, 4, 8 y 9 de la PNGIBSE). 
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A.1 Referencia a la relación entre el humano y la n aturaleza, tanto a nivel 
general como en el municipio  

Se buscó observar en cada plan si se aborda, explica o define, y de qué forma, dicha 

relación, a la cual no se alude en el PDM de 2012. En cambio, en el PDM de 2016, a 

través de la definición del denominado “motor ambiental” en los artículos 12 y 17, se 

expone la relación humano-naturaleza: aquel depende de esta y debe ejercer una 

correcta gestión de la misma, pues de ella depende su vida. La adopción de los ejes 

transversales “cambio climático” y “ODS”, intersectados con los cuatro motores de este 

plan, hace ver que el PDM confiere importancia a la relación humano-naturaleza. No 

obstante, el tema no se desarrolla ni contextualiza. 

 

Llama la atención la adopción en el plan de este motor ambiental, pues hace pensar en 

una apuesta y un compromiso a fondo con la gestión y la protección de la biodiversidad y 

los  servicios ecosistémicos municipales en el contexto del páramo de Guerrero. De modo 

que, si bien es tenido en cuenta en los siguientes ámbitos de este análisis, vale la pena 

ampliar desde ahora informaciones sobre el mismo. Dicho motor tiene como fin 

“capitalizar la riqueza hídrica y natural del municipio, para generar procesos que 

posicionen a Cogua, como ejemplo de equilibrio entre el crecimiento económico, humano 

y ambiental” lo que puede entenderse como obtener provecho económico de los servicios 

ecosistémicos, hecho que sería positivo para el municipio si, como se dice, se lograra un 

equilibrio y se fomentara el “crecimiento ambiental”. 

 

Los dos ejes estratégicos del motor apuntan respectivamente a la protección de la 

biodiversidad y los servicios ecosistémicos, el eje “protección de recursos naturales”, y a 

la gestión del riesgo, el eje “prevención de desastres”. Para lograrlo, se menciona que lo 

más necesario es contar con “una ciudadanía con conciencia ambiental y sentido de 

pertenencia territorial capaz de interactuar apropiadamente con su entorno” sin dar cuenta 

de la manera como se debería alcanzar dicho propósito (Cogua, 2016, art. 17).  

 

En el artículo 16 del plan, que presenta los componentes transversales del plan (los 

cuales se relacionan con cada uno de los cuatro motores, incluido el ambiental) se 

informa cuántas metas de cada componente corresponden a cada motor, sin detallarlas ni 

explicarlas, al menos en esta sección. Así, 25 metas corresponden a la vez al motor 

ambiental y al eje transversal Objetivos de Desarrollo Sostenible, concernientes a los 
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ODS 12 y 15; en nueve metas coinciden el motor ambiental y el eje Infancia y 

Adolescencia; doce metas unen al motor ambiental con el Eje Paz y Reconciliación. El eje 

transversal cambio climático se intersecta con el motor ambiental en 19 metas “que 

aportan a mitigar el calentamiento global”; la transversalidad denominada “Visión 2036” 

incluye 19 metas que hacen parte del motor ambiental.  

 

Si bien se observa un esfuerzo por involucrar temáticas diversas y evidenciar su 

interrelación con los objetivos ambientales del motor ya mencionado, el contenido de este 

no es presentado ni profundizado en términos conceptuales dentro del texto del PDM más 

allá de lo aquí citado, no se recurre a un soporte técnico o documental como lo habría 

podido ser la misma PNGIBSE u otros documentos técnicos o académicos. Lo anterior 

conduce a que, al menos para quien lee el PDM, no se teorice ni ejemplifique el motor 

ambiental, lo que limita su sustento. 

 

Llama en cambio la atención que, al revisar la matriz estratégica de los subprogramas del 

motor ambiental, en el artículo 21, sí se reporta una extensa lista de 27 metas, con sus 

respectivos indicadores, referentes a acciones concretas de protección ambiental, gestión 

del riesgo y adaptación al cambio climático. Entre ellas se cuentan reforestación de 

hectáreas de áreas protegidas, cercado de zonas de interés hídrico, adquisición por el 

municipio de zonas para reserva y de interés hídrico, construcción y mejora de 

invernaderos para propagación de material vegetal, desarrollo de semilleros de 

vegetación nativa, acciones de identificación y protección de la biodiversidad, alianzas con 

otras entidades públicas y del sector privado para ejercer acciones de protección 

ambiental, formulación de la política del agua, conformación de grupos ambientales en el 

marco de los PRAES, jornadas ciudadanas de sensibilización y mantenimiento, 

formulación e implementación del sistema de gestión ambiental municipal, gestión del 

proyecto de microembalse municipal, acciones pedagógicas acerca de riesgos y 

vulnerabilidad, acciones de prevención y respuesta ante el riesgo, entre otras más. 

 

En el PDM de 2020 se evoca en la presentación del plan, a la vez de forma amplia y 

anclada al ámbito del municipio, esta relación al recordar que Cogua es un “(…) hermoso 

territorio, privilegiado por su imponente naturaleza”, vista como el elemento que determina 

la interacción entre los sujetos y el lugar o espacio en que habitan y del que se apropian, 

que influye sobre ellos y al que ellos a su turno modelan. Se insiste en la relación 
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humano-naturaleza y en el papel que deberían jugar la administración y la ciudadanía al 

promulgar que “cuidaremos nuestro territorio, nuestro medio ambiente, el agua, 

respetaremos y defenderemos su vocación”. 

 

La administración hace un llamado a sí misma y a la población municipal a “cambios 

profundos en (…) las relaciones sociales y con el medio ambiente”, así como, pocas 

líneas más abajo, a trabajar en aras de la productividad, procurando al mismo tiempo “la 

sensibilidad frente a lo humano” y “la sostenibilidad ambiental” (Cogua, 2020a, p. 5). Esta 

forma de abordar la relación humano-naturaleza queda también consignada al adoptar, 

como una de las cuatro grandes dimensiones en que se concibe el plan, la “dimensión 

biológica del ser” y al subrayar la pertinencia de adelantar “acciones ambientales”, entre 

otras, como respuesta a la amenaza planteada por el nuevo coronavirus. Para que el 

humano pueda afrontar con éxito riesgos como este, requiere proteger la naturaleza, es 

decir la biodiversidad y los servicios ecosistémicos. 

 

El tomo II del documento, constituido por el componente de diagnóstico, señala la 

existencia de la llamada Agenda Ambiental Municipal, importante entre otras razones por 

presentar un paralelo histórico entre “la transformación ambiental del territorio” y “las 

dinámicas, procesos y desarrollos culturales y socioeconómicos [del] municipio de Cogua” 

(Cogua, 2020b, p. 16). Igualmente, en el “contexto ambiental regional”, se menciona que 

Cogua es reconocido como “municipio hídrico y reserva natural de vida” (Cogua, 2020b, p. 

20) para luego alertar sobre la pérdida de esta capacidad hídrica en los últimos cuarenta 

años, debido a la deforestación intensiva, la actividad agropecuaria no sostenible y la 

desecación de predios rurales. Se podría derivar de esta constatación la necesidad de un 

mayor compromiso del humano habitante o gobernante de Cogua con la naturaleza del 

municipio si se pretende revertir esta situación.  

 

A.2 Referencia a la necesidad de proteger la biodiv ersidad y los servicios 
ecosistémicos y de afrontar situaciones de variabil idad de los mismos 

Esta necesidad se contempla tanto a escala global o planetaria, como del municipio, con 

miras a garantizar la vida, incluyendo la humana. Se quiso observar si se alude en los 

PDM a esta idea amplia, que encabeza o preside la PNGIBSE, como ver si en los PDM se 

contempla la asociación entre la protección de la biodiversidad y los servicios 

ecosistémicos y la protección de la vida, así como circunstancias y posibilidades de 
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variabilidad, particularmente el cambio climático, que eventualmente impacten la 

biodiversidad y los servicios ecosistémicos de Cogua y del páramo de Guerrero. 

 

El PDM de 2012 no hace referencia evidente a la protección de la biodiversidad y los 

servicios ecosistémicos como condición obligatoria para garantizar la vida, incluida la 

humana, ni al cambio climático u otras circunstancias de variabilidad. No obstante, el “eje 

Institucional y de Gobernabilidad: Cogua participativa, segura y moderna”, enumerado en 

el artículo 13 y desarrollado en el 17, incluye el programa llamado “Cogua preparada y 

segura para las emergencias”, tendiente a “salvaguardar la vida y los bienes de los 

habitantes […], previniendo y disminuyendo los riesgos y garantizando una atención 

oportuna y eficaz”, aborda la gestión del riesgo, sin designarla así. Si bien no discierne 

entre los diferentes tipos de riesgos y emergencias, podría aludir a riesgos derivados de la 

incorrecta gestión de fenómenos naturales, que conciernen a la variabilidad ambiental. 

 

En el artículo 15 del plan, que presenta el eje económico llamado “Cogua productiva, 

competitiva y sostenible” y sus cuatro programas, llama la atención el 2, cuya presencia 

se habría esperado no aquí, sino en el eje ambiental. Denominado “Ambiente con 

garantía para la vida”, título que vincula estrecha y explícitamente la protección de la 

biodiversidad y los servicios ecosistémicos a la subsistencia, se fijó el objetivo de 

“propiciar un ambiente saludable y sostenible basado en condiciones sociales, técnicas y 

administrativas apropiadas y que conlleven a generar acciones comunitarias para la 

restauración ambiental del territorio alterado por la intervención humana”. No se explicó 

cómo se llevaría a cabo este programa. 

 

Entre tanto, en el artículo quinto del PDM de 2016, en que se formulan misión y visión del 

municipio para el cuatrienio, se asume “el compromiso de realizar una gestión pública 

transparente, eficiente, eficaz y efectiva, que formula e implementa políticas públicas 

dirigidas al desarrollo humano, económico y sostenible de la población coguana (…)”. Al 

emplear la ya conocida expresión “desarrollo sostenible”, no se refiere explícitamente a la 

gestión de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos, ni se sugiere que esta se efectúe 

con el fin de garantizar la vida humana y la calidad de vida en el municipio.  

 

Este PDM comprende cuatro grandes componentes o “motores” estratégicos, 

particularmente el ya mencionado “motor ambiental”. La mención de lo relativo a la 
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gestión y la protección de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos, así no se les 

designe en estos términos y no se haga mención de la PNGIBSE, haría suponer que este 

asunto reviste importancia central para la administración municipal de la época. Este 

motor, como se dijo, incluye dos “ejes estratégicos”: el de “protección de recursos 

naturales” y el de “prevención de desastres”. Al decirse que ambos “buscan armonizar el 

desarrollo económico y humano del municipio con la sostenibilidad ambiental y protección 

de los recursos naturales que abundan en el territorio”, se considera, aunque de forma 

implícita, que estos aspectos de la vida humana dependen de la protección de la 

biodiversidad y los servicios ecosistémicos. Habría sido significativo, más aún en atención 

al extenso inventario de acciones y metas propuestas, que esta referencia se hubiese 

hecho de forma clara y evidente, dando cuenta desde el momento en que se enuncian 

ambos ejes, de las diferentes acciones que se pondrían en marcha para proteger los 

“recursos naturales” y prevenir “los desastres”.    

 

El interés por el ambiente como elemento primordial para la vida, incluida la humana, y 

para el municipio, se entrevé en la elección de dos de los cinco componentes 

transversales, los cuales se intersectan y articulan con los motores. Uno de estos 

componentes lo integra el conjunto de los Objetivos de Desarrollo Sostenible 

especialmente 2, 6. 7, 13 y 15, excepto el 14, particularmente citados cuando se aborda el 

tema ambiental. Otro componente transversal es designado como “cambio climático”, en 

el marco del cual se plantean acciones y actividades sectoriales, a nivel de los cuatro 

motores, que “propenden por mitigar los efectos del calentamiento global [y] protegerán la 

vocación económica del municipio”. La referencia cruzada a estos ODS sugiere que el 

equipo que elaboró del PDM se esforzó por asociar las metas con ellos; aunque habría 

sido provechoso explicarlos en el contexto de municipio.  

 

La citada adopción de los ODS como uno de los enfoques y uno de los componentes 

transversales del PDM implica una voluntad de hacer frente a la variabilidad. En el mismo 

sentido, dentro del llamado motor ambiental (artículos 12 y 19) se considera que el 

municipio vive un proceso de transformación climática ante el cual se debe actuar. 

Además del componente transversal “cambio climático”, uno de los programas del motor 

ambiental del PDM, denominado “Cogua sostenible y preparada para el cambio climático, 

una oportunidad para la paz” está dedicado expresamente al cambio climático, la 

adaptación al mismo y la mitigación de sus efectos, lo que incluye, entre otras, “acciones 
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de protección de los ecosistemas forestales y zonas de interés hídrico”, sin que se 

mencione, en cambio, cuáles acciones serán.  

 

El artículo 17 de este plan detalla el motor ambiental, cuyo fin es “armonizar el desarrollo 

del municipio con la sostenibilidad ambiental y un ambiente saludable, a través de la 

protección de los recursos naturales y las zonas de interés hídrico”. A través de estas 

palabras se asume la idea según la cual la protección de la biodiversidad y los servicios 

ecosistémicos resulta necesaria para garantizar la vida humana. La pertinencia de dicho 

motor ambiental se sustenta, según la administración de la época, en la necesidad de 

“mitigar el impacto negativo del desarrollo económico en las condiciones sociales y 

humanas del municipio, lo que constituye un aporte para la construcción de la paz y de la 

equidad en el Municipio”. 

 

Otro programa del motor ambiental se denomina “respeto y protección del ambiente una 

oportunidad para Cogua y la paz”. La concepción del rol crucial del ambiente para la vida, 

incluida la humana, se recoge y expresa en el título mismo. Uno de los subprogramas se 

orienta a adelantar “protección y conservación de los ecosistemas”, en concordancia con 

los principios de la PNGIBSE aun cuando esta no sea mencionada dentro del documento.  

 

En el PDM de 2020, como parte central de la visión que se adopta, se contempla que 

Cogua sea reconocido como “municipio verde de la Sabana, productor de agua, (…) 

protector de sus recursos naturales y respetuoso de toda la forma de vida”. Aunque se 

parte del tradicional concepto de “recursos naturales” para referirse a la biodiversidad y 

los servicios ecosistémicos, lo destacable reside en poner en paralelo la protección de los 

mismos con el respeto a la vida, estableciendo una relación de reciprocidad (Cogua, 

2020a, p. 9-10) en cuyo centro se sitúa, según el texto del plan, el ser. 

 

La idea del ser se retoma de forma totalizante para identificar las cuatro “dimensiones del 

ser” en que se agencia el plan, siendo la primera de ellas la “dimensión biológica” que, 

como lo indica su nombre, vincula no simplemente el desarrollo municipal sino la vida 

misma a la protección de los “recursos naturales renovables” mediante “prácticas limpias 

y sostenibles” (Cogua, 2020a, p. 14). Una situación imprevista y concreta ante la cual se 

pone de presente la necesidad de efectuar “acciones ambientales” para proteger la vida 

humana la constituye la pandemia de la COVID-19 (Cogua, 2020a, p. 21) que debe ser 
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enfrentada a través de la “acción ambiental”, la cual no se define ni se explica cómo ha de 

llevarse a cabo.   

 

Como se ha visto, la adopción de los ODS como parámetros en los programas de cada 

uno de las cuatro dimensiones del plan, en particular el objetivo 7, con base en el cual se 

prevé “adoptar medidas urgentes para combatir el cambio climático y sus efectos”, y el 15, 

en virtud del cual se busca “luchar contra la desertificación, detener e invertir la 

degradación de las tierras y detener la pérdida de biodiversidad”, manifiestan 

abiertamente una voluntad de contemplar la variabilidad como factor susceptible de 

repercutir en la biodiversidad y los servicios ecosistémicos del municipio, que sin embargo 

no se plasmó de forma concreta, explícita y precisa en los subprogramas, objetivos y 

metas del plan. 

 

El componente de diagnóstico de este plan, presente en el tomo II, no hace referencia a 

los objetivos a futuro de la administración, pero integra elementos clave para la definición 

de esos lineamientos a manera de contexto genérico e histórico. Como se vio 

anteriormente, se presenta el páramo de Guerrero como “corredor de conservación” que 

hace parte del conjunto Sumapaz-Chingaza y que surgió de iniciativas mancomunadas 

con el propósito de “salvaguardar el patrimonio natural global, nacional y regional”. Se 

recuerda que este conjunto de complejos de páramo es visto como “esperanza (…) para 

el suministro de agua” para Bogotá y la Sabana. Se deja aquí clara la relación que se 

establecen la biodiversidad y los servicios ecosistémicos del páramo, pese a no ser 

designados con estos términos, con la vida humana a través de este suministro de agua 

(Cogua, 2020b, p. 18). 

 

En el componente de formulación estratégica, tomo III del documento del plan, se expone 

nuevamente el programa “Cogua, reserva natural de agua y fuente de vida”, que incluye 

entre sus alcances “crear conciencia ambiental en la comunidad, y promover políticas 

públicas en pro de la protección y [la] conservación eco-sistémica [sic.]”: además de hacer 

evidente la relación humano-naturaleza en el contexto del municipio de Cogua, se hace 

referencia casi literal a la protección de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos, es 

decir al objetivo general de la PNGIBSE, pero sin mencionarla a ella ni incorporar sus 

principios y lineamientos, lo que hace pensar en una coincidencia, resultante de un 
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acercamiento somero al tema, más que en un ejercicio reflexivo de consulta y apropiación 

del instrumento. 

 

A.3 Referencia a la relación entre la protección de  la biodiversidad y los 
servicios ecosistémicos en Cogua y el desarrollo so stenible del municipio y 
de los entes supramunicipales de los cuales hace pa rte 

Se pretendió observar si dicha relación fue insinuada o señalada abiertamente esa 

relación y, en tal caso, si se planteó cómo se llevaría a cabo. En el PDM de 2012 se cita 

en los considerandos del plan la Ley 136 de 1994, artículo 3, numeral 4, en virtud del cual 

una de las funciones de los municipios consiste en “planificar el desarrollo económico, 

social y ambiental de su territorio (…)”. Igualmente, todo municipio debe, según el numeral 

6, “velar por el adecuado manejo de los recursos naturales y del medio ambiente”.  

 

En el artículo 5, que expone la “visión” del mismo, se vislumbra que el municipio sea 

reconocido dentro de veinte años por sus “reservas hídricas” y su “infraestructura 

sostenible”. Los términos “sostenible” y “sostenibilidad” aparecen varias veces, entre ellas 

en los artículos 6 y 7, que fijan como visión y objetivo general del plan, entre otros, el de 

hacer del municipio un “territorio sostenible”, asunto igualmente tratado en los artículos 15 

y 16. El primero de ellos versa sobre “el ecoturismo como fuentes de desarrollo 

económico” y el segundo alude a Cogua como “eje ambiental y territorial”. Como se ve, la 

relación entre gestión de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos y el desarrollo 

sostenible no se expone claramente, ni menos se explica qué acciones se ejercerán para 

lograr los propósitos fijados al horizonte de veinte años. 

 

Es al analizar los ejes del plan que se pueden percibir, sin que haya construcción 

conceptual ni detalle de las acciones a ejercer, alusiones al vínculo entre protección de la 

biodiversidad y los servicios ecosistémicos y el llamado desarrollo sostenible. No se 

encuentran, como podría esperarse, en el denominado “eje ambiental y territorial”, sino en 

el “eje económico”, cuyo objetivo consiste en “generar oportunidades productivas en lo 

agropecuario, agroindustrial, minería y el ecoturismo como fuentes de desarrollo 

económico para Cogua y su población”. Nótese particularmente la referencia a la minería, 

la cual es asumida y aceptada como una de las actividades productivas del municipio; 

esta es la única referencia en tal sentido que aparece en estos tres PDM y puede 

responder a la convicción en tal sentido de uno o varios miembros del equipo de gobierno, 
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a una voluntad de concertación con el sector minero o a presiones ejercidas por este 

mismo. Nótese además que la designación del programa 1 de este eje como “Cogua: un 

destino para VERde verdad”, con el juego sonoro de palabras entre “verde” y ver: lo 

“verdadero” de Cogua, es la llamada “belleza escénica”, es decir lo que se aprecia y 

disfruta visualmente y, al mismo tiempo, su variada biodiversidad. Se retoma y reafirma lo 

postulado en su momento en el PBOT, que liga la existencia misma de Cogua a la 

protección del ambiente. El turismo ecológico y paisajístico se erige en actividad 

económica principal, a la que se suman otras asociadas a servicios ecosistémicos de 

carácter cultural: la gastronomía se vincula tanto al aprovisionamiento de productos 

locales como a la cultura local. Se defienden igualmente, en el programa 3 del eje 

económico, la producción agropecuaria y la comercialización limpias, lo que favorecería la 

sostenibilidad y la competitividad, pero las actividades que las potencian o impulsan no 

aparecen explicadas ni tampoco están disgregadas en subproyectos, metas ni indicadores 

que permitan conocer en detalle en qué consisten o cómo se llevan a cabo.   

 

Poner al mismo nivel la minería, el ecoturismo y la producción agropecuaria limpia como 

actividades productivas evidencia una intención de satisfacer los intereses de sectores y 

actores económicos disímiles e inclusive contrapuestos, compromiso difícil de lograr en un 

territorio donde el cese de la minería resulta indispensable para la protección del agua, 

principal producto municipal, el paisaje, indispensable para el turismo, y los ecosistemas 

andinos y de páramo. Ciertamente, en la época no existía la Ley de Páramos, pero sí los 

acuerdos de la CAR orientados a la limitación o el cese de la minería en dichas áreas.  

 

En el artículo quinto del PDM de 2016 se expone la visión de la administración del 

municipio a largo plazo. Se espera que “en el año 2036, el Municipio […] estará 

posicionado en la Región y en el Departamento, como un territorio ambiental, turístico y 

sostenible (…)”. Al hablar de “territorio ambiental”, se alude de forma extensa pero vaga al 

tema de la gestión de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos, que se hará orientada 

a garantizar su sostenibilidad, como lo postula la PNGIBSE, a la que sin embargo no se 

hace referencia. El artículo octavo presenta los cinco enfoques del PDM, entre ellos el de 

“Objetivos de Desarrollo Sostenible”. Al adoptar los ODS como un enfoque del plan, se 

está asumiendo el compromiso de protección de la biodiversidad y los servicios 

ecosistémicos, así como de adaptación al cambio climático, pero justamente al remitirse a 
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los ODS se elude aportar una exposición propia de argumentos y motivos, lo que deja al 

plan carente de profundidad temática en ese sentido. 

 

Mediante el citado motor ambiental, presentado en los artículos 12 y 17, se asume que la 

sostenibilidad, tanto ambiental como social y económica, depende de la protección de la 

biodiversidad y los servicios ecosistémicos, sin mencionarlos con este vocabulario. Se 

reitera la idea de la protección ambiental como condición para la vida en general, la vida 

humana y la calidad de vida en Cogua, idea que se enfatiza en el artículo 18 acerca de la 

pertinencia de dicho motor ambiental. Al presentar los programas y subprogramas del 

motor ambiental a lo largo del artículo 19, se alude también a la sostenibilidad como 

objetivo a lograr mediante la protección de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos, 

pero sigue habiendo carencias teóricas y falta de presentación de los mecanismos 

necesarios para lograrlo. 

 

A su turno, el PDM de 2020 insiste especialmente, en su introducción, en la necesidad de 

adoptar criterios de sostenibilidad ambiental en la gestión municipal, como lo recomienda 

la PNGIBSE, que no es citada. Al explicar la visión a futuro, también se insiste en el 

propósito de la administración de conseguir desarrollo sostenible (Cogua, 2020a, p. 9), 

pero no se explica cómo, no se presentan los criterios de sostenibilidad –aparte de los 

ODS–, ni se presenta un mecanismo para su adopción.  

 

Así como el PDM 2016 adoptaba los ODS en uno de sus cinco enfoques, el plan de 2020 

los incorpora de manera transversal en sus cuatro “dimensiones del ser” (biológica, social, 

económica y política). Cada programa de ellas se asocia a uno o varios ODS: los 

programas denominados “Cogua, reserva natural y fuente de vida” y “Prácticas Limpias y 

Sostenibles de los recursos naturales renovables”, se asocian a los ODS 7, el 13 y el 15 

para el primero y 6 y 11 para el segundo. A su vez, la sostenibilidad se considera como 

una condición en adelante indispensable de las actividades turística y agropecuaria, las 

dos predominantes y en las que se busca centrar el desarrollo económico municipal 

(Cogua, 2020a, pp. 15-16), ante la limitación y la sustitución completa de la minería, 

acciones que se consideran necesarias en el plan.   
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3.4 Ámbito B: de corresponsabilidad 
La gestión de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos está ligada al respeto de la 

diversidad étnica y cultural, fundamental en el diseño de estrategias locales de 

conservación, es una responsabilidad compartida, implica participación social, 

democrática, justa y equitativa en su manejo, así como concurrencia de sectores y actores 

públicos y privados (reúne las ideas centrales de los principios 5, 7, 11 y 13 de la 

PNGIBSE). 

 

B.1 Referencia a la noción de corresponsabilidad co mo postura a adoptar 
por parte del sector público, incluyendo a las auto ridades ambientales, con 
miras a la protección de la biodiversidad y los ser vicios ecosistémicos de 
Cogua.  

Se observó la referencia dentro de los PDM a la noción de corresponsabilidad, de forma 

explícita o indirecta, cómo se asume dicha postura y de qué forma se ejerce o se prevé 

ejercer para proteger la biodiversidad y los servicios ecosistémicos del municipio. Al 

referirse al sector público, se comprende al ente territorial municipal, a la autoridad 

ambiental regional que ejerce jurisdicción sobre el municipio, es decir la CAR, así como a 

las entidades que conforman el Sistema nacional ambiental (SINA), como el Ministerio de 

Ambiente y Desarrollo Sostenible. Igualmente, se alude a otras entidades públicas. 

 

Uno de los principios del PDM de 2012, consignado en el artículo 9, es el de equidad. No 

se alude en absoluto a los principios de la PNGIBSE o a la protección de la biodiversidad 

y los servicios ecosistémicos. Aunque, si el objetivo general consiste en lograr un 

“territorio sostenible”, la equidad debería concernir a este propósito, sin que tal pretensión 

se manifieste de forma explícita, tanto en el disfrute del territorio, como en los esfuerzos y 

compromisos para lograrlo. Esta idea se enfatiza en el artículo 10, al plantearse que uno 

de los tres “valores” del plan es la “responsabilidad social”, la cual implica 

corresponsabilidad y equidad, en aras de mejorar “el entorno social y físico”: dentro de 

este último término, “físico”, quedaría comprendido de forma muy opaca y poco evidente 

lo relativo a la biodiversidad y los servicios ecosistémicos. El término “corresponsabilidad” 

es explícitamente designado al adoptar esta noción como uno de los enfoques del plan en 

el artículo 11, pero sin estar vinculado a la gestión de la biodiversidad y los servicios 

ecosistémicos ni a ningún otro término o expresión relativa al tema.  
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Sin designarla así, en el motor ambiental del PDM de 2016 (artículo 12) se considera la 

corresponsabilidad como primordial para garantizar la protección del ambiente; de nuevo, 

como es frecuente en los tres planes, se alude a aspectos relacionados con la protección 

de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos sin emplear estas palabras y 

expresiones. Tratándose de las entidades públicas de alguna manera corresponsables de 

la gestión ambiental municipal para llevar a cabo las acciones previstas en el componente 

transversal de cambio climático, entre ellas la protección de los ecosistemas forestales y 

las zonas de importancia hídrica, el municipio alude al MADS, en cuyos criterios legales y 

técnicos instituidos se basa en plan; al citarlos, se evita desarrollarlos y presentar una 

argumentación propia. Al explicar la pertinencia del motor ambiental del PDM, en el 

artículo 18 se subraya que “los programas incluidos en este motor se acogen a la 

exigibilidad de CAR y al concepto técnico emitido por la Corporación”. De esta manera, se 

llama a la corresponsabilidad del municipio, el Ministerio y la CAR en la protección de la 

biodiversidad y los servicios ecosistémicos de Cogua, lo que se podría considerar como 

un interés positivo por lograr sinergias y unidad de criterios con estas entidades, pero a la 

vez como un intento de descargar en ellas la toma de decisiones y la ejecución de 

acciones que también corresponden al municipio. 

 

En el PDM de 2020 se explica que, como parte de la metodología de este plan, se llevó a 

cabo una fase de diagnóstico, la cual “consistió en un proceso participativo e innovador de 

encuentros comunitarios, realizados a través de 25 talleres, con una asistencia de más de 

1574 personas del área urbana y rural, los cuales integraron a líderes comunitarios, 

grupos focales, gremios e instituciones (…)”. Como resultado del proceso, aparecieron 

una serie de temáticas centrales con base en las ideas y necesidades centrales a juicio de 

los participantes.  La más relevante, a juicio de 243 de las personas consultadas, fue la 

del suministro de servicios públicos, tema, que si bien no es el ambiental, se relaciona con 

la gestión de los servicios ecosistémicos en lo concerniente al suministro de agua, al 

tratamiento de las aguas servidas y a la gestión de los residuos sólidos. El tema ambiental 

fue considerado el de mayor relevancia por 215 personas, lo que lo hace el segundo más 

importante para el grupo consultado. Otros temas relacionados directa o indirectamente 

con el ambiental, como el de bienestar, el de comercio y turismo, deporte y salud fueron 

señalados por los participantes. Cincuenta de ellos consideraron específicamente al agua 

como el tema que debería ser de mayor relevancia para la administración municipal 

(Cogua, 2020a, pp. 6, 7).     
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En este plan no se emplea el término “corresponsabilidad” ni se hace referencia a la 

noción de forma indirecta. Se alude a ella en el componente general, sin entrar en detalles 

sobre el mecanismo para su puesta en práctica cuando se comenta, de modo puramente 

descriptivo, que el municipio “ambientalmente se encuentra en jurisdicción de la oficina 

provincial del Sabana Centro de la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca” 

(Cogua, 2020a, p. 28). Se puede inferir que la gestión ambiental del municipio, aparte de 

las políticas y acciones que él mismo adopte, está sujeta a las disposiciones y acciones al 

respecto adoptadas por la Corporación como lo establece la ley, ciertamente, pero de 

cierta manera sometiéndose o ateniéndose a lo que decida y ejerza la corporación. Si 

bien no debería tratarse por parte del municipio de ejercer acciones redundantes o 

contradictorias con las de la corporación, tampoco se trata de descargar en ella las 

responsabilidades, sino que se debería actuar coordinadamente, con responsabilidad 

conjunta.  

 

En el componente diagnóstico del plan, se menciona que el corredor de conservación del 

páramo de Guerrero surgió como resultado de “iniciativas de ONGs y de alianzas 

estratégicas con diferentes organizaciones del Estado” sin precisar cuáles (Cogua, 2020b, 

p. 18). De ahí se deduce que para la puesta en marcha de este corredor se tuvieron en 

cuenta las sugerencias y proposiciones tanto de parte del sector público, como de los 

actores de la sociedad civil que integran las organizaciones o que participaron en 

actividades llevadas a cabo por ellas acerca de este tema. Se trató pues de un ejercicio 

puntual de gobernanza, que para resultar efectivo debería inscribirse en lo sucesivo, una 

vez adoptado el plan, en una serie regular, continua, institucionalizada, abierta y accesible 

de espacios de participación ciudadana incluyente e incidente. Así se enriquecerían los 

aportes y se podría evaluar con claridad, por parte de los actores, si sus sugerencias y 

proposiciones fueron adoptadas o incorporadas. 

 

Se precisa en términos generales que la participación de las entidades concernidas por la 

gestión ambiental se debe articular con la participación comunitaria, por lo cual cobra 

importancia para el municipio la promoción del SIGAM, Sistema de gestión ambiental 

municipal, que adelantan el Ministerio de Ambiente y la CAR (Cogua, 2020c, p. 6).   
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B.2 Referencia a la gobernanza, a los mecanismos de  participación 
ciudadana con adopción de enfoque diferencial y al papel de la academia y el 
sector privado en la protección de la biodiversidad  y los servicios 
ecosistémicos de Cogua 

Se quiere observar aquí la manera como se contempla la participación ciudadana, incluida 

la del campesinado, grupos étnicos y diversidad, en la concepción y la puesta en marcha 

de políticas y acciones de gestión y protección de la biodiversidad y los servicios 

ecosistémicos en el municipio. Se busca igualmente observar si son tenidas en cuenta las 

entidades privadas por los PDM y qué rol o responsabilidad se les atribuye en la gestión 

ambiental del municipio. 

 

En el artículo 4 del PDM de 2012, al presentar el plan estratégico, se dice que en cada 

uno de los ejes estratégicos del Plan se adoptará un enfoque diferencial, orientación que 

recoge el objetivo general del plan, sin referirse explícitamente a que este enfoque se 

adopte para incorporar los aspectos relativos a protección de la biodiversidad y los 

servicios ecosistémicos. 

  

La visión y la misión del plan, expuestas en los artículos 5 y 6, se apoyan tanto en la 

“gobernabilidad”, como en la “participación ciudadana”, que se pondrían en práctica para 

lograr los objetivos fijados, entre ellos el de hacer de Cogua un territorio sostenible. En el 

artículo 7 se plantea la participación de la ciudadanía como parte del objetivo general, que 

consiste en hacer de Cogua un territorio sostenible mediante un “con enfoque de 

desarrollo humano, inclusivo y diferencial”, pero no se dice cómo funcionaría este ejercicio 

ni se da a entender que se trate de un ejercicio de gobernanza estable, duradero, 

institucionalizado y abierto.  

 

Como parte de la “responsabilidad social” necesaria para el mejoramiento del entorno 

físico, se manifiesta la intención de “vincular a los sectores productivos, educativos y 

sociales, tanto públicos como privados aunando esfuerzos”. Esta idea se retoma en el 

artículo 11, que menciona explícitamente la “transectorialidad” como parte de la 

“corresponsabilidad”; no se hace referencia explícita ni implícita a los aspectos cobijados 

por los principios de la PNGIBSE.  Siendo uno de los propósitos del plan el alcanzar el 

desarrollo sostenible y la sostenibilidad en sentido amplio, en la redacción se habrían 

podido asociar estos enfoques y valores a la protección de la biodiversidad y los servicios 
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ecosistémicos y no simplemente dejarlos esbozado para que el lector eventualmente los 

infiriera. 

 

El artículo 13, que enumera los llamados “ejes estructurantes” del plan, incluye el 

“enfoque de derechos” dentro del componente social, que luego se detalla en el artículo 

14, si bien no lo relaciona con los aspectos y principios de la PNGIBSE. En el artículo 17, 

que detalla en qué consiste el “Eje Institucional y de Gobernabilidad: Cogua participativa, 

segura y moderna” se afirma que se instituirán “espacios y ejercicios de participación 

ciudadana, en el que se gerencia lo público para la provisión de bienes y servicios”. 

Aunque aquí sí se habla de llevar a cabo ejercicios participativos, tampoco se explica en 

qué consistirían, de nuevo se omite referir si los asuntos ambientales serían tratados en 

tales ejercicios, ni se dice que entre tales bienes y servicios estén los ecosistémicos. Se 

podría pensar, ateniéndose a la visión, la misión y los objetivos, que lo “público” 

comprende, entre otros, el ambiente y la sostenibilidad ambiental, pero queda a criterio de 

la interpretación del lector, cuando debería ser explicitado en el texto. 

 

El artículo 18 de este PDM presenta el “Eje regional”, que hace referencia a la 

asociatividad. Dentro de las llamadas “estrategias generales” de este eje, se plantea 

“promover alianzas y gestión de carácter provincial, intermunicipal y regional con 

entidades públicas, privadas y la academia”. No se alude a la gestión de la biodiversidad y 

los servicios ecosistémicos a no ser que el lector eventualmente suponga que esta hace 

parte de los objetivos de sostenibilidad ambiental del plan y que uno de los campos de 

acción de tales alianzas es ese.  

 

En su artículo quinto, que presenta la misión de la administración para el periodo en 

cuestión el PDM de 2016 aborda explícitamente el enfoque diferencial que se adoptará 

para la gestión de los diferentes asuntos municipales, incluido el ambiental: “el 

compromiso de realizar una gestión pública transparente (…) dirigida[s] al desarrollo 

humano, económico y sostenible de la población coguana con enfoque diferencial e 

incluyente”. 

 

La metodología de elaboración del plan, descrita en el artículo noveno, da cuenta del uso 

de “metodologías participativas como las Mesas Sectoriales de Diálogo Comunitario, 

adelantadas en el marco de la elaboración del Diagnóstico Integral del territorio”. De esa 
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forma se buscó que la ciudadanía, las “fuentes primarias”, particularmente en el área 

rural, tomara parte en la elaboración del documento y definición de políticas y 

lineamientos: podría suponerse que, entre ellos, se encuentran los ambientales. Desde 

otra arista, ya no de elaboración del plan sino de ejercicio del mismo, en el seno del motor 

ambiental, cuyos propósitos son la sostenibilidad ambiental y la protección de los servicios 

ecosistémicos (designados para el caso con la tradicional expresión “recursos naturales”), 

se contempla la participación ciudadana, informada y cualificada, “capaz de manejar el 

riesgo, con una sólida conciencia ambiental y sentido de pertenencia territorial” como 

indispensable, sin detallar qué tipos de mecanismo serán estos, si se trata de 

mecanismos regulares e institucionalizados y de qué manera se trabajará por el desarrollo 

de esa conciencia ambiental en la ciudadanía (artículo 12). A través de los programas y 

subprogramas del motor ambiental, desarrollados en el artículo 19 y particularmente el 

denominado “Acciones ciudadanas para la protección del ambiente”, se busca vincular a 

los actores sociales en la gestión de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos. 

 

Se afirma en la presentación del PDM de 2020 que se invitó al conjunto de la ciudadanía 

a enriquecer el plan durante la fase de elaboración, pues “(…) la participación comunitaria 

es un pilar determinante para construir una sociedad más justa, equitativa y próspera”. No 

se menciona explícitamente a este nivel del documento que dicha participación ataña a la 

gestión de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos; la idea queda en ciernes y 

eventualmente podría inferirse, ya que se sostiene dentro de la misma presentación y a lo 

largo del plan que el aspecto ambiental resulta central; también se afirma que “este será 

un gobierno participativo” sin desarrollar cómo operarán los mecanismos de participación. 

 

En la introducción (Cogua, 2020a, p. 5), se aborda la gobernanza ambiental del municipio 

y se le considera necesaria, al admitir un “creciente inconformismo de la población”, que 

desconfía de las instituciones en general, así como se reconoce la necesidad de 

“reconstruir las relaciones del gobierno local con los pobladores” a todo nivel, incluyendo 

el modelo de desarrollo vislumbrado y “las relaciones sociales y con el medio ambiente”. 

Se invoca entonces la “posibilidad de diálogo permanente y constructivo” con la 

ciudadanía y con esa orientación se propone poner en marcha “nuevas formas de 

gobernabilidad, a partir de un modelo participativo de desarrollo sostenible” en cuyo 

centro se sitúa el ser: de la participación debería surgir la gobernabilidad, entendida de 

forma semejante a la idea de gobernanza, palabra que no se emplea (Cogua, 2020a, p. 
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10). La participación, de hecho, se erige en principio dentro del plan (Cogua, 2020a, p. 12) 

que contempla el diálogo permanente y fortalecido ya citado entre gobierno y ciudadanía: 

afloran ya las ideas de regularidad y continuidad en el ejercicio de la gobernanza, pero 

falta definir el funcionamiento del mecanismo. 

 

Dentro del componente diagnóstico del plan, se describe que el corredor de conservación 

del páramo de Guerrero, de importancia primordial para “salvaguardar el patrimonio 

natural”, ha “surgido a través iniciativas de ONGs y de alianzas estratégicas con 

diferentes organizaciones del Estado”. Sin que haya elementos dentro del mismo 

documento que permitan determinar cuáles son estas ONG, la manera como actuaron, ni 

quién las integraba, se publicita un proceso participativo de al menos una parte de la 

ciudadanía del municipio (Cogua, 2020b, p. 18). 

 

En el componente de formulación estratégica, se plantea, como parte del programa 

“Cogua, reserva natural de agua y fuente de vida”, la puesta en marcha de la Agenda 

ambiental municipal, del sistema de gestión ambiental municipal y de las Agendas 

ambientales sectoriales. Se pretende “fortalecer la institucionalidad y las organizaciones 

comunitarias” y “el diseño de proyectos ambientales comunitarios”, pero articulados con 

las instituciones, para así evitar “un activismo ambiental sin garantías de permanencia” 

(Cogua, 2020c, p. 6).  Este último apunte trasluce un clima, si no de confrontación, 

cuando menos de distanciamiento, entre la institucionalidad y actores de la sociedad civil 

interesados en el ambiente, la eficacia de cuya acción es menospreciada o puesta en 

duda. Es imposible saber si se cuestionan la organización y la práctica de este activismo; 

si el distanciamiento obedece a disparidades de criterio en torno a la gestión de la 

biodiversidad y los servicios ecosistémicos en el municipio; o bien si subyacen diferencias 

partidistas o inclusive políticas e ideológicas entre tal activismo y el gobierno local.  

3.5 Ámbito C: ordenamiento territorial 
La gestión de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos, al desarrollarse en los 

territorios, debe articularse con las políticas de desarrollo y ordenamiento territorial o 

hacerse en concordancia con ellas a escala nacional, regional y local (integra los aspectos 

centrales de los principios 10 y 11 de la PNGIBSE).   
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C.1 Referencia a la articulación entre el ordenamie nto territorial y la 
protección de la biodiversidad y los servicios ecos istémicos en general y en 
Cogua  

En esta subcategoría, se observó la manera como se estableció relación al interior de los 

PDM entre el ordenamiento territorial y la gestión de la biodiversidad y los servicios 

ecosistémicos en términos amplios y concretamente para el caso del municipio. 

 

Se alude en el PDM de 2012, como se acostumbra en estos documentos y sin ampliar ni 

desarrollar la idea, a la articulación entre el ordenamiento territorial y la protección de la 

biodiversidad y los servicios ecosistémicos al citar el artículo 6 de la Ley 388 de 1997, el 

cual estipula que un propósito del ordenamiento territorial es orientar el “desarrollo y 

aprovechamiento sostenible” de los territorios.  

 

El artículo 13 presenta el llamado “Eje Ambiental y Territorial: Cogua ordenada, sostenible 

con proyección sin barreras”. Este nombre, al asociar lo ambiental y lo territorial, haría 

suponer que se articulan el ordenamiento territorial y la gestión de la biodiversidad y los 

servicios ecosistémicos, pero este tema no es tratado. En realidad, la explicación somera 

que lo acompaña precisa que “[la] máxima expresión [del eje] es el lograr el desarrollo de 

Cogua de manera ordenada, con oportunidades de habitabilidad y movilidad con 

proyección económica y sostenible”. Como se lee, no se aborda el aspecto ecológico, 

aparte de la relación que el lector pueda establecer entre el título y la explicación, ni se 

menciona cómo se articularían los objetivos de protección ecológica con acciones, por 

ejemplo, de gestión y control de los usos del suelo.  

 

El artículo 16 del plan presenta en detalle este eje, del que se observa que abarca cuatro 

programas, ninguno de ellos enfocado directamente a la gestión de la biodiversidad y los 

servicios ecosistémicos, sino a la infraestructura, al espacio público, al suministro de 

servicios públicos y a la vivienda. Todos estos aspectos, como se sabe, deben ajustarse a 

los condicionantes socioecológicos, pero esta circunstancia ni siquiera se menciona.  

 

Al igual que en el precedente plan, el PDM de 2016 cita dentro de los considerandos el 

artículo 6 de la Ley 388 de 1997. Se hace también referencia al ordenamiento territorial en 

este PDM, de forma más específica, al adoptar y exponer el componente transversal de 

cambio climático, cuando se plantea que la mitigación de los efectos del mismo en Cogua 
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requiere “acciones que favorecen el ordenamiento ambiental del territorio municipal”, sin 

enunciar cuáles. 

 

Uno valor que la administración municipal de la época defiende es el de “desarrollo 

armónico del territorio”, relativo particularmente a la “distribución equitativa de los 

recursos”. Si bien no se detalla, al atenerse a la descripción de Cogua, presentada en la 

visión como un “territorio ambiental”, se supondría que entre estos “recursos” están la 

biodiversidad y los servicios ecosistémicos. Así, este aspecto es tenido en cuenta, de 

modo bastante opaco, dentro de las políticas municipales de ordenamiento territorial, pero 

estas no se presentan ni se desarrollan. 

 

Asimismo, dentro de los enfoques del plan, objeto del artículo octavo, se halla el 

“territorial” que plantea textualmente la planificación como “un proceso integral que 

articula diferentes políticas públicas (socioculturales, económicas, ambientales, políticas e 

institucionales) para alcanzar territorios sostenibles, competitivos, equitativos y 

gobernables”. Se asocia la adopción de las políticas ambientales con el logro esperado de 

la sostenibilidad territorial. 

 

El llamado “motor ambiental”, uno de los cuatro que hacen parte de este PDM, incluye dos 

programas, uno de ellos es el de “Respeto y protección del ambiente una oportunidad 

para Cogua y la paz”, ya mencionado. Para lograrlo y así “garantizar la sostenibilidad 

ambiental y un ambiente saludable”, se señala entre otras la necesidad de “el adecuado 

ordenamiento y uso del territorio”. Es importante que el municipio admita y recalque la 

reciprocidad que debe existir entre ordenamiento territorial y protección ambiental, reunida 

en la idea de “ordenamiento ambiental del territorio”, pero, como se ha observado ya 

previamente en otros temas, tampoco aquí se presentan ni explican mecanismos y 

acciones previstos para tal fin.  

 

Tras haberse insistido, dentro de la introducción al PDM de 2020, en la necesidad de 

“cambios profundos” en la gestión ambiental, pretendiendo diferenciarse de la gestión de 

las administraciones precedentes, se asume “el territorio como espacio que habitamos y 

que será heredado”. El territorio es abordado como realidad y como noción, subrayando 

que allí se opera el vínculo entre sujeto y naturaleza. De manera a la vez abstracta y 

situada en el ámbito de Cogua, se insinúa el papel del ordenamiento territorial en su 
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protección (Cogua, 2020a, p. 5). Pese a la voluntad afirmada de distinguirse de sus 

predecesoras, no se observa que esta administración, al menos al interior del plan, 

aborde este asunto con mayor profundidad.   

 

C.2 Referencia a la asociatividad territorial como mecanismo de protección 
de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos.  

Esta subcategoría concierne a la mención de la asociatividad territorial en los PDM, vista 

como una manera de ejercer la gestión de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos 

del municipio, y a la relación que se establece en este plano entre Cogua y los entes 

territoriales supramunicipales (provincia, sistema de ciudades del área metropolitana, 

departamento, “Región metropolitana”, “Región Central”, Nación). Se observó en tal 

sentido, en cada PDM, cómo se busca interactuar con las diferentes entidades territoriales 

en las que toma parte el municipio y qué se espera de ellas en protección de la 

biodiversidad y los servicios ecosistémicos del mismo.  

 

En los considerandos del PDM de 2012 se cita la Ley 136 de 1994, la cual formula en su 

artículo tercero, numeral 4, que una de las funciones del municipio consiste en “Planificar 

el desarrollo económico, social y ambiental de su territorio, de conformidad con la Ley y 

en coordinación con otras entidades”.    

 

Hace parte de los llamados ejes estructurantes enumerados en el artículo 13 el “eje 

regional: Cogua construyendo región” que, como su nombre lo indica, “busca concretar 

alianzas estratégicas con los municipios vecinos para apalancar proyectos de orden 

provincial, regional o nacional” y “contribuir al desarrollo de la región”. Se alude entonces 

a los eventuales aportes del municipio al fortalecimiento regional, pero no se contempla el 

aporte de la estructura regional al municipio. Se supone que esta asociatividad territorial 

incluye el componente ambiental o relativo a la gestión de la biodiversidad y los servicios 

ecosistémicos; sin embargo, no está abiertamente expresado así. Este eje se aborda con 

detalle en el artículo 18. 

 

Si el PDM de 2012 aborda la relación entre la asociatividad territorial y la protección de la 

biodiversidad y los servicios ecosistémicos de forma sumamente escueta, implícita y 

superficial, en el PDM de 2016 este tema no se trata. El PDM de 2020 lo refiere al interior 

de su componente diagnóstico, cuando destaca la importancia del complejo del páramo 
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de Guerrero como corredor de conservación “para salvaguardar el patrimonio natural 

global, nacional y regional” y como “suministro de agua principalmente para la capital de 

la república y municipios de la Sabana”. Se denota en estos apartes del plan que la 

biodiversidad y los servicios ecosistémicos de los que dispone el páramo, así como la 

protección que se les brinde, repercuten no solamente en el municipio de Cogua sino en 

otros municipios, la urbe bogotana, la región, el país y el mundo (Cogua, 2020b, p. 18).  

 

Esta idea es refrendada en el componente de formulación estratégica, presentado en el 

tomo III del plan: se insiste en que “El municipio de Cogua realiza un gran aporte 

ambiental [tanto hídrico como de cobertura vegetal y de variedad de fauna] no solo al 

país, sino también al departamento de Cundinamarca” (Cogua, 2020c, p. 5). Para 

robustecer esta afirmación y sobre todo para enfatizar la importancia de Cogua y el 

páramo de Guerrero, en términos ambientales, en el contexto de la funcionalidad 

departamental y regional, habría sido pertinente presentar un inventario de fauna, flora y 

servicios ecosistémicos del municipio, subrayando aquellos de los que se benefician otros 

entes territoriales. Por lo demás, no existe referencia acerca del aporte que, en términos 

de protección de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos, recibiría el municipio de 

parte de la región para garantizar la continuidad de dicho aporte. 

 

Se hace mención de la interacción entre el municipio y la Región Central en la sección del 

documento denominada “Otras iniciativas regionales”. Tras repasar someramente el 

origen y la evolución de dicho ente supramunicipal y mencionar sus objetivos estratégicos, 

se explica que varias temáticas del PDM se intersectan o articulan con las líneas de 

acción regionales, entre ellas las de “gobernanza y gobernabilidad”, “seguridad 

alimentaria” y “sustentabilidad económica y manejo de riesgos”. Aparte de este tema, que 

concierne la variabilidad ambiental y que tampoco es desarrollado, no se alude a la 

gestión de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos al abordar la asociatividad 

regional.   

 

En cambio, cuando se aborda la asociatividad con el departamento de Cundinamarca, a 

través de los paralelismos existentes entre los PDM municipal y departamental, aparecen 

en este último las líneas “más sostenibilidad” y “más integración” que, según el 

documento municipal, se articulan con el programa “Cogua, reserva natural de agua y 

fuente de vida” perteneciente a la dimensión biológica del ser. La primera de estas líneas 
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departamentales se enfoca a garantizar la seguridad hídrica (“agua pura: mejor vida”), la 

protección de los “recursos naturales” (“Cundinamarca al natural”), la búsqueda de 

“alternativas verdes para el crecimiento” y la acción tendiente a hacer del departamento 

un “Cundinamarca resiliente al cambio climático”. La segunda línea departamental citada 

se orienta también a la protección de las fuentes hídricas y los cuerpos de agua. Se cita 

una tercera línea departamental, denominada “más sostenibilidad”, enfocada también a lo 

que el departamento designa como “sostenibilidad hídrica”, a la protección de los 

llamados “recursos naturales” y a la gestión de los residuos sólidos de formas “amigable” 

y “alternativa” (Cogua, 2020a, p. 25). En el componente general de este PDM se hace 

evidente una identificación mucho mayor con los lineamientos y programas 

departamentales que con los regionales, pero se sigue percibiendo la ausencia de 

menciones explícitas a acciones y mecanismos concretos para, por ejemplo, brindar en 

Cogua las “alternativas verdes” o actuar en el municipio con miras a la resiliencia ante el 

cambio climático. 

 

En su componente de formulación estratégica, tomo III del Plan, se asume la necesidad 

de “permear la institucionalidad a través de las herramientas que provienen de las 

instituciones regionales y nacionales”, adoptando lineamientos de dichos entes a la 

gestión local en ámbitos como la protección de los recursos naturales e hídricos, la 

conservación y la reforestación de bosques, la mitigación del cambio climático, las 

energías limpias, la descontaminación y el cumplimientos de la Sentencia del río Bogotá, 

entre otras (Cogua, 2020c, p. 6). 

 

3.6 Ejecución de acciones de gestión ambiental en l os 
PDM  

Al complementar las observaciones y reflexiones precedentes, relativas a la forma como 

se recogen los principios de la PNGIBSE en los PDM, con información acerca de los 

presupuestos, los gastos de inversión y la ejecución presupuestal en rubros relativos a la 

gestión y la protección de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos, se puede tener 

una idea de cómo se llevan a un plano práctico y concreto las posturas y proposiciones 

formuladas en los PDM. Con este objetivo, y aunque el propósito de este estudio no 

reside en llevar a cabo un análisis detallado de los instrumentos presupuestales ni de las 

ejecuciones, se optó por consultar los informes de gestión de los años 2015 y 2019, 
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buscando consultar cuáles fueron los montos asignados y ejecutados en el marco de los 

PDM de 2012, al cual corresponde el informe de gestión 2015, y 2016, al cual 

corresponde el informe de gestión de 2019.  

 

Se observaron los gastos totales anuales de inversión en los rubros que se pueden 

considerar como relacionados con la gestión y la protección de la biodiversidad y los 

servicios ecosistémicos, a saber: i. Agua y saneamiento básico, que comprende los 

servicios de acueducto y gestión de aguas servidas en el municipio, al igual que gestión 

de residuos sólidos; ii. Ambiental, el cual incluye actividades y obras de conservación, 

protección y restauración, entre ellas la adquisición de predios para crear o ampliar áreas 

protegidas o evitar en ellos la explotación minera y agropecuaria,  así como el “pago por 

servicios ambientales”, al que se alude textualmente en las cuentas de 2015; y, por último, 

iii. El rubro destinado a gestión del riesgo, designado habitualmente como prevención y 

atención de riesgos y desastres y que incluye compra de predios en zonas de riesgo y 

acciones de reubicación. Tal selección no implica que en otros rubros del gasto de 

inversión no puedan llevarse a cabo ejecuciones presupuestales relativas al tema tratado 

en el presente estudio; se mencionó previamente que en el PDM de 2016 se plantean 

acciones de gestión de los servicios ecosistémicos en “motores” o ejes centrales 

diferentes al ambiental. Se compararon los valores de gasto de inversión en los tres 

rubros con el gasto total de inversión para cada uno de los años entre 2012 y 2019, 

exceptuando 2013 del cual no se obtuvieron datos, con base en lo consignado en los 

informes de gestión (para mayor información, véase el anexo C). 

 

Se observa al analizar estos rubros que, de los tres, el que representa un menor 

porcentaje del gasto total de inversión suele ser el destinado a ambiente, que para el 

periodo revisado oscila entre el 1,1% y el 2,1% del presupuesto para gasto de inversión 

total del municipio; a lo cual se añade que el porcentaje ejecutado de este presupuesto 

para ambiente no sobrepasa el 33,5 (2012) y desciende hasta el 13,8% (2014), lo que 

plantea el interrogante de si esta disponibilidad y este gasto de recursos permiten cumplir 

realmente con los propósitos en materia ambiental planteados en los PDM. Se presentó 

una atipicidad en los años 2017 y 2018, cuando el monto disponible para ambiente 

ascendió a 8,1% y 7,3% del gasto de inversión y la ejecución llegó a 91% y 85%. Un 

análisis diferente o ulterior podría responder a qué se debió y en qué se reflejó 

concretamente este aumento considerable del gasto y la ejecución y si influyó 



La adopción de los principios de la PNGIBSE en los PDM 111

 
favorablemente en la gestión y la protección de los servicios ecosistémicos dentro de los 

objetivos, parámetros y proyectos defendidos y asumidos en el PDM de 2016. 

 

El monto de los gastos de inversión en gestión del riesgo ascendió a valores muy 

similares a los destinados a ambiente durante casi todos los años mencionados que 

abarcan los dos períodos de gobierno (2012-2016, 2016-2020). Entre tanto, los gastos de 

inversión previstos en agua potable y saneamiento básico llegaron a superar hasta quince 

veces los gastos de inversión en ambiente y, a diferencia de estos, la ejecución del 

presupuesto para agua potable y saneamiento básico estuvo durante cinco de estos años 

por encima del 90% (el año con menor porcentaje de ejecución en este rubro fue 2019 

con el 60%). Se requeriría de estudios adicionales para evaluar la destinación y la 

ejecución de estos gastos, que han llegado a equivaler al 28% (2015) e incluso al 31,3% 

(2012) del gasto de inversión anual total del municipio, con miras a saber en qué medida 

han permitido incrementar la calidad del agua en el municipio, mejorar la cobertura del 

servicio, fortalecer cobertura y eficacia en el tratamiento de aguas servidas, ejercer 

gestión integral de residuos sólidos y proteger fuentes y cuerpos de agua, lo que 

concierne directamente a la protección de los ecosistemas de páramo. 

 

Se puede concluir de esta revisión general de los gastos de inversión en estos tres rubros 

que existe un contraste entre los propósitos manifestados dentro de los componentes o 

motores centrales de los planes de desarrollo, así como en las líneas transversales que 

hacen referencia a la gestión ambiental y a la protección de la biodiversidad y los servicios 

ecosistémicos y lo que se observa a nivel de inversión y ejecución real. En términos de 

porcentaje de los gastos de inversión y de porcentaje de ejecución del presupuesto 

asignado, el monto destinado específicamente a la gestión ambiental es sumamente 

reducido; esta escasa disponibilidad de recursos y la baja ejecución llevan a suponer que 

el interés por los asuntos, retos y apuestas ambientales resulta igualmente reducido, 

como lo confirmaría el hecho de que no exista en Cogua una dependencia 

exclusivamente enfocada en los asuntos ambientales, pues la instancia o gerencia 

encargada de este tema se ocupa también del desarrollo económico.  

 

** 
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La profundidad conceptual de los PDM se evidencia al abordar y desarrollar las 

situaciones conflictivas, las problemáticas y los retos en materia socioecológica; las metas 

ambientales y los indicadores de metas presentan limitaciones en número y en precisión 

de los aspectos por solucionar o mejorar; por último, los presupuestos asignados y 

ejecutados en acciones de protección y recuperación ecosistémica son, como se dijo, 

exiguos. Esta situación requiere atención y solución si realmente se pretende garantizar, 

en términos de beneficios económicos a la sociedad tanto de Cogua como de otros 

municipios y en el contexto de la asociatividad territorial, el suministro de los servicios 

ecosistémicos y la adecuada gestión de la biodiversidad.  

 

Se está actuando en contravía de los principios de la PNGIBSE en lo referente a la 

corresponsabilidad, al menos en lo que compete a las sucesivas administraciones, y a la 

necesidad de ejercer un ordenamiento territorial con base en criterios socioecológicos. En 

este sentido, se están no solamente poniendo en riesgo el antes mencionado suministro 

de servicios ecosistémicos, sino la integridad misma del ecosistema del páramo de 

Guerrero y la interacción entre dicho ecosistema y la sociedad del área de páramo y el 

municipio, es decir el socioecosistema en su conjunto. Se está así vulnerando la relación 

humano-naturaleza en la que tanto énfasis hacen la comunidad coguana y la propia 

administración municipal, más teniendo en cuenta que se trata de un “municipio verde”, 

que se debe al páramo según el PBOT vigente (cuyos principios y disposiciones se ven 

escasamente incorporados en los PDM) y que ostenta como principales activos el agua, el 

paisaje y la biodiversidad. La administración de turno, en consonancia con los actores 

sociales, los diferentes entes territoriales (municipios vecinos, departamento, regiones) y 

las autoridades ambientales deberían definir y emprender acciones orientadas a la 

protección del socioecosistema.   
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4. El papel de los actores sociales en la 
gestión de la biodiversidad y los servicios 
ecosistémicos  

En este capítulo se presenta la caracterización de los discursos frente a la valoración de 

los servicios ecosistémicos por los actores que confluyen en el municipio de Cogua a fin 

de identificar su nivel de convergencia o de heterogeneidad, cuestionando ¿cómo la 

sociedad civil de Cogua asume por un lado los servicios ecosistémicos en general y los 

existentes en el municipio y, por otro lado, los discursos de otros agentes estatales 

involucrados en este ámbito de política pública? No se analizaron directamente las 

relaciones de poder ni los mecanismos de incidencia, pues no se tuvo previsto identificar 

si las voces de estos actores fueron adoptadas en los PDM ni el proceso mediante el cual 

se llegó a ello. Sin embargo, se buscó identificar la correspondencia entre la comprensión 

adoptada por los PDM y las visiones de la ciudadanía y otros agentes involucrados. 

 

4.1 Antecedentes:  
A manera de antecedentes se hace referencia a dos eventos que se pueden considerar 

como hitos de la participación ciudadana y la interacción con instancias institucionales en 

torno al reconocimiento de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos del municipio y 

de las situaciones socioecológicas conflictivas que los ponen en peligro. El primer evento 

es el proceso de diagnóstico ambiental participativo adelantado por la CAR en 1996, que 

evidenció problemas aún patentes e incluso agravados en la actualidad, como la actividad 

extractiva en páramo, la deforestación y la proliferación de especies vegetales foráneas. 

El segundo evento, cuya organización se venía ejerciendo desde 2018 y tras diversos 

recursos jurídicos a favor y en contra fue desestimado a finales de 2020, fue la consulta 

popular local relativa a la expansión de las áreas de explotación minera en el municipio. 
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4.1.1 Diagnóstico ambiental participativo de Cogua 
La CAR llevó a cabo en 1996 el Diagnóstico ambiental participativo de Cogua. Este 

proceso contó con participantes de las diferentes veredas, el casco urbano y los centros 

poblados, las juntas de acción comunal, las inspecciones de policía y los establecimientos 

educativos; se contó también con miembros de organizaciones de la sociedad civil 

enfocadas en la educación ambiental y en la protección del acero ecológico municipal. 

Tomaron igualmente parte representantes de los sectores agroindustrial (floricultura, 

fruticultura), ganadero industrial (grandes lecherías, curtiembres) y de la actividad 

extractiva y su industria derivada (ladrillo, vidrio), junto a diversas autoridades 

municipales, entre ellas la personería. El documento que da cuenta de dicho diagnóstico 

se centra en el estado a la fecha de la cobertura vegetal, las fuentes hídricas y cuerpos de 

agua; igualmente describe usos del suelo y tenencia de la tierra, actividades económicas 

y aspectos demográficos y sociales, calidad y cobertura de los servicios públicos (agua 

potable, saneamiento básico, electricidad, gestión de los residuos sólidos). 

 

Para entonces se señalaban como principales problemas la contaminación de las fuentes 

hídricas, la escasez de agua, la deforestación y la erosión. La escasez y la contaminación 

hídricas eran atribuida a la deforestación, a la explotación minera de Carbón, a los 

vertimientos de agua contaminada procedente de alcantarillados deficientes y de la 

ausencia de tratamiento de aguas servidas, a las actividades agroindustriales como la 

floricultura y a la presencia de sustancias químicas contaminantes en los cauces 

derivadas de otras actividades productivas y al mal uso del agua potable. La pérdida de la 

cobertura vegetal fue atribuida a la tala indiscriminada de bosques, a la ampliación del 

área agropecuaria, a los incendios forestales, a la insuficiente educación ambiental y a la 

falta de control y vigilancia. Como causantes de la erosión fueron designados la 

deforestación, el uso excesivo de maquinaria agrícola, la degradación del suelo por el uso 

indiscriminado de agroquímicos y en general al mal uso del suelo, incluyendo el 

sobrepastoreo.  

 

Como consecuencia de todas estas problemáticas se mencionaron enfermedades por 

falta de agua potable, deslizamientos y derrumbes, empobrecimiento del suelo, pérdida de 

biodiversidad y deterioro de los hábitats, deterioro de la calidad de vida de la población. 

Se plantearon a estos diferentes problemas las siguientes soluciones, entre otras: compra 

de predios con nacederos por parte del municipio para protección de fuentes hídricas, 
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reforestación con especies nativas especialmente en las márgenes de los cursos de agua 

y en las zonas de producción de la misma, instalación y mejoramiento redes de colecta de 

aguas servidas, construcción de plantas de tratamiento de aguas residuales; cercado y 

mayor vigilancia de bosques, microcuencas y fuentes hídricas; educación ambiental y 

para el uso adecuado del agua, control del uso adecuado del agua; adopción de 

tecnologías de explotación agropecuaria sostenible, disminución del uso de agroquímicos 

y material maquinaria agrícola; mayores definición y reglamentación del uso del suelo.  

 

Ya desde entonces22 se insistía en mejorar la gestión y fortalecer la protección de la 

biodiversidad y los servicios ecosistémicos, tanto como en ejercer un ordenamiento 

territorial de mayor precisión que permitiera definir y controlar más estrictamente el uso 

del suelo en aras de evitar su deterioro, de favorecer el bienestar de la población y de 

facilitar el acceso equitativo al mismo de los habitantes y los diferentes sectores 

productivos municipales. Situaciones conflictivas como las denunciadas en ese entonces 

se siguen señalando en la actualidad, lo que llevaría a inferir que no se han solucionado 

por completo, no se han ejercido las acciones suficientes o necesarias para solucionarlas 

o se han vuelto a presentar. 

4.1.2 La consulta popular  
Ante el riesgo que, a juicio del alcalde de la época, William Forero, afrontaba Cogua en 

virtud de la Resolución 2001 de 2016 expedida por el MADS que permitiría la actividad 

minera en zonas no autorizadas por el PBOT de Cogua, se adelantaron trámites para 

convocar a una consulta popular en tal sentido. El 3 de mayo de 2018 el tribunal 

administrativo de Cundinamarca declaró constitucional la consulta popular, con base en la 

siguiente pregunta: “¿Está usted de acuerdo, SÍ o NO, que se amplíe la explotación 

minera por fuera de la zona donde hoy se desarrolla esta actividad en el municipio de 

Cogua?”. La contraloría de Cundinamarca participó en la coadyuvancia a esta consulta 

popular, al considerar el tema dentro de sus competencias, el mecanismo de participación 

pertinente y el hecho de que 

Desde el plano económico, el sistema productivo ya no puede extraer recursos, 
ni producir desechos ilimitadamente, debiendo sujetarse al interés social, al 
ambiente y al patrimonio cultural de la Nación, encontrando como límites el 

                                                
 

22 Podría suponerse, además, que tales situaciones se venían observando y señalando desde 
tiempo atrás. 
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bien común y los derechos e intereses colectivos de las comunidades 
(Contraloría de Cundinamarca, 2018, p. 252). 

 

Para la Contraloría resultó primordial igualmente el hecho que Cogua disponga de “un 

soporte ambiental e hídrico que abastece no solamente la región sino a su vez a la ciudad 

de Bogotá”, condición fundamental en términos de funcionalidad territorial, de satisfacción 

de los derechos fundamentales de toda esta población y de garantía de calidad de vida, 

que no debería ponerse en riesgo por un proyecto minero. La situación problemática 

radica en los riesgos provocados en los llamados polígonos 12 y 13, que entrañaría 

afectaciones a las formaciones geológicas, al paisaje, al suelo y a la producción 

agropecuaria, a la vegetación y a los corredores biológicos, a especies endémicas de 

fauna y flora, a los drenajes y cursos de agua, a la calidad del aire y al valor monetario de 

los predios (Contraloría de Cundinamarca, 2018, pp. 252-254). 

 

La aprobación de la consulta por el tribunal departamental fue inicialmente revocada por 

el Consejo de Estado en agosto de 2018; posteriormente, restituida en segunda instancia 

del mismo Consejo de Estado en agosto de 2019; por último, dicha sentencia del Consejo 

de Estado fue dejada sin efecto por la Corte Constitucional en octubre de 2020. Este 

organismo tuteló “los derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la 

administración de justicia del Ministerio de Minas y Energía y de Ladrillera Santafé S.A.”, 

interesados demandantes. Prevalecieron en la plenaria del órgano jurídico nacional las 

posturas contra la consulta, que consideran que una acción a escala municipal como la 

mencionada desconoce y contraría las competencias de la Nación, que priman sobre las 

locales, en materia de ordenamiento territorial y de uso del suelo y del subsuelo (Corte 

Constitucional, 2020). Se habrían desconocido asimismo los principios de concurrencia y 

subsidiariedad. 

 

El magistrado Alberto Rojas Ríos, en aclaración de voto, consideró la decisión plenaria 

como “regresiva, antidemocrática y recentralizadora, por cuanto cercena la participación 

política de la comunidad de Cogua, Cundinamarca, así como las competencias de las 

entidades territoriales en la dirección de los asuntos que las impactan, por ejemplo, la 

gestión de los recursos naturales”, más cuando la consulta no había sido todavía llevada 

a cabo, lo que impidió conocer la posición de la población local, coartando así la 

democracia participativa (Corte Constitucional, 2020) y, por lo tano el ejercicio de la 

gobernanza ambiental previamente mencionada. 
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4.2 Percepción de diversos actores sociales sobre l a 
biodiversidad y los servicios ecosistémicos en Cogu a 
y el páramo de Guerrero 

Se buscó observar cómo la sociedad civil de Cogua asume por un lado los servicios 

ecosistémicos en general y los del municipio y, por otro lado, las disposiciones 

(PNGIBSE) que ha formulado el Estado local para lo cual se efectuaron veinte entrevistas 

semiestructuradas. A continuación se identifican los resultados del ejercicio realizado.  

4.2.1 Entrevistas semiestructuradas 
Se decidió llevar a cabo entrevistas semiestructuradas a diversos actores vinculados 

directa o indirectamente a la gestión de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos en 

el municipio o que, por formar parte de la sociedad civil, podrían verse concernidos por las 

políticas públicas y acciones en tal sentido, con el fin de conocer su posicionamiento. 

 

Se entrevistó personalmente o a través de herramientas informáticas como los programas 

Zoom y Teams, a veinte sujetos de ambos sexos pertenecientes a diferentes sectores, 

grupos etarios y niveles de escolarización, entre el 30 de noviembre y el 5 de diciembre 

de 2020. Se trató de personas residentes desde su nacimiento en el municipio; oriundas 

de otros municipios e instaladas en Cogua; oriundas y residentes de otros municipios, 

pero que ejercen sus actividades u oficios en Cogua; o bien personas no oriundas de 

Cogua ni residentes, pero vinculadas al municipio o conocedoras del mismo en razón de 

sus actividades o su formación. Estas personas aparecen numeradas, identificadas y 

descritas brevemente en el anexo D.  

 

Tras explicarles el propósito de la entrevista, obtener su consentimiento informado para 

participar y registrar sus datos personales básicos, se les formuló una serie de preguntas 

presentes en el anexo E. Con dichas preguntas se buscó conocer la percepción o la idea 

de las personas entrevistas sobre los “activos” o los elementos más valorados de Cogua, 

a fin de saber si se reconoce la dimensión ambiental del municipio y se designa la 

biodiversidad y uno o más servicios ecosistémicos, así no lo haga utilizando estos 

términos, o bien si designa otros bienes, servicios o actividades que no tengan relación 

con lo ambiental. En ese plano y con el propósito de centrarse en este territorio específico 

y clave para el municipio, se les indagó qué significado le atribuyen al páramo de 

Guerrero. 
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Se buscó conocer también la percepción de las personas encuestadas sobre lo que 

brinda y recibe el municipio de otros municipios, el departamento y otros departamentos, 

con miras a observar si se perciben y de qué forma las relaciones territoriales funcionales. 

Tras esto, se solicitó la opinión de la persona respecto a la situación actual del municipio y 

el páramo para ver si la consideraba aceptable o satisfactoria y, si no es así, qué 

carencias, dificultades o limitaciones destacaba. La pregunta no se orientó en principio 

hacia ningún objeto, producto ni servicio, ecosistémico ni de otro tipo, para ver si la 

persona hacía referencia a alguna noción general como “seguridad” o “trabajo”, si hablaba 

de algo en particular como “vías” o “colegios”, si se refería por ejemplo a acciones como 

“producir más” o “cuidar el medio ambiente”. 

 

Se preguntó a continuación a las personas si ellas mismas participan o han participado en 

actividades de protección ambiental y si conocen a otras personas o a grupos y entidades 

de diferentes tipos que lo hayan hecho o lo hagan, así como el tipo de actividad ejercida. 

Finalmente, se les pidió informar si conocían los planes de desarrollo municipal u otros 

instrumentos de política municipal, si habían tenido la ocasión de participar en la 

elaboración de estos instrumentos y si consideraban que en ellos se tiene en cuenta, y de 

qué forma, la situación ambiental del páramo. Se parafraseó el texto de las preguntas 

cuando la persona entrevistada lo consideró conveniente para facilitar la comprensión. 

4.2.2 Percepciones y posturas de los sujetos consul tados  
La mayoría de las personas entrevistadas concordaron en su percepción del agua como 

activo principal del municipio y aporte a otras entidades territoriales. Esta unidad de 

criterio se observó independientemente de edad, nivel de escolarización, residencia en 

área urbana o rural del municipio o fuera del mismo, así como cercanía o no a los 

espacios administrativos y de decisión, a la comunidad académica o al activismo 

ambiental. Existen disparidades, por ejemplo, en la comprensión del papel del páramo en 

la producción de agua: todos los entrevistados saben que existe, y así como algunos 

habitan incluso en zonas vecinas al área de páramo o por sus actividades científicas y de 

investigación se desplazan allí con regularidad o lo han hecho antes, otras personas 

incluso habitantes del pueblo nunca han estado allí e incluso carecen de idea precisa al 

respecto pero, incluso ignorando esto, reconocen y resaltan al municipio como productor 

de agua. Sólo dos personas de las veinte interrogadas no destacan el agua o no son 
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conscientes de ella como activo del municipio; una de ellas reside en la zona rural vecina 

al páramo, produce papa y está vinculada al transporte de material extraído de las minas; 

otra reside en el casco urbano y, aunque hace alusión a la producción de agua en el 

páramo, otorga prioridad a la cultura, el turismo y la producción de alimentos. Alguien 

comentó tener datos de un PDM de Cogua, no precisa de cuál, que hace referencia al 

agua en general, pero no al páramo: esto coincide con lo observado previamente de que 

sólo en el PDM de 2020 se le menciona y únicamente en una sección.  

 

El páramo, en general, significa para las personas entrevistadas un espacio o incluso un 

objeto no solamente biológico o ecológico, sino cultural y por tal motivo se establecen, no 

únicamente por parte de ambientalistas o conocedores de temas geográficos y 

territoriales, una identidad y un paralelismo del páramo con otras regiones de páramos en 

cuanto a modos de vida y visiones de mundo. En lo vivencial, el páramo es algo por lo 

cual luchar; un baluarte que protege y al cual proteger; una experiencia de vida, por el 

hecho de conocerlo, protegerlo y vivirlo precisamente, lo que lo hace un motivo de 

satisfacción y “una oportunidad de ser feliz”. El páramo influye en la gente y ella hace 

parte del mismo en una clara relación de reciprocidad, hábitos, costumbres, modos de 

actividad y visión del mundo. El páramo constituye también un reto político, administrativo 

o ambiental, como personal y colectivo. Se le considera techo, amparo, proveedor. Uno 

de los entrevistados, no ligado al ambientalismo ni a la actividad política o administrativa, 

lo describe como una “reserva natural de valor incalculable” y al utilizar este último 

término hace remitirse a los argumentos que sustentan las valoraciones culturales e 

integrales de los servicios ecosistémicos frente a las simplemente financieras o 

monetarias. El páramo transmite o es en sí mismo “paz” y “tranquilidad”, estados 

difícilmente cuantificables económicamente, pero esencialmente ligados las formas 

abstractas e incluso íntimas de percibir, sentir e interpretar la realidad circundante y, por lo 

mismo, a los servicios ecosistémicos vinculados a la “belleza escénica” o paisajística. Es 

importante que el municipio, las autoridades ambientales y otros entes territoriales, como 

parte de las dinámicas de asociatividad y funcionalidad territoriales, lleven a cabo 

acciones que conduzcan a mayores identificación y valoración del páramo por habitantes 

del municipio y visitantes, lo que puede conducir a una mayor protección del páramo y a 

un incremento de actividades productivas que no lo afecten. 
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Se habló por parte de varias personas consultadas, del “campo”, término asociado a la 

ruralidad y de varios alcances pues hace referencia al paisaje, al territorio en su conjunto, 

pero además al modo de vida que lo caracteriza y a un espacio que “produce”, pero 

también que “hay que proteger”, lo que evidencia en este caso una visión que trasciende 

lo económicamente rentable. Se establece entonces una alteridad entre el campo, que se 

identifica con Cogua, y la ciudad que se identifica con la relativamente distante Bogotá, 

pero también, y este es un elemento de importancia, con Zipaquirá, calificada por un 

entrevistado como “ciudad dormitorio”. Del campo hace parte el suelo como productor de 

alimento del cual derivan no sólo la papa, las hortalizas y la leche sino la práctica de la 

gastronomía propia del municipio. Del suelo surgen el paisaje y lugares como el 

representativo embalse del Neusa, constituyentes del espacio que atrae al turismo, 

actividad que, más allá de ser económicamente rentable, caracteriza al municipio. Las 

políticas y acciones tendientes a favorecer la funcionalidad y la asociatividad territoriales, 

así como a estructurar sistemas de ciudades, deben velar por la protección de la ruralidad 

y por la permanencia de la variedad y la complementariedad de territorios, paisajes y 

modos de vida, evitando la homogeneización y, con ella, la desaparición de las 

especificidades culturales y ecológicas.  

 

La extracción de carbón, arena para la construcción y la producción de vidrio, así como 

arcilla para ladrillería no deja de plantear, como lo dice una de las personas entrevistadas, 

un “enfoque problemático”. Se le considera una riqueza provista por el suelo, como la 

agricultura, y una de las actividades que propician el intercambio con otros municipios y 

departamentos estableciendo así una funcionalidad de carácter económico. Al mismo 

tiempo, se reconoce que pone en peligro el suministro de agua, considerado como el más 

importante activo de Cogua por la mayoría. Por eso una de las personas, vinculada en 

diferentes contextos y oportunidades a ámbitos administrativos ambientales y territoriales, 

a escalas local y regional, considera que los actores de la minería, tanto como los 

agrícolas y ambientales, deben tomar parte en el debate público. Otra persona resume 

esta paradoja señalando que el páramo como proveedor incluye también a la minería, 

aunque “las minas se están acabando porque estaban acabando con el agua”.  

 

En el mismo orden de ideas, se critica y rechaza igualmente la acometida de líneas de 

alta tensión en el páramo pues se considera que su trazado no fue concertado con la 

comunidad ni planeado con criterios de protección del ecosistema, poniéndolo en riesgo. 
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Este tipo de intervenciones externas, inconsultas e impuestas propician el descontento de 

la población, la administración y los actores dedicados a la protección del páramo. La tala 

de bosques y en general la pérdida de la cobertura vegetal debidas a la expansión de la 

frontera agropecuaria, principalmente motivada por la producción lechera y de papa, 

suscitan también preocupación y rechazo, pero ya sea porque se consideran menos 

difíciles de resolver, ya sea porque se ven más asociadas a la noción de “campo”, 

generan menor descontento entre los habitantes de municipio sin ser por eso aceptadas. 

Para los entrevistados vinculados a la protección ambiental, los impactos negativos de la 

actividad agropecuaria y de la actividad extractiva generan igual preocupación.  

 

Estas molestias manifiestas discurren paralelamente a la preocupación de que el 

municipio “se urbanice”, de que crezcan su área urbana y su número de habitantes a un 

ritmo acelerado o de que, por efectos de la conurbación, se enfrente a fenómenos de 

densificación como los de Zipaquirá, preocupación manifestada por varias personas 

entrevistadas. Como se vio al describir a Cogua, su densidad poblacional es alrededor de 

cuatro veces menor que la de Zipaquirá. Estos fenómenos, aparte de poner en riesgo el 

suministro de servicios ecosistémicos como el agua que se consume justamente en 

Cogua, Zipaquirá y Bogotá, perturbarían elementos que lo caracterizan como el paisaje, 

que atrae al turismo, la connotación de ruralidad, la paz y la tranquilidad que sus 

habitantes y, según ellos, también los turistas le atribuyen. En fin, el carácter de 

“municipio verde”, de territorio “para ver-de-verdad”, como se le denomina en el PDM de 

2012, o que se debe al páramo según el PBOT, lo que constituye por así decir el valor 

agregado o el elemento diferenciador del municipio, estaría en riesgo de deteriorarse o 

perderse. Cuatro de las personas entrevistadas consideran que muchos habitantes del 

municipio, sobre todo entre los recientemente instalados, no tienen conciencia de la vida 

rural y no la valoran ni asumen, “quieren vivir como en Bogotá”, lo que conlleva a que no 

defiendan el páramo. Sin embargo, anotan ellos, gran parte de la comunidad ha 

demostrado sentido de pertenencia y voluntad de ayudar a la protección del páramo: este 

tipo de aseveraciones puede encerrar cierto afán de diferenciación de la población ya 

existente frente a la reciente o nueva, pero deja entrever identificación con el territorio. La 

definición, la localización y la delimitación precisas de los usos del suelo, de forma que se 

evite la excesiva densificación del mismo y se reduzca la presión sobre el suministro de 

los servicios ecosistémicos resulta imperativa para el próximo PBOT. 
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En cuanto a las administraciones municipales y su acción en favor de la biodiversidad y 

los servicios ecosistémicos las opiniones son divididas. Parte de los entrevistados que 

residen en el municipio o lo frecuentan consideran que tal acción ha sido y sigue siendo 

insuficiente; otra cantidad igual de personas considera que la administración actual sí está 

actuando, a diferencia de las anteriores (o al igual que ellas, según quien responda). Esta 

actuación consiste por ejemplo en tratar de impedir la expansión minera, en ejercer 

acciones de educación ambiental dirigidas a la comunidad en general o en los 

establecimientos educativos a través de los PRAES, o bien o en adelantar actividades de 

recuperación de la capa vegetal como siembras. Se requeriría mantener o fortalecer la 

divulgación de tales acciones a través de las redes como ya se viene haciendo, como 

también por los canales radiales y de televisión municipales usados habitualmente y otros 

medios disponibles, insistir ante la comunidad de manera comprensible y a la vez 

detallada sobre la importancia de estas y otras acciones para elevar la cualificación de la 

ciudadanía en el tema y la práctica de la protección de la biodiversidad y los servicios 

ecosistémicos, así como ampliar los espacios de participación ciudadana no sólo en las 

actividades como las jornadas de protección ambiental, sino además en instancias 

participativas y deliberativas que conduzcan a una verdadera gobernanza ambiental. El 

trabajo de campo (de siembra de especies nativas, remoción controlada de individuos de 

especies vegetales invasoras o remoción de residuos sólidos, entre otros) requiere estar 

acompañado de la reflexión sobre los retos y las apuestas ecológicas y su relación con la 

sociedad y la cotidianidad. 

 

La funcionalidad territorial es contemplada por los entrevistados mayormente en el sentido 

de lo que se brinda: agua, productos agropecuarios, espacio para el turismo, un modo de 

vida, tradiciones y ancestralidad vinculados al territorio e inclusive, no se puede negar, los 

productos mineros. Varios entrevistados opinan que el municipio dador no recibe a 

cambio suficiente “pago” o “compensación” por lo que brinda, pese a que obtenga 

regalías, ingresos provenientes del turismo o productos que no se elaboran allí como la 

panela, citada por una de las personas consultadas. Así pues, se observa en la 

percepción de las personas lo mismo que permiten concluir los textos de los PDM: no 

existe reciprocidad en los intercambios, lo que a su vez impide que se configure una 

verdadera funcionalidad territorial.  
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Los entrevistados dejan saber de diferentes maneras que el ordenamiento y la 

asociatividad territoriales deberían servir para proteger la biodiversidad y los servicios 

ecosistémicos; manifiestan que la Región metropolitana en proceso de conformación no 

está actualmente orientada a ese fin y temen, por el contrario, que favorezca prácticas 

nocivas como la especulación inmobiliaria y el cambio irregular de usos del suelo para 

elevar el precio del mismo e incrementar la ocupación urbana e industrial, operación 

coloquialmente denominada “volteo de tierras”. Por tal motivo, algunos de ellos han 

adelantado por tal motivo acciones para que esta entidad supradepartamental, 

(comprendida a su vez en la Región Central), tal como está concebida en términos 

administrativos y jurídicos, sea declarada inconstitucional y replanteada.  

 

La Región Central no es mencionada por los entrevistados y, cuando se alude a ella, se 

hace concibiéndola en términos geográficos y no como una entidad territorial, en términos 

de afinidades culturales y de modo de vida con otros territorios. La entidad territorial con la 

que se observa mayor familiaridad y más favorablemente es el departamento. De todo lo 

precedente surge la necesidad no únicamente de ejercer mayor divulgación acerca de la 

asociatividad territorial y de los beneficios que esta debería acarrear, sino sobre todo de 

que la población reconozca en ella acciones concretas benéficas para su calidad de vida y 

la protección de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos. Entre tanto, la 

regionalización y la asociatividad siguen siendo vistas desde una óptica espontánea, 

tradicional, enfocada a la vecindad con otros municipios, provincias y departamentos, a 

las similitudes con algunos de ellos e, implícitamente y en algunos casos, a través del 

intercambio de productos y servicios.  

 

Dos personas, desde orillas diferentes, manifiestan su inconformismo debido a que 

diversas universidades han adelantado investigaciones en el municipio, pero no han 

compartido estos conocimientos con la administración ni la comunidad. Se llega al 

extremo de que la administración no disponga oficialmente de un inventario de fauna y 

flora de las áreas de bosque andino, altoandino y páramo comprendidas en el municipio. 

Se denota falta de articulación entre academia y actores políticos, paralela a la reflejada 

en la poca profundidad conceptual de los instrumentos administrativos: una desconexión 

entre universidad y comunidad. El municipio y los centros educativos podrían estructurar 

un centro de documentación sobre el páramo, con apoyo de la autoridad ambiental y de 

las universidades y los centros de investigación, de fácil acceso físico y virtual para 
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habitantes, servidores públicos e investigadores tendiente a favorecer la construcción y el 

intercambio de saberes. De esta forma, el municipio no se aislaría de asuntos de su 

directo interés y existiría una retroalimentación del conocimiento generado y compartido, 

la cual a su vez fortalecería la cualificación de los actores sociales y políticos, pudiendo 

repercutir en una mayor profundidad temática y conceptual de los instrumentos de política 

pública, en mejores concepción y ejecución de políticas y acciones, en una participación 

ciudadana más cualificada, crítica y propositiva tendiente a una gobernanza más eficaz.  

 

El papel del sector privado presenta para las personas entrevistadas dos facetas 

opuestas. Así como fomenta la actividad de protección y recuperación ambiental del 

municipio, como en el caso del programa “Cogua reserva de vida”, auspiciado por 

empresas que el entrevistado no recuerda al momento del diálogo, y el apoyo a 

actividades de siembra, recolección de residuos sólidos y remoción de especies vegetales 

invasoras, también se denuncia, sin citar tampoco a una empresa en particular, que el 

sector privado y “el gobierno” adelantan acciones que atentan contra el páramo en el 

plano, ya citado, de la explotación minera. Un caso ambiguo, que tres entrevistados 

mencionaron, reside en la empresa Peldar: de gran importancia como fuente de empleo e 

ingresos para el municipio, se le considera incluso un activo del mismo y sus productos un 

aporte a otros municipios, territorios distantes y el país, aunque se sabe que depende de 

la actividad extractiva, cuyas consecuencias sobre el páramo son denunciadas. 

 

No se fijó este estudio el propósito de efectuar un análisis detallado de la incidencia de los 

actores sociales en el diseño, la concepción, la adopción de lineamientos conceptuales, la 

definición de objetivos, la fijación de metas e indicadores de metas y la redacción de los 

PDM, particularmente en lo atiente a la gestión de la biodiversidad y los servicios 

ecosistémicos. No obstante, se pudo observar que, si bien en la presentación de 

dimensiones y motores ambientales de los planes se maneja una conceptualización, una 

terminología y un discurso similares a los empleados por los actores, se abordan 

mínimamente las ideas, percepciones, necesidades, orientaciones y reivindicaciones  

expresadas por ellos en el ejercicio de entrevistas semiestructuradas. Tal circunstancia 

puede deberse a la misma falta de profundización temática de los planes, a que los 

presupuestos y metas ambientales no se orientan hacia lo expresado por ellos o a que no 

realmente no se les ha tenido en cuenta. Un análisis detallado de la incidencia de los 

actores en los PDM, el cual daría cuenta de los procesos de participación y gobernanza y 
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permitiría conocer a fondo cómo su voz es o no tenida en cuenta, constituye un ejercicio 

pertinente que implicaría la elaboración de un estudio dedicado enteramente a este tema 

desde una perspectiva interdisciplinaria que involucre, por ejemplo, a las ciencias 

ambientales, las ciencias políticas y el análisis del discurso político.  

4.3 Análisis cartográfico 
Se dispone de información acerca de los acuerdos de la CAR y otras medidas tendientes 

a la protección de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos, se ha observado el 

contenido de los PDM con respecto a los principios de la PNGIBSE comprendidos en las 

tres categorías y analizado la percepción que, de la biodiversidad, los servicios 

ecosistémicos, el ordenamiento territorial y la asociatividad disponen diferentes actores 

del municipio. Se cotejan estos datos con la información suministrada por los mapas, con 

el objeto de constatar de qué forma lo dispuesto en la normativa, lo previsto en los PDM y 

los posicionamientos y prácticas de los actores se superponen en el territorio. La 

información cartográfica presentada previamente y a continuación procede principalmente 

del DNP, de la alcaldía de Cogua, de la CAR y del Instituto Humboldt opera como un texto 

eminentemente no verbal, representación del espacio geográfico, que incita a la reflexión 

sobre lo anunciado en los PDM y lo expresado por los actores en la entrevistas frente a lo 

que sucede en el terreno. La cartografía permite cotejar si la protección de la 

biodiversidad y los servicios ecosistémicos que se ha venido ejerciendo concretamente en 

el territorio coincide o no con lo planteado en los planes y lo esperado por los actores.  

 

En el mapa 4-1, que ilustra la propuesta de uso del suelo en el marco del PBOT de Cogua 

(Acuerdo Municipal 22 de 2000) se observa que el borde occidental de la vereda 

Rodamontal se propone como “área para preservación (AP)”, comprendida dentro de la 

zona de manejo especial del Distrito de Manejo Integrado (DMI). También están 

comprendidas dentro del DMI las áreas para preservación y las “áreas para protección-

producción” picadas en las veredas Páramo Alto y Quebradahonda, donde además se 

encuentra la reserva forestal protectora. En la vereda Cardonal, limítrofe con el municipio 

de Tausa, asimismo comprendidas dentro del DMI, se encuentran áreas para 

preservación y áreas para protección-producción. Según este mapa, el ordenamiento 

territorial no prevé que la actividad extractiva, minera, se lleve a cabo en áreas de 

páramo: de hecho, se ejercería en el sector denominado El Olivo, de la vereda Neusa, y 

en el extremo nororiental de la vereda Casablanca, limítrofe con Tausa y Nemocón. Con 
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base en esta propuesta de uso del suelo no deberían existir zonas agropecuarias 

intensivas ni semiintensivas en las áreas de páramo ni en la zona de transición de bosque 

altoandino a páramo, lo que recoge el propósito del PBOT y, aunque esta date de mucho 

más tarde, lo prescrito por la Ley de Páramos.  

 

 

Mapa 4-1: propuesta de usos del suelo según el PBOT de Cogua (Cogua, 2000).  

Las áreas en verde oscuro, verde claro y gris son respectivamente “áreas de protección y 
producción”, “áreas para preservación” y “reserva forestal protectora”. 
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Como lo muestra el mapa 4-2, las áreas de páramo en la zona noroccidental de Cogua 

(vereda Páramo Alto y sector occidental de la vereda Quebradahonda) disponen de 

diversos tipos de coberturas de pastos (limpios, arbolados y enmalezados), intercaladas 

con áreas de cultivo de tubérculos y con mosaicos de pastos con cultivos diversos y 

espacios naturales. Se evidencia que se ejercen actividades agropecuarias que, de 

acuerdo con lo dispuesto por la reglamentación, no deberían estarse realizando allí y que 

están provocando impacto negativo sobre la cobertura vegetal del páramo. Hacia los 

límites occidental y suroccidental del municipio, en los límites occidentales de las veredas 

Quebradahonda y Rodamontal, aledaños a la zona de transición entre el área altoandina y 

la de páramo, se encuentran bosque denso y abierto, así como vegetación secundaria y 

pastos, igual que en la zona del nacimiento del río Susaguá en Zipaquirá.  



128 Introducción 

 

 

 

Mapa 4-2: coberturas del suelo en el complejo de páramos de Guerrero, incluyendo a 
Cogua (Humboldt, 2017). 

Los mapas 4-3 y 4-4 permiten observar que, desde el punto de vista hidrológico, los 

suelos de páramo en el municipio de Cogua son arenas y arcillas permeables y muy 

permeables, lo que coincide con lo que en la cartografía del PBOT es considerado un 

“exceso de balance hídrico” y confirma la abundancia hídrica de la zona de páramo. 
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Mapa 4-3: balance hídrico según cartografía del PBOT (Cogua, 2000).  

En la Reserva forestal protectora y el Distrito de manejo integrado se considera excesivo. 
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Mapa 4-4: suelos hidrológicos del complejo de páramos (Humboldt, 2017).  

Los suelos que caracterizan la porción correspondiente a Cogua son esencialmente 
arenas, arcillas y limos permeables y muy permeables. 

 

El mapa 4-5 permite situar las reservas forestales protectoras regionales de 1) Pantano 

Redondo y nacimiento del río Susaguá y de 2) Nacimiento de las quebradas Honda y 

Calderita, en el borde del área de páramo, zona del municipio de Cogua limítrofe con el 

municipio de Zipaquirá. La zona noroccidental de Cogua (vereda Páramo Alto) comprende 

parte del Distrito de manejo integrado de Páramo de Guargua y Laguna verde. 
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Mapa 4-5: áreas protegidas en el páramo de Guerrero (Humboldt, 2017).  

En verde, las reservas forestales protectoras; en magenta, los distritos de manejo 
integrado. 

 

En los mapas 4-6 a 4-9 se ve cómo existen múltiples áreas de títulos mineros y solicitudes 

de títulos en el centro y el oriente del municipio, pero también en las áreas de páramo 

previamente mencionadas al noroccidente del municipio, particularmente el polígono 

ubicado en el límite entre las veredas Quebradahonda y Páramo Alto y al norte, en área 

de páramo en límite con Tausa, donde igualmente se observan predios con solicitudes de 

explotación minera. En el mapa 21 se observa que el polígono mencionado fue 
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demandado. En el mapa 4-9 se observa que áreas de títulos mineros se asientan sobre 

redes de drenajes provenientes del páramo, de la cuenca del río Bogotá, particularmente 

en la zona noroccidental del municipio y en límite con Tausa. 

 

 

Mapa 4-6: títulos mineros y solicitudes de títulos en complejo de Guerrero (Humboldt, 
2017).  

Los títulos mineros ya otorgados aparecen en naranja y las solicitudes en rosado. 
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Mapa 4-7: propuestas de polígonos mineros en páramo y zonas adyacentes (Humboldt, 
2017). 

En rosado, al centro, el polígono 9. 

 

 

Mapa 4-8: en amarillo, títulos mineros demandados por la CAR (Humboldt, 2017). 
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Entre ellos, el llamado polígono 9 y el polígono ubicado en Zipaquirá, al occidente de la 
vereda Rodamontal de Cogua, donde nace el río Susaguá. 

 

 

Mapa 4-9: títulos mineros en áreas de páramo y aledañas (Humboldt, 2017). 

 

Se puede observar que el POT de 2000 contempla efectivamente la presencia de áreas 

protegidas en las zonas occidental y noroccidental de Cogua coincidentes con la porción 

del complejo de páramos dentro del municipio y con las áreas de reserva forestal 

protectora (RFP) y los distritos de manejo integrado de mí instituidos (DMI) por la CAR 

desde 1992. En tal sentido, este PBOT, pese a su antigüedad y a la necesidad de ser 

actualizado o reformulado, sí toma en consideración la necesidad de proteger estas áreas 

de páramo, en consonancia con el carácter de municipio ambiental que se confiere a 

Cogua dentro del mismo documento y la afirmación de que se debe al páramo.  
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Ya se había observado en la cartografía de la CAR esta área protegida declarada en el 

nacimiento de las quebradas Honda y Calderitas, ubicada entre las veredas Quebrada 

Honda y Páramo Alto. En los mapas de la CAR referentes al distrito de manejo integrado 

declarado en 2009 se observa cómo, en articulación y concordancia con el PBOT, que el 

propósito de dicho DMI consiste también en proteger el área de páramo del borde 

occidental del municipio, en las veredas Rodamontal y Quebradanegra, y el borde oriental 

de Zipaquirá buscando particularmente proteger el nacimiento del río Susaguá.  

 

Como se dijo, tanto lo dispuesto en el PBOT como lo ratificado a través de los acuerdos 

de la CAR se instituye que no debería haber actividad agropecuaria ni minera en estas 

zonas y así debería entenderse lo expresado en los mapas. Sin embargo, el mapa de 

cobertura del suelo del instituto Humboldt nos muestra que no es así y que efectivamente 

se encuentran diferentes tipos de pastizales y cultivos principalmente de papa en dichas 

zonas. Igualmente, en los mapas 4-6 a 4-9 se observa que existen tanto explotaciones 

mineras en funcionamiento como solicitudes de otorgamiento de títulos mineros en dichas 

áreas protegidas. Estas actividades agrícolas y mineras claramente incumplen lo 

dispuesto por los acuerdos de la CAR anteriores y posteriores al PBOT, por este mismo 

instrumento de ordenamiento territorial y por la propia Ley de páramos. Se está poniendo 

así en peligro el ecosistema de páramo de Guerrero, y el suministro de agua por parte del 

mismo. Se concluye por lo tanto que ni los principios de la PNGIBSE ni las normativas 

mencionadas han sido acatados y que la acción en tal sentido del municipio, la autoridad 

ambiental regional, el departamento y la Nación, como entes supramunicipales y cuyas 

jurisdicciones prevalecerían sobre las del municipio en caso de que las de este fueren 

insuficientes o contrarias, no han surtido el efecto que se esperaría.  

 

Los mapas, en fin, ilustran que pese a existir políticas y elementos normativos suficientes, 

la protección de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos de Cogua y el páramo de 

Guerrero no se está llevando integralmente a cabo. Surge la pregunta de si se requerirían 

nuevas políticas y normativas, mayor control con base en las existentes, mayor 

concertación con los actores que se encuentran ejerciendo estas prácticas inconvenientes 

y prohibidas o si se requiere un conjunto de acciones que incluya todas estas opciones. 

 

** 
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Las percepciones de los diversos actores ponen de presente esencialmente interés por la 

protección del ecosistema de páramo, preocupación por la afectación o la degradación del 

mismo, una identificación con el municipio y de este con el páramo, visto en sentido 

amplio, no solamente ecológico, y con la vida rural en general que se considera como un 

rasgo constitutivo de Cogua, indisociable e inherente al municipio. Aquellos vinculados 

directa y activamente a la protección del páramo de Guerrero lo contemplan con un 

enfoque socioecosistémico que supera la idea del beneficio prestado al ser humano y se 

sitúa al nivel de la interacción ser humano-naturaleza e inclusive de una suerte de fusión 

ser humano-naturaleza, la cual es asumida por ellos como sujeto de derechos, en una 

óptica como la defendida por Gudynas (2014). Personas no ambientalistas residentes en 

el municipio asumen de forma espontánea una postura similar de protección del páramo 

como espacio físico y biótico y de respeto al páramo como elemento abstracto ligado a la 

identidad del municipio y de quienes lo frecuentan o habitan. 

 

Los actores mayoritariamente señalan los riesgos que cunden sobre el socioecosistema 

derivados de las actividades extractiva y agropecuaria que en razón de la omisión por 

parte de las administraciones sucesivas no son suspendidas, limitadas ni reguladas 

cuando resulta necesario. Cuestionan incluso del papel contradictorio del Estado, 

representado por el gobierno central el cual según algunos de ellos desconoce la realidad 

local y actúa como un ente externo, ajeno, en contra del municipio y el socioecosistema. 

La observación de los mapas confirma la postura de los actores según la cual las 

administraciones y la institucionalidad en general no han ejercido suficientes acciones 

para la protección del páramo, el cual continúa sufriendo impactos negativos pese a la 

legislación nacional y a las medidas de la autoridad ambiental regional para protegerlo.         
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5. Reflexiones y consideraciones finales  

Tras haber abordado las condiciones actuales del municipio de Cogua, revisar las 

disposiciones de su PBOT, estudiado el contenido de los tres últimos PDM, incluido el 

vigente, a la luz de la conceptualización, las políticas y la normativa vigente sobre 

biodiversidad y servicios ecosistémicos y  ordenamiento territorial; y de analizar  la 

postura de diferentes actores sociales sobre el tema surgieron varias reflexiones, 

conclusiones y recomendaciones a continuación.    

5.1 La postura ante la biodiversidad y los servicio s 
ecosistémicos en los PDM y de los actores  

Como se ha venido señalando, no existe realmente correspondencia entre la visión de la 

ciudadanía y lo planteado en los PDM, ni entre estos y los principios asumidos y 

planteados por la Política Nacional para la Gestión Integral de la Biodiversidad y sus 

Servicios Ecosistémicos (PNGIBSE). Entre esta y diversos actores sí se vislumbran 

coincidencias, incluso sin que ellos conozcan el documento, pero sí en razón de una 

actividad académica o de campo con enfoque socioecosistémico  o de una aproximación 

espontánea al territorio que podría considerarse como socioecosistémica. Además de la 

pertinencia de un estudio detallado de la incidencia de los actores sociales en los PDM en 

lo relativo al ambiente, también resultaría pertinente un estudio del proceso de 

concepción, elaboración y puesta en práctica de estos instrumentos, a la luz de la 

legislación que los regula, de la legislación ambiental (para el caso), de políticas como la 

PNGIBSE, de la influencia ejercida por la academia y los centros de pensamiento y de las 

relaciones de poder (ideológico, partidista y de grupos de interés).   

 

Con respecto a lo observad en el preente estudio, se vislumbraba ya en el PBOT de 2000 

la necesidad de cumplir con los Objetivos de Desarrollo del Milenio. Doce, dieciséis y 
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veinte años más tarde los PDM de Cogua se han supuestamente orientado al 

cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible, ODS; sólo que en los PDM, 

aunque dichos objetivos se citan explícitamente, no se explica realmente cómo serán 

logrados ni se aporta sustento teórico a dicho propósito. Se reconocía al momento de 

expedir el PBOT, y así se plasmó en dicho documento, que la relación entre ordenamiento 

territorial y protección de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos, como la plantearía 

ulteriormente la PNGIBSE, es recíproca e inseparable. Sin embargo, la adopción de los 

Objetivos de Desarrollo del Milenio en el PDM de 2012 y de los ODS en los PDM de 2016 

y 2020 (con algunas mejoras cualitativas en este último) se llevó a cabo de forma 

genérica, sin profundizar mayormente en las situaciones conflictivas socioecológicas que 

se quiere solucionar y sin presentar un inventario detallado de los aspectos y las áreas 

sobre las cuales se va a actuar. Las personas y los estamentos que toman parte en la 

elaboración de los PDM parecen no conocer, y de conocerlos no los están incorporando, 

instrumentos y parámetros como la PNGIBSE. La expresión misma “desarrollo sostenible” 

y la idea general de sostenibilidad son recurrentemente mencionadas en los tres PDM, 

aunque carentes de trasfondo, de desarrollo conceptual y de explicación sobre su puesta 

en marcha concreta a nivel de proyectos, subproyectos y metas.   

 

Al conferirse importancia en los componentes general y rural del PBOT de 2000 a la 

protección de la biodiversidad, a través de nociones como “preservación del patrimonio 

ecológico” o “conservación y recuperación de los recursos naturales” se fijan objetivos 

acordes con los planteados más tarde por la PNGIBSE. En este PBOT, se constataba que 

desde antes de su promulgación las actividades minera y agropecuaria en zonas de 

páramo y la expansión de la frontera agrícola ya habían producido erosión, desprotección 

de cauces y contaminación de cursos de agua. Aunque no se utiliza la expresión 

“servicios ecosistémicos” se entiende que se había afectado la prestación de servicios 

ecosistémicos de aprovisionamiento, regulación e incluso culturales en parte de esta área. 

En la actualidad, la cartografía y los pronunciamientos de las personas entrevistadas 

permitieron concluir que durante la vigencia de dos de los tres PDM aquí estudiados e 

incluso en la actualidad estos impactos negativos se han seguido presentando. 

 

Se vio que los principios y lineamientos de la PNGIBSE no se adoptaron ni como 

parámetro ni como referencia conceptual o teórica en ninguno de los tres PDM. Incluso 

elementos normativos como la Ley y la Resolución de páramos se encuentran ausentes 
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de los textos de los PDM y sobre todo de las políticas y acciones que oficialmente adopta 

el municipio. Es explicable que el PDM de 2012 no se refiera a la PNGIBSE debido a la 

aparición de ambos documentos en el mismo año; para 2016 y 2020 ya era en cambio 

posible seguir la recomendación de la PNGIBSE de incorporar sus principios y 

lineamientos en los instrumentos de gobierno municipal, lo cual no se hizo.  

 

Aunque para el año 2000 no se habían promulgado instrumentos normativos como la Ley 

Orgánica de Ordenamiento Territorial o la Ley de Páramos y tampoco existía la PNGIBSE 

(aunque sí su antecesora, la Política nacional de biodiversidad de 1996) se observa que el 

PBOT, de ese año, presenta abundantes consideraciones, conclusiones derivadas de 

observación en campo y cartografía, parte de ella citada aquí, orientadas al 

reconocimiento, la gestión y la protección de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos 

en las áreas altoandinas y de páramo. Empero, estos contenidos y posturas se reflejan de 

forma escasa en los PDM consultados que se supone toman como base al PBOT vigente. 

Si de los servicios ecosistémicos depende toda actividad humana y si todo instrumento de 

ordenamiento territorial debe tener en cuenta la PNGIBSE, pues los instrumentos de 

Cogua deberían tener en cuenta un inventario de servicios ecosistémicos, un inventario 

de situaciones e impactos y una lista de acciones para proteger o preservar cada uno de 

ellos. A la luz de la lectura de los instrumentos y según lo comenta uno de los 

entrevistados, el municipio carece de esta información.  

 

Ateniéndose a lo estipulado en la Ley 388 de 1997, se supone que la CAR ha aprobado 

en su momento cada PDM, de modo que si estos presentan carencias en cuanto a la 

protección de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos o tienen en cuenta de manera 

insuficiente o nula los principios de la PNGIBSE, la CAR o bien no reparó en estas 

falencias, o bien las aceptó. Ocurre con los PDM estudiados que, o bien la lista de metas 

ambientales es insuficiente con respecto a la definición de los componentes principales, 

motores o ejes, o bien, como en el PDM de 2016, que sucede lo contrario: los 

componentes centrales de dicho PDM acusan elevada superficialidad en cuanto a gestión 

ambiental, pero el plan contiene abundantes metas e indicadores de metas en ese 

sentido. En todo caso, en ninguno de los PDM se observa equilibrio entre los ejes del plan 

y sus respectivos subproyectos, metas e indicadores.  
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El programa “Cogua para Ver-de-verdad”, que hace parte del PDM de 2012 (artículo 15) y 

es aludido por uno de los entrevistados, llama la atención pues no hace parte del eje 

ambiental del plan, sino del económico. Este programa, que se basa en la protección del 

ecosistema como estrategia de sostenibilidad y preservación del paisaje rural, con miras a 

incentivar el turismo, puede aparecer en el eje económico por problemas en la 

elaboración del plan o bien por una voluntad de ligar lo ambiental y lo económico. Lo 

cierto es que una lectura centrada exclusivamente en lo ambiental puede conducir a dejar 

de lado este programa que sin embargo es muy pertinente, al menos en su concepción, 

para el propósito de lograr a la vez la protección de la biodiversidad y los servicios 

ecosistémicos y la productividad económica. 

 

Las personas habitantes de Cogua o que frecuentan el municipio manifiestan diversas 

preocupaciones, entre ellas, que el municipio se densifique y se incremente 

excesivamente su área urbana; que el páramo se deteriore, vulnerando el suministro de 

agua localmente y a otras entidades territoriales; que el paisaje se afecte perjudicando el 

turismo y la ruralidad del municipio; que quienes viven del páramo afectándolo y deban 

irse o permanecer allí cambiando de actividad, se vean con insuficientes o nulos recursos, 

ingresos o actividad productiva, sufriendo deterioro en su nivel de vida.  

 

Como lo ilustran los datos generales presentados en el primer capítulo, indicadores como 

lo de pobreza, densidad poblacional y número de habitantes son favorables, frente a los 

de otros entes municipales; a esto se añade la percepción de tranquilidad y de 

disponibilidad de agua, aire limpio y biodiversidad. Los habitantes y visitantes frecuentes 

son conscientes de esta situación, como lo subraya entre otras la entrevistada 19, pero 

también temen que la calidad de vida, en la actualidad relativamente alta, comparada con 

la de otros municipios, baje.  

 

En lo referente al suministro de agua potable, no deja de ser paradójico ni preocupante 

que un municipio con un cuarto de su área en el páramo tenga un índice de riesgo de la 

calidad del agua (IRCA) elevado para la que sus habitantes consumen. Dicho riesgo 

aumentaría, consideran las personas entrevistadas, si hay reducción de fuentes hídricas y 

densificación. Si en las condiciones actuales este IRCA es elevado, de degradarse el 

IRCA aumentaría aún más. 
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En el sentido de la regionalización contemplada en la ley 1962 de 2019, Cogua podría 

beneficiarse mayormente del flujo de personas, recursos económicos, productos y 

servicios, comprendidos los ecosistémicos, suministrados por los municipios de la Sabana 

central, la ciudad de Bogotá y otros municipios del departamento, al tiempo que brinda 

productos y servicios que le son propios, sin afectar por esto su nivel de vida ni su 

sostenibilidad ambiental, antes mejorándolos. De momento, como se refleja tanto en los 

textos de los PDM, como en los testimonios de las personas consultadas, Cogua es un 

municipio eminentemente dador, que no recibe lo que podría esperarse a cambio de sus 

aportes en agua, calidad de aire, ruralidad, paisaje e incluso minerales y sus derivados. Si 

lo recibido a cambio de otros productos y servicios fuera más consecuente, posiblemente 

no requiriera ejercer la actividad extractiva.   

 

Los complejos de páramos, entre ellos el de Guerrero, parte de cuya área es ocupada por 

el municipio de Cogua, juegan un papel central en la estrategia regional. Así, resulta 

importante observar la articulación de los instrumentos de planeación y ordenamiento 

territorial municipales y las estrategias regionales, al igual que la percepción y la postura 

de la población del municipio ante la dinámica regional. La dinámica regional aparece 

poco percibida, carente de reciprocidad y mucho menos asumida por la población. 

 

La abundancia de instrumentos de política pública de alcances y naturalezas diferentes, 

en este caso la Ley orgánica de ordenamiento territorial, la Ley de Páramos, la PNGIBSE, 

las ordenanzas y los instrumentos de carácter departamental, los instrumentos regionales 

formulados por la Región Central y la Región Metropolitana, los PBOT y PDM y las 

disposiciones de la autoridad ambiental, si dichos instrumentos no son divulgados para 

que sean suficientemente conocidos y manejados por los actores sociales y por los 

actores políticos administrativos entes territoriales de distintos niveles, identificando 

además aspectos y objetivos comunes, dificulta la gobernanza ambiental, la coordinación 

de acciones y su puesta en marcha, creando además una impresión de superposición. 

Cuando se perciben abundancia e inclusive superposición de actores, cuyas 

competencias no están delimitadas a juicio de la comunidad, no se tiene claro qué 

institución o qué entidad territorial se encarga de cuál acción ni qué institución o entidad 

ejerce la mediación ante otras. Tal falta de claridad es manifestada por algunas de las 

personas entrevistadas. 
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Varias de las personas entrevistadas insisten en que la funcionalidad territorial no debe 

ser vista únicamente en términos económicos. Documentos como la PNGIBSE tienen en 

cuenta esta necesidad de estructurar la visión de una funcionalidad territorial 

ecosistémica; el PBOT de Cogua 2000 contempla esta idea desde antes de que se 

empezara a considerar el tema de la funcionalidad en la documentación de la DNP y en 

las consideraciones de la asociatividad y la integración regional que sirvieron de base a la 

creación de la Región Central. Los PDM de Cogua abordan someramente esta idea sin 

desarrollarla lo suficientemente, aunque el de 2020 presenta avances, particularmente en 

términos de la relación entre municipio y departamento  
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5.2 Conclusiones 
Luego de indagar sobre la manera como se asumió en los planes de desarrollo municipal 

del de Cogua expedidos entre 2012 y 2020 la gestión de los servicios ecosistémicos del 

páramo de Guerrero y la correspondencia de las apuestas adoptadas con los lineamientos 

contenidos en la Política Nacional de Gestión Integral de la Biodiversidad y sus Servicios 

Ecosistémicos – PNGIBSE y los procesos de asociatividad territorial e integración regional 

en los que intervino el municipio, se puede afirmar que el instrumento de política pública 

relativo al ambiente y a la gestión de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos que es 

la PNGIBSE no fue abordado ni tomado como lineamiento, parámetro o criterio en 

ninguno de los tres PDM estudiados. Estos PDM de los períodos 2012-2016, 2016-2020 y 

2020-2024 identifican y caracterizan la biodiversidad y los servicios ecosistémicos del 

municipio y del páramo de Guerrero de manera superficial, sin listarlos ni mucho menos 

detallarlos y sin hacer referencia textual a dichos conceptos. En tal sentido, no se plantea 

la adopción de un enfoque socioecosistémico que formula la PNGIBSE, así en ocasiones 

se esboce la necesidad de ejercer una gestión ambiental que involucre al ser humano con 

la naturaleza. 

 

Los instrumentos legislativos y normativos orientados a la gestión de la biodiversidad y los 

servicios ecosistémicos como la Ley 99 de 1993 e incluso la Ley 1930 de 2018, cuyo 

objetivo es la protección de los páramos, tampoco fueron abordados ni tomados como 

criterio en los PDM, excepto en el componente diagnóstico del PDM de 2020, lo que 

significa la ausencia de los mismos en el diseño, la adopción y la ejecución de los planes 

que adelanta municipio. 

 

El plan básico de ordenamiento territorial reconoce la importancia de los ecosistemas de 

páramo, de la biodiversidad y las fuentes hídricas que estas albergan, de los servicios 

ecosistémicos que prestan y del riesgo de degradación e impacto negativo al que se 

hallan sometidas y plantea soluciones a las mismas. Mientras en el PBOT se aborda el 

tema de manera profunda y detallada, los PDM observados lo tratan superficialmente y 

sin tener suficientemente en cuenta al menos lo señalado en el PBOT, con excepción del 

PDM de 2020 en su componente diagnóstico. Se evidencia la desconexión entre el 

instrumento de ordenamiento territorial  y los sucesivos planes de desarrollo, cuyos 
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proyectos y metas resultan insuficientes para en términos de gestión ambiental del 

territorio.   

 

Los PDM, como se dijo, hacen eco del programa de gobierno de la candidatura ganadora 

de las elecciones y plasman los eventuales ajustes y observaciones formulados por el 

concejo municipal, órgano que desde una óptica de democracia representativa justamente 

“representa al pueblo”, durante el proceso de elaboración que se extiende por un 

semestre. Aunque se supone que se adelantan procesos de planeación participativa con 

el fin de aportar elementos al plan, estos acusan limitaciones metodológicas que reducen 

o impiden la participación incidente de la ciudadanía, excepto la de determinados sectores 

y grupos de interés con capacidad de influencia o afines al gobierno de turno. La 

orientación partidista y la lógica clientelar prevalecen sobre los criterios técnicos y 

sociales.  

 

Si bien el propósito de este estudio no consistía en analizar de manera central, profunda y  

detallada los procesos de planeación participativa ni la incidencia concreta de los actores 

sociales en las políticas públicas y los instrumentos derivados de ellas, sí se buscó 

observar la participación ciudadana frente a los PDM. De este modo, se hicieron 

palpables las percepciones y la manera como las personas entrevistadas asumen la 

gobernanza, especialmente en lo referente a la gestión ambiental. Para una de ellas, 

vinculada al momento del estudio con la administración de turno, esta se ha fortalecido; 

para quienes se interesan por el municipio y el páramo desde una perspectiva ecológica o 

socioecosistémica, la participación ciudadana debe ser fortalecida aún más y garantizada, 

pues la juzgan insuficiente, así como de poco alcance al ser tenida en cuenta de forma 

irregular por las sucesivas administraciones.  

 

Los entrevistados que viven o residen en el municipio aportan opiniones disímiles: ya sea 

asumen la participación en la gestión ambiental como el hecho de involucrarse con cierta 

frecuencia en acciones puntuales sin carácter deliberativo ni decisorio como las jornadas 

de limpieza y siembra, que consideran suficientes, ya sea opinan que el vínculo 

ciudadanía-administración y la participación ciudadana en la gestión ambiental podrían 

ser más regulares, abiertos, estables e institucionalizados.  
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Frente a la percepción de la ciudadanía con respecto a la participación, se encontró a  

sujetos que se consideran conformes con los mecanismos de participación existentes, 

que no se consideran cualificados para participar, que no creen disponer de los medios o 

conductos para participar ni tampoco los reclaman o que se muestran apáticos ante los 

asuntos relativos a la protección de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos. Estos  

resultados hacen prever que tales no busquen  ejercer influencia o presión sobre la 

administración de turno para que gestione los asuntos ambientales de manera diferente, 

no ejerzan acciones ambientales más eficaces que las habituales, ni respalden opciones 

políticas y partidistas que defiendan o promuevan tales acciones. Esta limitación de la 

participación podría impactar negativamente la gestión ambiental con los consecuentes 

efectos negativos para el ecosistema de páramo, otros ecosistemas, el tejido social ligado 

al páramo, el municipio en general y otros entes territoriales beneficiarios de los servicios 

ecosistémicos prestados por Cogua.  

 

El muestreo aleatorio efectuado permitió observar que existen personas que adoptan una 

postura socioecosistémica derivada de la formación académica, del trabajo de campo o 

incluso simplemente de la presencia en el territorio, frente a la gestión del municipio y el 

páramo. Las voces de estas personas deberían poder influir más incidentemente en la 

elaboración de instrumentos como los PDM y en la formulación y la ejecución de políticas 

públicas orientadas a la protección de los servicios ecosistémicos del páramo y los 

ecosistemas contiguos y adyacentes, bajo un enfoque socioecosistémico como el que 

defiende y fomenta la PNGIBSE.   
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5.3 Retos y propuestas 
En los ámbitos regional y local, particularmente en los planes de ordenamiento territorial y 

de desarrollo, resulta necesario incorporar herramientas conceptuales y administrativas 

que conduzcan a integrar en la acción política elementos y factores relativos a la 

protección de la biodiversidad y al suministro de los servicios ecosistémicos, siguiendo 

directrices nacionales y recomendaciones internacionales, sin limitarse a una 

interpretación antropocéntrica y economicista, instrumental, de la naturaleza, sino desde 

una perspectiva socioecosistémica.      

 

En tal sentido, este estudio observó la adopción de los principios de la PNGIBSE y, 

accesoriamente, parámetros como los planteados a través de los objetivos de desarrollo 

sostenible, ODS, formulados por Naciones Unidas (véase la lista de los ODS en el anexo 

B), en los PDM de Cogua. En aras de una gestión de los servicios ecosistémicos basada 

en la gobernanza y no instrumentalizada, se debe atender sustentable y equilibradamente 

a los diferentes actores y sectores sociales con intereses disímiles e inclusive 

contradictorios (MADS - PNUD, 2014, p. 53). Por ejemplo, en Cogua, la protección del 

páramo implica necesariamente cesar las actividades extractiva y agropecuaria en dicha 

área, lo que afecta los intereses de quienes ejercen tales actividades, pero conviene a 

todos los actores dentro y fuera del municipio que disfrutan de servicios ecosistémicos 

puestos en riesgo por estas dos actividades y debería beneficiar también a grupos y 

comunidades que han residido en el territorio del páramo. Los afectados deberían verse 

compensados por los beneficiados, lo cual, dicho sea de paso, consiste en uno de los 

principios rectores del ordenamiento territorial. 

 

Sería de gran utilidad incorporar sistemáticamente a las políticas públicas, a los 

instrumentos que las plasman y a las acciones de ellas derivadas la valoración de los 

servicios ecosistémicos desde una perspectiva integral, socioecosistémica, como la 

asumida y recomendada por la PNGIBSE, buscando que en dichos ejercicios de 

valoración participen de manera incluyente, incidente y vinculante habitantes de las áreas 

en cuestión. La referencia a los principios y lineamientos de la PNGIBSE no debe limitarse 

a los instrumentos ambientales; deberían ser abordados explícita y sistemáticamente en 

todo instrumento de planeación y ordenamiento territorial. 
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Se propone que la  PNGIBSE  y  otros instrumentos sean socializados y contextualizados 

ante los actores políticos y la administración de Cogua y de los demás entes territoriales, 

ante los diferentes actores vinculados a las actividades de protección de la biodiversidad y 

los servicios ecosistémicos que no la conozcan y ante la ciudadanía en general. Sin 

embargo, estas actividades de socialización y contextualización carecerían de interés si 

no hacen parte de un ejercicio de implementación de las políticas y los instrumentos en el 

territorio, en forma de acciones participativas concretas de gestión ambiental. 

 

Es necesario poner en marcha o fortalecer las acciones contempladas en la Ley de 

Páramos, el actual plan básico de ordenamiento territorial de Cogua, los acuerdos de la 

CAR y la PNGIBSE que limitan o prohíben las actividades extractivas y la actividad 

agropecuaria en los páramos, con miras a que estas actividades cesen, como lo 

determinan dichas disposiciones. Se debe mencionar explícitamente estas normativas, 

políticas y disposiciones en los PDM, estructurando componentes centrales y 

transversales de los mismos, ejes, proyectos, metas e indicadores de meta en este 

sentido, que luego se plasmen en los presupuestos anuales. 

 

Leyes como la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial coinciden en sus principios con 

la PNGIBSE, en términos de corresponsabilidad, sostenibilidad y equidad, respeto a la 

diversidad ambiental y social. Esta coincidencia podría servir de base a una mayor 

convergencia de los instrumentos de ordenamiento territorial con los instrumentos de 

planificación y gestión ambiental, así como de las políticas y acciones que se ejercen 

partiendo de ambos tipos de instrumentos en los territorios. Igualmente, los soportes 

teóricos y conceptuales, tanto como los principios y lineamientos contenidos en 

herramientas como la PNGIBSE, deberían ser incorporados a leyes e instrumentos 

normativos para que trasciendan el carácter opcional del que disponen en la práctica 

actualmente y adquieran fuerza de ley.  

 

Los procesos de ordenamiento territorial, fundamentados en los principios de la función 

social de la propiedad, la prevalencia del interés general sobre el particular y la 

distribución equitativa las cargas y beneficios, incorporando los principios de gestión 

ambiental planteados por la PNGIBSE, deben conducir a estrategias que incrementen la 

inversión presupuestal y la ejecución de acciones destinadas a limitar o detener la 
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afectación de los ecosistemas y garantizar la sostenibilidad de los servicios ecosistémicos 

en Cogua y el páramo de Guerrero. 

 

Sería conveniente que, en el marco de sus responsabilidades y de la funcionalidad 

territorial, el departamento, la Región Central, la Región Metropolitana y la aglomeración 

conformada por Bogotá y los municipios adyacentes (aglomeración que no constituye un 

ente territorial) no sólo asignen recursos y ejerzan acompañamiento y verificación a las 

acciones en curso tendientes a la protección de los ecosistemas de páramo, 

particularmente el de Guerrero, y de los servicios que prestan, sino adicionalmente 

definan y pongan en marcha otras nuevas, preferentemente desde un enfoque no 

simplemente ecológico, sino socioecosistémico y que tenga en cuenta a los ecosistemas 

con los que el páramo establece interacción. 

 

Conviene seguir poniendo en marcha sistemáticamente y con el apoyo de los entes 

territoriales supramunicipales, autoridades ambientales regionales y nacionales, otras 

entidades del sector público, institutos de investigación, universidades y sector privada, 

con la participación incidente de la comunidad, acciones de valoración integral de los 

servicios ecosistémicos en territorios específicos, con el objetivo de tomar medidas de 

protección, de recuperación, de uso sustentable o de cese y sustitución de actividades 

que generen impactos ecológicos negativos.   

 

El ordenamiento urbano regional debe ser llevado a cabo observando criterios 

socioecosistémicos que garanticen la calidad de vida de las poblaciones involucradas en 

procesos de asociatividad territorial o que integran aglomeraciones o sistemas de 

ciudades. Se debe garantizar la protección de la biodiversidad y las funciones 

ecosistémicas de las zonas rurales, no solo porque estas benefician también a los 

municipios con población mayor de 30.000 habitantes, sino porque de por sí deben ser 

protegidas. La funcionalidad territorial debe ser vislumbrada no solamente en términos de 

rentabilidad económica, sino en función de la sinergia entre la sociedad y la naturaleza, 

adoptando criterios de interdependencia y reciprocidad.  

 

Universidades, institutos y centros de investigación, así como toda otra entidad que ejerza 

actividades científicas en Cogua deberían adoptar mecanismos eficaces de divulgación 

del conocimiento generado e intercambio de saberes tanto ante los actores políticos y 
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administrativos, quienes necesitan esta información para toma de decisiones y adopción 

de políticas y acciones, como ante la población en general, que los requiere para cualificar 

y potenciar su participación, para disponer de retroalimentación sobre las investigaciones 

en las que haya podido tomar parte y para incorporarlos a sus prácticas y vivencias 

cotidianas. 

 

Las políticas públicas y acciones basadas en la gestión y la protección de la biodiversidad 

y los servicios ecosistémicos trascienden los solos objetivos e intereses financieros o 

fiscales en aras de un desarrollo social y ecológicamente sostenible, capaz de adaptarse 

al cambio climático, de limitar sus efectos y de procurar la resiliencia de los ecosistemas. 

Sin embargo se requiere tener presente que la naturaleza es un sistema o incluso un 

conjunto de sistemas que existe por sí y para sí; las funciones de cada elemento de este 

sistema conducen primeramente a la permanencia del mismo. El hecho de que estas 

funciones ecosistémicas puedan considerarse también como servicios que benefician al 

ser humano, no implica que este sea su propósito esencial o primario. La sociedad 

misma, en su interacción con la naturaleza, debe ser consciente de ello, particularmente 

en Occidente. 

 

.   
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A.  Tabla de servicios ecosistémicos  

Tabla de servicios ecosistémicos según la clasifica ción CICES, versión 5.1 (2018). 

Sección  División  Grupo  Clase  Cód.  

Provisioning 
(Biotic) 

Biomass Cultivated terrestrial plants for 
nutrition, materials or energy  

Cultivated terrestrial plants (including 
fungi, algae) grown for nutritional 
purposes 

1.1.1.1 

Provisioning 
(Biotic) 

Biomass Cultivated terrestrial plants for 
nutrition, materials or energy  

Fibres and other materials from 
cultivated plants, fungi, algae and 
bacteria for direct use or processing  
(excluding genetic materials) 

1.1.1.2 

Provisioning 
(Biotic) 

Biomass Cultivated terrestrial plants for 
nutrition, materials or energy  

Cultivated plants (including fungi, algae) 
grown as a source of  energy  

1.1.1.3 

Provisioning 
(Biotic) 

Biomass Cultivated aquatic  plants for 
nutrition, materials or energy   

Plants cultivated by in- situ aquaculture  
grown for nutritional purposes  

1.1.2.1 

Provisioning 
(Biotic) 

Biomass Cultivated aquatic  plants for 
nutrition, materials or energy   

Fibres and other materials from in-situ 
aquaculture for direct use or processing  
(excluding genetic materials) 

1.1.2.2 

Provisioning 
(Biotic) 

Biomass Cultivated aquatic  plants for 
nutrition, materials or energy   

Plants cultivated by in- situ aquaculture 
grown as an energy source 

1.1.2.3 

Provisioning 
(Biotic) 

Biomass Reared animals  for nutrition, 
materials or energy    

Animals reared  for nutritional purposes 1.1.3.1 

Provisioning 
(Biotic) 

Biomass Reared animals  for nutrition, 
materials or energy    

Fibres and other materials from reared 
animals for direct use or processing 
(excluding genetic materials) 

1.1.3.2 

Provisioning 
(Biotic) 

Biomass Reared animals  for nutrition, 
materials or energy    

Animals reared to provide energy 
(including mechanical) 

1.1.3.3 

Provis ioning 
(Biotic) 

Biomass Reared aquatic animals  for 
nutrition, materials or energy    

Animals reared by in-situ aquaculture 
for nutritional purposes 

1.1.4.1 

Provisioning 
(Biotic) 

Biomass Reared aquatic animals  for 
nutrition, materials or energy    

Fibres and other materials from animals 
grown by in-situ aquaculture for direct 
use or processing  (excluding genetic 
materials) 

1.1.4.2 

Provisioning 
(Biotic) 

Biomass Reared aquatic animals  for 
nutrition, materials or energy    

Animals reared by in-situ aquaculture as 
an energy source 

1.1.4.3 

Provisioning 
(Biotic) 

Biomass Wild plants (terrestrial and 
aquatic)  for nutrition, 
materials or energy    

Wild plants (terrestrial and aquatic, 
including fungi, algae) used for nutrition 

1.1.5.1 

Provisioning 
(Biotic) 

Biomass Wild plants (terrestrial and 
aquatic)  for nutrition, 
materials or energy    

Fibres and other materials from wild 
plants for direct use or processing  
(excluding genetic materials) 

1.1.5.2 
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Sección  División  Grupo  Clase  Cód.  

Provisioning 
(Biotic) 

Biomass Wild plants (terrestrial and 
aquatic)  for nutrition, 
materials or energy    

Wild plants (terrestrial and aquatic, 
including fungi, algae) used as a source 
of energy 

1.1.5.3 

Provisioning 
(Biotic) 

Biomass Wild animals (terrestrial and 
aquatic)  for nutrition, 
materials or energy    

Wild animals (terrestrial and aquatic) 
used for nutritional purposes 

1.1.6.1 

Provisioning 
(Biotic) 

Biomass Wild animals (terrestrial and 
aquatic)  for nutrition, 
materials or energy    

Fibres and other materials from wild 
animals for direct use or processing 
(excluding genetic materials) 

1.1.6.2 

Provisioning 
(Biotic) 

Biomass Wild animals (terrestrial and 
aquatic)  for nutrition, 
materials or energy    

Wild animals (terrestrial and aquatic)  
used as a source of energy 

1.1.6.3 

Provisioning 
(Biotic) 

Genetic material 
from all biota 
(including seed, 
spore or gamete 
production) 

Genetic material from plants, 
algae or fungi 

Seeds, spores and other plant materials 
collected for maintaining or establishing 
a population 

1.2.1.1 

Provisioning 
(Biotic) 

Genetic material 
from all biota 
(including seed, 
spore or gamete 
production) 

Genetic material from plants, 
algae or fungi 

Higher and lower plants (whole 
organisms) used to breed new strains or 
varieties 

1.2.1.2 

Provisioning 
(Biotic) 

Genetic material 
from all biota 
(including seed, 
spore or gamete 
production) 

Genetic material from plants, 
algae or fungi 

Individual genes extracted from higher 
and lower plants for the design and 
construction of new biological entities 

1.2.1.3 

Provisioning 
(Biotic) 

Genetic material 
from all biota 
(including seed, 
spore or gamete 
production) 

Genetic material from animals Animal material collected for the 
purposes of maintaining or establishing 
a population 

1.2.2.1 

Provisioning 
(Biotic) 

Genetic material 
from all biota 
(including seed, 
spore or gamete 
production) 

Genetic material from animals Wild animals  (whole organisms) used 
to breed  new strains or varieties 

1.2.2.2 

Provisioning 
(Biotic) 

Genetic material 
from all biota 
(including seed, 
spore or gamete 
production) 

Genetic material from 
organisms 

Individual genes extracted from 
organisms  for the design and 
construction of new biological entities 

1.2.2.3 

Provisioning 
(Biotic) 

Other types of 
provisioning service 
from biotic sources 

Other Other 1.3.X.X 

Provisioning 
(Abiotic) 

Water  Surface water used for 
nutrition, materials or energy  

Surface water for drinking 4.2.1.1 

Provisioning 
(Abiotic) 

Water  Surface water used for 
nutrition, materials or energy  

Surface water used as a material (non-
drinking purposes) 

4.2.1.2 

Provisioning 
(Abiotic) 

Water  Surface water used for 
nutrition, materials or energy  

Freshwater surface water used as an 
energy source 

4.2.1.3 

Provisioning 
(Abiotic) 

Water  Surface water used for 
nutrition, materials or energy  

Coastal and marine water used as 
energy source 

4.2.1.4 
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Sección  División  Grupo  Clase  Cód.  

Provisioning 
(Abiotic) 

Water  Ground water for used for 
nutrition, materials or energy  

Ground (and subsurface) water for 
drinking 

4.2.2.1 

Provisioning 
(Abiotic) 

Water  Ground water for used for 
nutrition, materials or energy  

Ground water (and subsurface)  used 
as a material (non-drinking purposes) 

4.2.2.2 

Provisioning 
(Abiotic) 

Water  Ground water for used for 
nutrition, materials or energy  

Ground water (and subsurface)  used 
as an energy source 

4.2.2.3 

Provisioning 
(Abiotic) 

Water  Other aqueous ecosystem 
outputs 

Other 4.2.X.X 

Regulation & 
Maintenance 
(Biotic) 

Transformation of 
biochemical or 
physical inputs to 
ecosystems 

Mediation of wastes or toxic 
substances of anthropogenic 
origin by living processes 

Bio-remediation by micro-organisms, 
algae, plants, and animals 

2.1.1.1 

Regulation & 
Maintenance 
(Biotic) 

Transformation of 
biochemical or 
physical inputs to 
ecosystems 

Mediation of wastes or toxic 
substances of anthropogenic 
origin by living processes 

Filtration/sequestration/storage/accumul
ation by micro-organisms, algae, plants, 
and animals 

2.1.1.2 

Regulation & 
Maintenance 
(Biotic) 

Transformation of 
biochemical or 
physical inputs to 
ecosystems 

Mediation of nuisances of 
anthropogenic origin 

Smell reduction 2.1.2.1 

Regulation & 
Maintenance 
(Biotic) 

Transformation of 
biochemical or 
physical inputs to 
ecosystems 

Mediation of nuisances of 
anthropogenic origin 

Noise attenuation 2.1.2.2 

Regulation & 
Maintenance 
(Biotic) 

Transformation of 
biochemical or 
physical inputs to 
ecosystems 

Mediation of nuisances of 
anthropogenic origin 

Visual screening                                     2.1.2.3 

Regulation & 
Maintenance 
(Biotic) 

Regulation of 
physical, chemical, 
biological conditions 

Regulation of baseline flows 
and extreme events 

Control of erosion rates 2.2.1.1 

Regulation & 
Maintenance 
(Biotic) 

Regulation of 
physical, chemical, 
biological conditions 

Regulation of baseline flows 
and extreme events 

Buffering and attenuation of mass 
movement 

2.2.1.2 

Regulation & 
Maintenance 
(Biotic) 

Regulation of 
physical, chemical, 
biological conditions 

Regulation of baseline flows 
and extreme events 

Hydrological cycle and water flow 
regulation (Including flood control, and 
coastal protection) 

2.2.1.3 

Regulation & 
Maintenance 
(Biotic) 

Regulation of 
physical, chemical, 
biological conditions 

Regulation of baseline flows 
and extreme events 

Wind protection 2.2.1.4 

Regulation & 
Maintenance 
(Biotic) 

Regulation of 
physical, chemical, 
biological conditions 

Regulation of baseline flows 
and extreme events 

Fire protection 2.2.1.5 

Regulation & 
Maintenance 
(Biotic) 

Regulation of 
physical, chemical, 
biological conditions 

Lifecycle maintenance, habitat 
and gene pool protection 

Pollination (or 'gamete' dispersal in a 
marine context) 

2.2.2.1 

Regulation & 
Maintenance 
(Biotic) 

Regulation of 
physical, chemical, 
biological conditions 

Lifecycle maintenance, habitat 
and gene pool protection 

Seed dispersal 2.2.2.2 

Regulation & 
Maintenance 
(Biotic) 

Regulation of 
physical, chemical, 
biological conditions 

Lifecycle maintenance, habitat 
and gene pool protection 

Maintaining nursery populations and 
habitats (Including gene pool protection) 

2.2.2.3 
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Sección  División  Grupo  Clase  Cód.  

Regulation & 
Maintenance 
(Biotic) 

Regulation of 
physical, chemical, 
biological conditions 

Pest and disease control Pest control (including invasive species)  2.2.3.1 

Regulation & 
Maintenance 
(Biotic) 

Regulation of 
physical, chemical, 
biological conditions 

Pest and disease control Disease control                                         2.2.3.2 

Regulation & 
Maintenance 
(Biotic) 

Regulation of 
physical, chemical, 
biological conditions 

Regulation of soil quality Weathering processes and their effect 
on soil quality 

2.2.4.1 

Regulation & 
Maintenance 
(Biotic) 

Regulation of 
physical, chemical, 
biological conditions 

Regulation of soil quality Decomposition and fixing processes 
and their effect on soil quality                    

2.2.4.2 

Regulation & 
Maintenance 
(Biotic) 

Regulation of 
physical, chemical, 
biological conditions 

Water conditions Regulation of the chemical condition of 
freshwaters by living processes 

2.2.5.1 

Regulation & 
Maintenance 
(Biotic) 

Regulation of 
physical, chemical, 
biological conditions 

Water conditions Regulation of the chemical condition of 
salt waters by living processes 

2.2.5.2 

Regulation & 
Maintenance 
(Biotic) 

Regulation of 
physical, chemical, 
biological conditions 

Atmospheric composition and 
conditions 

Regulation of chemical composition of 
atmosphere and oceans 

2.2.6.1 

Regulation & 
Maintenance 
(Biotic) 

Regulation of 
physical, chemical, 
biological conditions 

Atmospheric composition and 
conditions 

Regulation of temperature and humidity, 
including ventilation and transpiration 

2.2.6.2 

Regulation & 
Maintenance 
(Biotic) 

Other types of 
regulation and 
maintenance service 
by living processes 

Other Other 2.3.X.X 

Cultural (Biotic)  Direct, in-situ and 
outdoor interactions 
with living systems 
that depend on 
presence in the 
environmental 
setting 

Physical and experiential 
interactions with natural 
environment 

Characteristics of living systems that 
that enable activities promoting health, 
recuperation or enjoyment through 
active or immersive interactions  

3.1.1.1 

Cultural (Biotic)  Direct, in-situ and 
outdoor interactions 
with living systems 
that depend on 
presence in the 
environmental 
setting 

Physical and experiential 
interactions with natural 
environment 

Characteristics of living systems that 
enable activities promoting health, 
recuperation or enjoyment through 
passive or observational interactions 

3.1.1.2 

Cultural (Biotic)  Direct, in-situ and 
outdoor interactions 
with living systems 
that depend on 
presence in the 
environmental 
setting 

Intellectual and representative 
interactions with natural 
environment 

Characteristics of living systems that 
enable scientific investigation or the 
creation of traditional ecological 
knowledge 

3.1.2.1 

Cultural (Biotic)  Direct, in-situ and 
outdoor interactions 
with living systems 
that depend on 
presence in the 
environmental 
setting 

Intellectual and representative 
interactions with natural 
environment 

Characteristics of living systems that 
enable education and training 

3.1.2.2 
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Sección  División  Grupo  Clase  Cód.  

Cultural (Biotic)  Direct, in-situ and 
outdoor interactions 
with living systems 
that depend on 
presence in the 
environmental 
setting 

Intellectual and representative 
interactions with natural 
environment 

Characteristics of living systems that 
are resonant in terms of culture or 
heritage 

3.1.2.3 

Cultural (Biotic)  Direct, in-situ and 
outdoor interactions 
with living systems 
that depend on 
presence in the 
environmental 
setting 

Intellectual and representative 
interactions with natural 
environment 

Characteristics of living systems that 
enable aesthetic experiences 

3.1.2.4 

Cultural (Biotic)  Indirect, remote, 
often indoor 
interactions with 
living systems that 
do not require 
presence in the 
environmental 
setting 

Spiritual, symbolic and other 
interactions with natural 
environment 

Elements of living systems that have 
symbolic meaning 

3.2.1.1 

Cultural (Biotic)  Indirect, remote, 
often indoor 
interactions with 
living systems that 
do not require 
presence in the 
environmental 
setting 

Spiritual, symbolic and other 
interactions with natural 
environment 

Elements of living systems that have 
sacred or religious meaning 

3.2.1.2 

Cultural (Biotic)  Indirect, remote, 
often indoor 
interactions with 
living systems that 
do not require 
presence in the 
environmental 
setting 

Spiritual, symbolic and other 
interactions with natural 
environment 

Elements of living systems used for 
entertainment or representation 

3.2.1.3 

Cultural (Biotic)  Indirect, remote, 
often indoor 
interactions with 
living systems that 
do not require 
presence in the 
environmental 
setting 

Other biotic characteristics 
that have a non-use value 

Characteristics or features of living 
systems that have an existence value 

3.2.2.1 

Cultural (Biotic)  Indirect, remote, 
often indoor 
interactions with 
living systems that 
do not require 
presence in the 
environmental 
setting 

Other biotic characteristics 
that have a non-use value 

Characteristics or features of living 
systems that have an option or bequest 
value 

3.2.2.2 

Cultural (Biotic)  Other characteristics 
of living systems that 
have cultural 
significance 

Other Other 3.3.X.X 





 

 

B. Objetivos de desarrollo sostenible 
(ODS)  

Objetivos de desarrollo sostenible formulados por la Organización de las naciones unidas 

(ONU, 2015) 

 

 

 

 





 

 

C. Gastos inversión ambiental en 
Cogua 2012-2019 

Gastos de in versión apropiados y ejecutados  en pesos corrientes de cada año en Cogua 

para los rubros de agua  potable y saneamiento básico, ambiente  y gestión del riesgo . 

2012 Total, apropiado Ejecutado % ejecutado 

Agua y saneamiento 6.125.012.720  5.810.934.535 94,9% 

Ambiente 447.099.764 149.703.640 33,5% 

Riesgo 327.806.305 157.630.000 48,1% 

Gastos de inversión 19.524.380.350 15.064.134.288 77,2% 
 

  2013: no se dispone de información de las fuentes citadas acerca de estos rubros.  

2014 Total apropiado Ejecutado % ejecutado 

Agua y saneamiento 8.508.209.085 8.435.765.266 99,1% 

Ambiente 395.410.985 54.751.410 13,8% 

Riesgo 440.306.314 79.589.950 18,1% 

Gastos de inversión 36.395.154.315 32.101.400.122 88,2% 
 

2015 a octubre 31 Total apropiado Ejecutado % ejecutado 

Agua y saneamiento 9.923.831.744 9.673.464.053 97,5% 

Ambiente 422.000.000 341.416.870 81% 

Riesgo 453.776.301 109.500.000 24% 

Gastos de inversión 34.589.770.325 32.681.451.001 94,5% 
 

2016 Total apropiado Ejecutado % ejecutado 

Agua y saneamiento 1.107.625.923 1.042.634.085 94,1% 

Ambiente 322.000.000 70.666.320 22% 

Riesgo 516.694.377 405.175.811 78,4% 

Gastos de inversión 15.102.982.117 11.714.258.892 77,6% 
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Gastos de in versión apropiados y ejecutados  en pesos corrientes de cada año en Cogua 

para los rubros de agua  potable y saneamiento básico, ambiente  y gestión del riesgo . 

2017 Total apropiado Ejecutado % ejecutado 

Agua y saneamiento 1.489.252.866 1.249.698.702 84% 

Ambiente 1.672.196.413 1.524.290.825 91% 

Riesgo 201.591.347 81.009.494. 40% 

Gastos de inversión 20.678.859.675 18.358.893.514 89% 
 

2018 Total apropiado Ejecutado % ejecutado 

Agua  saneamiento 4.267.219.192 4.203.326.725 97% 

Ambiente 1,781,318.491 1.522.059.015 85% 

Riesgo 308.416.829 365.266.425 118% 

Gastos de inversión . () 24.484.093.718 22.611.523.775 92% 
 

2019 a octubre 31 Total apropiado Ejecutado % ejecutado 

Agua y saneamiento 2.421.324.035 1.458.316.004 60% 

Ambiente 412.190.000 95.741.146 23% 

Riesgo 391.768.931 182.120.000 46% 

Gastos de inversión 25.662.393.202 18.942.633.117 74% 
 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

D. Personas entrevistadas 

Lista de y descripción breve de las diferentes personas entrevistadas.  

Número Nombre (edad) Descripción 
01 Edward Sarmiento Actor social de Zipaquirá y concejal de allí por el partido Polo 

Democrático. Preocupado por el territorio y el campesinado de 
Guerrero y la Sabana  

02 Felipe Rubio Desde hace 25 años trabaja en ecosistemas altoandinos y de páramos 
en estrategias de sostenibilidad. Conoce las situaciones conflictivas 
socioecológicas de Cogua. 

03 Mónica León De Cajicá, actúa en conservación en el Páramo de Guerrero, pero lo 
hace desde Tausa, donde reside. 

04 Diego García Exdirector de RAPE proyecto páramos contratista CAR parque lineal 
Río Bogotá, seguimiento a áreas protegidas de la CAR y PMA 
Fúquene. Defensa de páramos 

05 David Rivera. Biólogo, especialista en ecosistemas de montaña y páramo que ha 
recorrido y estudiado por años. De ahí se deriva su conocimiento de la 
situación socioecológica de Cogua 

06 Sandro Susa. Oriundo y residente de Cogua, ejerce desde tiempo atrás trabajo 
comunitario voluntario investigativo y en campo en el sector ambiental. 

07 Myriam Torres Trabajadora social, contratista de la alcaldía de Cogua al momento de 
este estudio. 

08 Aydée Habitante de Cogua, exconcejal y excontratista, gerente de desarrollo 
social del municipio al momento del estudio. 

09 Alexis Cruz (40) Ingeniero de sonido y locutor de La Voz del Agua. Permanece la 
mayor parte del tiempo en Cogua. 

10 Clara (63 años). Procedente de una de las veredas, artesana y vendedora en el centro 
de Cogua. 

11 John Rincón (14). Estudiante y deportista, 14 años. Habitante de Cogua. 
12 María Montaño (43) Sacristana de la Parroquia San Antonio de Padua, habitante de 

Páramo Alto y originaria de Cogua. 
13 Víctor Carvajal (50) Alfarero, cultivador de papa, ayudante y conductor de camión, vive 

cerca al páramo y al embalse.  
14  Rafael Primicio (20) Estudiante universitario, su familia y él son habitantes del municipio. 
15 Lady Guayacundo (35).  Enfermera-del Centro de salud de Cogua. Vive en Zipaquirá. 
16  Diego Prieto (35) Comerciante independiente y habitante del municipio desde siempre. 
17 Laura Peña (40) Asistente administrativa, habitante de siempre.  
18 Didier Tovar (23) Viene a diario a Cogua donde trabaja en un restaurante.  
19 María F Silva (16) Empleada, bachiller, recién instalada en Cogua “por la naturaleza”. 
20 Marcela Alonso (16) Bachiller, habitante de Cogua. 
 

 





 

E. Preguntas de la entrevista  

Preguntas formuladas a las personas entrevistadas 

 

¿Cuáles cree usted que son los principales recursos del municipio de Cogua?  

Se espera saber si la persona encuestada reconoce la dimensión ambiental del municipio 

y designa la biodiversidad y uno o más servicios ecosistémicos, así no lo haga utilizando 

estos términos, o bien si designa otros bienes, servicios o actividades que no tengan 

relación con lo ambiental. 

 

¿Para usted qué es o qué significa el páramo de Guerrero?  

Se busca explicitar si el sujeto reconoce o identifica el páramo como área o zona 

vinculada al municipio, en términos ecológicos administrativos o de ambos, así como 

observar si hace alusión a su biodiversidad y a los servicios ecosistémicos que presta y 

saber si a su juicio el páramo reviste una connotación particular. 

 

¿Qué le brinda o provee Cogua a los demás municipios, a Bogotá y a Cundinamarca?  

Se espera que el sujeto mencione los que en su criterio son los municipios con los que se 

relaciona Cogua y qué le aporta a dichos municipios, al Distrito Capital y al departamento, 

en el marco de un enfoque de relaciones territoriales funcionales. 

 

¿Qué recibe Cogua de los demás municipios, Bogotá y Cundinamarca?  

Se busca que el sujeto mencione qué le aportan a Cogua otros municipios, el Distrito 

Capital y el departamento a Cogua, en el marco de un enfoque de relaciones territoriales 

funcionales. 

 

Para usted ¿Qué relación tiene Cogua con otros departamentos aparte de 

Cundinamarca? 
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Mediante esta pregunta se pretende ver si la persona entrevistada contempla la 

asociatividad del municipio a una escala regional y de qué manera la concibe. 

 

¿Qué opinión tiene de la situación actual del municipio de Cogua y el páramo de 

Guerrero?  

Se quiere saber si, a criterio del sujeto, la situación general y en aspectos determinados 

de Cogua y el páramo, que la persona misma mencione, es aceptable o satisfactoria y, si 

no es así, qué carencias, dificultades o limitaciones se destacan. El objetivo consiste en 

conocer, según el sujeto, cómo las carencias podrían ser suplidas o se podría mejorar la 

situación general si esta es “buena”. La pregunta no se orienta en principio hacia ningún 

bien o servicio ecosistémico ni de otro tipo, para ver si la persona hace referencia a 

alguna noción general como “seguridad” o “trabajo”, si habla de algún bien, elemento u 

objeto en particular como “vías” o “colegios”, si se refiere por ejemplo a acciones como 

“producir más” o “cuidar el medio ambiente”. Las respuestas en principio pueden ser muy 

variadas pero se observará si adoptan una tendencia determinada y si aluden directa o 

indirectamente al tema ambiental). 

 

¿Ha usted participado anteriormente o participa actualmente en actividades para la 

protección o el mejoramiento del ambiente del municipio?   

 

¿Una vez, algunas veces, varias veces, regularmente? 

 

¿Individualmente, por su propia cuenta? 

¿en grupo? (Es decir con otras personas, de manera informal) 

¿a través de alguna organización, fundación o similar? 

¿como parte de actividades escolares, universitarias o académicas? 

¿con alguna institución pública municipal, departamental, regional o nacional? 

 

 ¿de qué tipo? 

 

¿Conoce usted a (otras) personas, grupos, organizaciones o fundaciones, instituciones o 

empresas públicas, colegios o universidades o centros de investigación que hayan 

realizado anteriormente o realicen actualmente actividades por el ambiente de Cogua? 
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¿Qué tipo de actividades son o eran? Se busca que la persona mencione o identifique a 

otros actores si los conoce o recuerda. 

 

¿Participa o ha participado, ha hecho sugerencias o aportes, le han consultado o 

preguntado en procesos como la elaboración de los planes de desarrollo municipal, de 

planes de acción o agendas ambientales, de los presupuestos anuales, la modificación 

del plan de ordenamiento territorial del municipio u otros?  

 

 En caso afirmativo, ¿de qué forma? ¿Cuáles son o han sido sus aportes? 

 

  

 

Ya para terminar, ¿cómo cree usted que se han incorporado o tenido en cuenta en los 

planes de desarrollo del municipio los “servicios ecosistémicos” del páramo de Guerrero?  

 

El propósito de esta pregunta es saber cómo, según la persona, las administraciones 

municipales actual y anteriores han contemplado la gestión de la biodiversidad y los   y 

servicios ecosistémicos del páramo de Guerrero. 
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